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Un precepto legal de ineludible observancia impone 
al Fiscal del Tribunal Supremo la obligacióri de elevar 
al Gobierno de S. M., en el comienzo del ano judicial, 
una exposición razonada en que dé cuenta del estado 
de la adminislración de justicia, de las instrucciones 
más importantes que haya dado á sus subordinados y 
de las reformas que en su concepto conviene hacer para 
el inejor servicio. 

Sor~réndeme el momento de dar cum~limiento á 
tamaiía tarea en ocasión de hallarse vacante el cargo 
y encomendado á mi humilde persona por ministerio 
de la ley el ejercicio de sus funciones. Falto de toda 
autoridad personal, y aun desprovisto de la oficial ne- 
cesaria por el carácter de interinidad con que tengo el 
inmerecido honor de hallarme al frente del Ministerio 
fiscal, pero atento siempre al extricto cumplimiento de 
mi deber, acostumbrado á. no retroceder ante él y fiel 
cumplidor de la ley, aunque reconociéndola superior á 
mis fuerzas, acometo la empresa en circunstancias p 
fecha en que toda vacilación es imposible. 

Entre otras muchas condiciones de que carezco se 
encuentra la de improvisar; el tiempo apremia y falta, 
no sólo el necesario para repasar mis pobres y escasas 
ideas, después de examinar los datos aportados por 
mi dltimo querido é ilustrado amigo y jefe para la con- 



fección de esta Memoria, sino tambien el indispensable 
que para mi requiere la materialidad de formalizarla 
en el papel. 

Además de la falta de aptitud y autoridad para 
llenar cometido de tan excepcional importancia, creo 
qiie es digna de ser tenida en cuenta esta dltima cir- 
cunstancia, que, ajena á. mis deseos é independiente 
de mi escasez de facultades, puede también servir de 
abono al exceso de benevolencia que seguramente ha- 
bríí de dispensarme V. E. al hacerse cargo de este mi 
modesto trabajo. 

Ministe:io fiscal : 
im'posTuiiTdi4 de El cumplimiento de la abrumadora tarea que sobre 
cumplir inregraiiien- 
to .,, ,ni,io, lo mí pesa, aun hecha abstracción del apremio del tiem- 
redncido del perra- 
, , a i ycarenc iadeof i -  PO con que ha de llevarse á cabo, constituye una carga 
cinas fiscales. superior á mis fuerzas, que se ha de sumar á la casi 

absoluta imposibilidad en que todo Fiscal se encuentra 
de realizar un trabajo como el presente, si h. de obe- 
decer al fin práctico de indudable transcendencia, como 
íntimamente relacionado con el cumplimiento de un 
deber constitucional, qiie se propone la ley, por inven- 
cibles dificultades, nacidas todas ellas de la falta del 
necesario personal y absoluta carencia de medios para 
ejercitar la intensa labor de iilspección que la ley en- 
comienda á nuestro Rlinisterio, indispensable para el 
debido cuinplimiento de aquel fiu. 

A los Tribunales y Juzgados pertenece exclusiva- 
mente la potestad de aplicar las leyes en los juicios ci- 
viles y criminales, siendo los Jueces responsables per- 
sonalmente de toda infracción de ley que cometan; en 
las Cortes, con el Rey, reside la potestad de hacer las 
leyes, que, también por precepto constitucional, han 
de determinar los Tribunales y Juzgados que ha de 



haber, la organización de cada uno, sus facultades, 
modo de ejercerlas y cualidades que han de tener sus 
individuos; y Li la regia prerrogativa atribuye la misma 
Constitución el cuidar de que en todo el Reino se admi- 
nistre pronta y cumplidamente la justicia, atribución 
que ejerce el RIonarca por medio de sus Ministros res- 
ponsables. Consagrada así la independencia y respon- 
sabilidad de los Tribunales en la aplicación de las le- 
yes, al Poder Ejecutivo corresponde cuidar de que se 
cumplan debidamente los fines de la justicia que aqué- 
llos están llamados á dispensar, lo que exige velar 
atentamente por la observancia de las leyes de orga- 
nización y promover la acción de la justicia en cuanto 
concierne al interés público, que es precisamente la 
misión encomendada al Ministerio fiscal, al que está 
conferida la representación del Gobierno en sus rela- 
ciones con la administración de justicia. Siendo, pues, 
el Ministerio fiscal el órgano de relacidn entre el Go- 
bierno y los Tribunales, á una mayor independencia 
de éstos corresponde necesariamente una más vigoro- 
sa organización de aquél, puesto que en sus manos han 
de estar todos los resortes para llevar á feliz término 
su importante cometido de hacer eficaz la misión enco- 
mendada al Poder Ejecutivo. De aquf el sinnúmero de 
atribuciones, con el consiguiente deber de ejercitarlas, 
que la ley le confiere. 

Entre estos deberes y atribuciones figuran los de vi- 
gilar por el cumplimieiito de las leyes, reglamentos, or- 
denanzas y disposiciones de carácter obligatorio que se 
refieran ála administraciónde justicia y reclamar suob- 
servancia: poner en conocimiento del Gobierno los abu- 
sos é irregularidades que notaren en los Juzgados y 
Tribunales, cuando de otro modo no alcanzaren á ob- 
tener su remedio: pedir d los Juzgados y Tribunales las 
causas y negocios terminados para ejercer su vigilan- 
cia sobre la administración de justicia y promover la 
corrección Ge los abusos que pudieran introducirse; 



ejercitar acciones de toda clase en cuanto concierne 
al interés público y en cualqniera de las esferas de ac- 
ción de los Tribunales; en suma, una inspección eficaz 
y continua á los fines de que se cumpla la justicia. 

D e  todos estos preceptos, es natural complemento 
el del art. 15 de la ley adicional que impone al Jefe del 
Ministerio fiscal el deber de que haga pública manifes- 
taci6n de sus actos, sometiendo su propia inspección 
al juicio del Gobierno y á la censnt-a de todos. 

Es ,  pues, el Ministerio fiscal la personificación de 
los Poderes públicos, el genuino representante del Go- 
bierno y de la ley ante los Tribunales, y el pr~pulsor  
de éstos, por lo que 51 su examen no pueden sustraerse 
ni las personas ni las cosas que directa 6 indirectamen- 
te  se relacionen con la función de la justicia hasta el 
punto de que, como muy acertadamente afirmaba uno 
de mis ilustres jefes en ocasión análoga á la presen- 
te, bien se puede decir que en ese orden no hay nada 
extraño á los deberes y obligaciones del Ministerio pú- 
blico, lo mismo en la esfera más elevada que en la más 
insignificante y pequeña. 

Mas si tales aparecen haber sido los propósitos del 
legislador, es lo cierto que no han logrado transcender 
á la realidad. No basta que las leyes concedan atribu- 
ciones C impongan deberes, si á la vez no facilitan los 
medios para que puedan ejercitarse las unas y cum- 
plirse los otros; y esto es lo que desgraciadamente ocu- 
rre al Ministerio fiscal y le obliga, en no pocas ocasio- 
nes, á reconocer su impotencia. 

Al implantarse en EspaiIa el juicio oral y público y 
reemplazarse por el acusatorio el procedimiento inqui- 
sitivo, que no requería tan continua asistencia por 
parte del Ministerio fiscal, constituían el cuerpo de 
este 579 funcionarios, existiendo un Promotor fiscal 
cerca de cada Juzgado. 

Calculábase al llevar Si cabo tan importante reforma, 
que el ndmero de causas incoadas en el año ascendía á 



unas 64.000; la función fiscal se ejercía cerca del mismo 
Juzgado con las facilidades inherentes á que en un sólo 
local estuvieran instalados Jueces y Promotores; pu- 
diendo así, en caso necesario, auxiliar á estos el per- 
sonal subalterno de aquellos. Pues bien, reconocida y 
sancionada una mayor importancia al Ministerio fiscal, 
conservando éste íntegras sus atribuciones de vigilan- 
cia para cuidar, procurar y requerir que en toda la 
Nación se administre pronta y cumplida justicia, pro- 
mover la acción pública 6 interponer su oficio en de- 
fensa y protecci6n de las personas y cosas puestas bajo 
el amparo social, fueron suprimidos los Promotores 
fiscales y se encomendó á los Fiscales de las A~idien- 
cias la inspección directa en la formación de los suina- 
rios con la mayor dificultad que siempre produce el te- 
ner que realizarla desde las capitales de las Audienm 
cias; y ello no obstante, el número de los representan- 
tes Fiscales quedó reducido á la cifra de 246 para ese 
cómputo de 64.000 causas calculadas. En el año actual, 
aun habiendo decrecido la criminalidad con relación al 
último quinquenio, el ndmero de sumarios incoados 
rebasa la cifra de 70.000 y el personal del Ministerio 
fiscal so10 consta de 156 funcionarios, sin contar depen- 
diente ni subalterno alguno al que encomendar los tra- 
bajos puramente manuales de poner en limpio escritos 
y comunicaciones, lo que ha originado serias dificulta- 
des en algunas Audiencias hasta el punto de que en la 
de Badajoz existen 218 causas atrasadas ya calificadas 
en minuta y que por falta de manos no pueden ponerse 
en limpio, habiendose visto el Fiscal en la necesidad 
de acudir en demanda de un auxilio, que no estaba 
obligada ci prestar, á la Diputación provincial, que le 
ha facilitado uno de sus dependientes que en horas 
extraordinarias se dedica á ir realizando este trabajo. 

En tales condiciones, sin personal bastante para 
atender al servicio propio de su Ministerio, sin oficina 
ni auxiliares para extender los escritos y los miles de 



comunicaciones que supone el realizar desde la capital 
la inspeccidn de sumarios y mantener las relaciones 
que los Fiscales deben sostener con las autoridades 
todas para el debido ejercicio de la acción fiscal, no 
puede llevarse á cabo, cual corresponde, esa inspección 
eficaz y constante necesaria para en todo momento 
conocer al detalle el estado de la administración de 
justicia, y cumplir debidamente el deber de dar cuenta 
del mismo al Gobierno, proponiendo las reformas nece- 
sarias para el mejor servicio. 

Y es lo peor del caso, que órgano que no ejerce su 
función, se atrofia y acaba por perder la aptitud 
para llenar los fines para que fue creado. Eso ocurre 
en las ocasiones en que los Fiscales, haciendo un su- 
premo esfuerzo personal, intentan extender su acción, 
como constantemente debiera estar extendida, á. otra 
mision que no sea el despacho de bufete y servicio de 
estrados, que es justo y satisfactorio reconocer que se 
presta bastante puntual y acertadamente, y absorbe por 
completo su atención como el más apremiante y de 
indudable importancia para no perturbar la marcha 
ordenada de los Tribunales, aunque no sea el único ni 
el característico de su misión. 

Llegados esos casos, que bien priede calificarse de 
excepcionales, todo medio cle acción falta á los Fisca- 
les, que personalmente tieneri que dedicarse á tareas 
que distraen su atención, acudiendo como quien de- 
manda favor á solicitar noticias y datos que á su dis- 
posición deberían siempre tener. 

Unanime y justo es el clamor en este sentido. Si no 
puede llegarse al restablecimiento de funcionarios fis- 
cales cerca de los Juzgados 6 de agrupaciones de éstos, 
aun imponiéndoles el prestar en determinados casos 
sus servicios en las Audiencias, como con repetición 
han solicitado dignísimos y esclarecidos Jefes del Mi- 
nisterio fiscal, ciiando menos, es indispensable y ur- 
gente el destinar uno siquiera A cada Audiencia para 



que á las órdenes del Fiscal se dedique especialmente 
5 estos servicios, y crear á la vez una oficina fiscal, 
complemento sin el que aquella medida no surtiría los 
efectos perseguidos, dotándola de uno 6 varios oficia- 
les 6 dependientes, los precisos para que el A4inisterio 
fiscal pudiera ejercer desembarazadamente sus fun- 
ciones y llenar, cual corresponde, su más importante 
misi6n de motor del organismo judicial, determinando 
la oportuna intervenci6n de los Tribunales en todos 
aquellos casos en que los altos intereses de la sociedad 
lo demanden, como eficaz salvaguardia de los derechos 
de todos los ciudadanos, sin limitarse Lí la actitud rela- 
tivamente pasiva en que hoy se encuentra por esa falta 
de medios, sobre la que me permito llamar la ilustrada 
atencion de V. E., que mejor que nadie apreciará lo 
apremiante de la necesidad de poner fin R tal situación. 

Para apreciar el estado de la administración de ,":;r?&:;"d", 
los Tribrinaler 5 Mi- justicia dentro de cada uno de los tres órdenes á que utsterio . 64cal. 

se extiende la esfera de acci6n de los Tribunales, es / 

necesario, en primer termino, hacerse cargo de la la- 
bor que han realizado durante el afío, tarea que se es- 
trella siempre ante el mismo obstáculo antes indicado, 
de la faltn de medios materiales indispensables para 
recoger los datos estadísticos necesarios al efecto, que 
e n  repetidas ocasiones ha malogrado lau iables inicia- 
tivas y esfuerzos desplegados por dignísimos jefes del 
hlinisterio fiscal para montar un servicio regular al 
efecto. Preciso es, por ello, atenerse Lí las modestas no- 
ticias que á última hora, por alcanzar la fecha más 
pr6xima posible, se  han recogido penosamente, y que, 
aunque no tan detalladas como fuera de desear, s610 



en lo relativo á la esfera de lo penal se han conseguido 
completar. 

En materia penal han entendido las Audiencias y 
Juzgados de instrucciónen la respetable cifrade 111.310 
causas, que acusa un descenso de 4 551 respecto al abo 
anterior, debido en más de su mitad á haberse incoado 
en el presente 2.766 sumarios menos que en el pasado, 
pues en aquella primera cifra se comprenden las 41.056 
que existían pendientes a1 comenzar el año (contado 
desde 1." de Julio) y las 70.224 incoados en el transcur- 
so del mismo. De ellas, al finalizarlo en 30 de Junio, 
han resultado pendientes 13.740 en los Juzgados de 
instrucci6n p 19.739 en las Audiencias, ó sea en jiinto 
33.479 causas, 7.609 menos que el anterior, cifril que 
revela un favorable resultado respecto la labor rea- 
lizada por los Tribunales. 

La clasificaci6n de todos estos procesos por razón 
de las Audiencias 5 que correspondieron y por la natu- 
raleza de los hechos que dieron origen al procedimien- 
to, se detalla en los estados sefíalados con los núme- 
ros 1 y 2, en los que apareceii distribuidos los 13.740 
sumarios que han puedado pendientes en cinco distin- 
tos grupos, atendido el tiempo transcurrido desde su 
incoación, poniendo así de manifiesto que e15,71 por 100 
de ellos contaban mlís de un aiio en tramitación: el 7 
por 100, m5is de seis meses; el 13,17 por 100, más de tres 
meses; el 31,28 por 100, más de un mes, y el 42,84 
por 100 menos de este tiempo, resultado que, si no ex- 
traordinariamente satisfactorio, acusa que no ha deja- 
do de desplegarse actividad por los Juzgados de ins- 
trucción. 

Prescindiendo de los 7.653 hechos por accidente 
que fueron objeto del procedimiento, figuran en primer 
termino por su número los delitos contra la propiedad, 
30,346, y los cometidos contra las personas, 17.802, que 
por sí solos constituyen más del 76 por 100 de todos los 
restantes que han dado lugar 6 la formación de proce- 



so, siguiendo á ellos en importancia numérica los rea- 
lizados contra el orden público, que ascienden á 3.340, 
de cuya cifra quedan ya  bastante distanciados todos 
los restantes. 

Además del servicio de inspección en lz. formación 
de tan extraordinario número de sumarios, al que los 
Fiscales reconocen que no pueden prestar la atención 
debida, han ingresado en las Fiscalías de las Audien- 
cias durante el período de que se trata (Estado núme. 
ro 4), 74.447 causas, cifra que, unida á la de 1.783 que 
existían pendientes de despacho al comenzarlo, forman 
un total de 76.230, de las que han sido despachadas: 
13.730 con calificación para juicio oral ante el Tribunal 
de derecho, 4.482 para juicio por jurados; 39.001 con 
dictamen de instrucción para solicitar en el acto de la 
vista previa d que se refiere el art. 632 de la 1t.y de En- 
juiciamiento criminal, el sobreseimiento libre de 10.796 
y el provisional en 25.205; 7.535 con escritos fundados 
relativos á inhibición, competencias y otros conceptos; 
3.490 solicitando su archivo total por rebeldía de los 
procesados; y 5.142 en que por no encontrarse debida- 
mente ultimado el sumario se pidió la revocación del 
auto en que así se declaraba para la práctica de diver- 
sas diligencias, quedando pendientes de despacho las 
2.520 restantes. 

Ante el Tribunal de Derecho terminaron 13.400 
causas después de dictado el auto de apertura de juicio 
oral, habiéndose retirado la acusación por el Ministe- 
rio Fiscal en 1.461 juicios y en 15 por la acusación pri- 
vada; en 272 se declaró extinguida la acción penal y en 
72 recayó sentencia requerida por el acusador privado 
y no por el Fiscal, siendo absolutoria dicha sentencia 
en 29 casos. Fueron falladas 2.032 causas por conformi- 
dad de los procesados con la acusación; y en las res- 
tantes, vistas en juicio oral se dictaron 7.287 sentencias 
condenatorias de las que 5.446 estuvieron completa- 
mente de acuerdo con las conclusiones definitivas SOS- 



- XIV - 
tenidas por el Ministerio fiscal, lo que da la  propor- 
ción entre sentencias absolutorias y condenatorias en 
los juicios en que se sostuvo la acusación de 23,80 por 
100 de las primeras contra 76,20 de las segundas. 

Declaradas de la competencia del Tribunal del Ju- 
rado 3.560 causas, 253 de ellas terminaron por confor 
midad de los procesados con la calificación fiscal, 72 
por sentencia del Tribunal de Derecho en virtud de 
haberse modificado las conclusiones de la acusación, 
siendo ésta retirada en 447, con lo que quedó reducido 
á. 3.085 el número de las en que el Jurado llegó á dic- 
tar  veredicto, que fue de inculpcibilidad absoluta en 
1.392 casos y de culpabilidad en las otras 1.695, com- 
prendi6ndos.e entre dichos veredictos los 221 dictados 
en revisión por nuevo Jurado que insistió en 167 de los 
primitivos, pronunció 21 contrarios á. ellos y modificó 
'los 31 restantes. 

Los 1.696 veredictos de culpabilidad sirviero~i de 
base á otras tantas sentencias; 1.183 dictadas de acuer- 
do por completo con las conc!usiones definitivas man- 
tenidas por el Ministerio fiscal, separándose de ellas 
!as 513 restantes; 206 en cuanto á la calificación legal 
de los hechos; 195 respecto á las circustancias modifi- 
cativas de la responsabilidad criminal; 76 en que se es- 
timó de distinto modo el grado de ejecuci6n á que llegó 
el acto punible; 28 por lo que se refiere á la responsa- 
bilidad que alcanzaba á. los procesados, y 8 en que la 
Sección de derecho dictó sentencia absolutoria, sin 
duda por estimar que los acusados se hallaban exen- 
tos de responsabilidad 6 que circunstancias poslerio- 
res al delito impedían penarlo. El número total de sen- 
tencias, comprendidas las dictadas por conformidad 
de íos procesados con la acusacidn y las pronuncia- 
das por el Tribunal de derecho en virtud de modifi- 
cación de las conclusiones y opción de los procesa- 
dos por este Tribunal, asciende á 2.000 condenatorias 
y 1.407 absolutorias, resultando la proporción entre 



tinas y otras de 55,78 y 41,22 por 100 respectivamente. 
Para llevar á cabo la extraordinaria tarea que su- 

ponen las cifras apuntadas, los funcionarios del Minis- 
terio fiscal emitieron 119.813 dictámenes escritos: asis- 
tieron á 56.983 vistas y á 14.703 juicios orales, habien- 
do además despachado 10.029 asuntos gubernativos, 
sin contar los dictámenes emitidos en ciiestioi~es de 
competencia 6 incidencias y recursos promovidos du- 
rante la instrucción sumarial. 

La simple enunciacilin de las cifras expuestas ponen 
de manifiesto los trabajos que en materia penal se han 
llevado R cabo por los Tribunales de Justicia, así como 
el esfuerzo realizado por el Cuerpo fiscal, poderosa- 
mente auxiliado por el personal de Abogados fiscales 
substitutos, y justifica cumplidamente cuantas conside- 
raciones quedan anteriormente expuestas en apoyo de 
la perentoria necesidad de aumentar el personal y do- 
tar á las Fiscalías de recursos que permitan proveer á 
servicios desatendidos por falta de medios materiales 
con que llevarlos á cabo. Cuanto se haga en este sen- 
tido no sólo es de imperiosa necesidad, sino que segu- 
ramente rediindarit en prestigio de la institución fiscal 
y muy especialmente en positivo beneficio de la admi- 
nistración de justicia. 

v \ )  

Entre los datos que figuran en los estados señalados ,,,~~;~-f~;"$; 
con los nhmeros 1, 2 y 3, debe hacerse especial men- ,.'a"."5--' rc'''c- 

ción de los consignados con relación al número de-'-' 
causas incoadas durante el último año, pues esta cifra 
representa, ya que no el número total de delitos cometi- 
dos, el de los que han llegado & conocimiento de los 
Tribunales y puede servir, en unión de las noticias co- 
municadas por los Fiscales de las Audiencias, para for- 



- XVI - 

mar una idea, siquiera sólo sea aproximada, de la de- 
lincuencia en el territorio de la provincia, 

Acusan dichos estados una disminución en el núme- 
ro  de causas incoadas que se eleva á la cifra de 2.766, 
pues durante el último afio las incoadas han sido 70.224 
contra 72.99:: que se instruyeron el anterior, lo que re- 
presenta una evidente mejora, de sólo atenderse al n6- 
mero, tanto más de apreciar porque esta disminución 
viene indicándose desde hace dos aiios. 

La rebaja más considerable aparece en los proctsos 
por delitos contra las personas, que de 20.009 instruídos 
el afio anterior han quedado reducidos á 17.802 en el 
actual. Se observa también baja de alguna importancia 
en las causas por delitos definidos en las leyes electo- 
rales, menos de una mitad con relación al ano anterior. 
Igual baja, aunque no de tanta consideración, se ofre- 
ce en los delitos de los empleados públicos en el ejer- 
cicio de sus cargos y en los atentados contra el orden 
público. 

El aumento por otros conceptos, que asciende en 
junto á la cifra de 1.648 sumarios, está casi en absolnto 
producido por los delitos contra la propiedad, 1.099 más 
que el aiio anterior. 

De la mejora que representan estas cifras en deter- 
minados territorios y con relación á ciertos delitos se 
hacen cargo los Fiscales de las Audiencias, intentando 
algunos dar explicación de las causas á que ha obe- 
decido. 

El Fiscal de la Audiencia de Bilbao, cuyo territorio 
es uno de los que presentan mayor aumento en el nú- 
mero de causas incoadas, más de un 17 por 100, afirma 
que la cifra ha decrecido en cuanto á los delitos gra- 
ves, siendo las estafas, los hurtos y los robos de no 
gran importancia los que han dado ese mayor contin- 
gente de criminalidad, :il que también han contribuído 
las trasgresiones de carRcter político, realizadas por 
medio de la prensa y en reuniones públicas, y en las 



operaciones reiacioiladas con el ejercicio del derecho 
de sufragio, si bien entiende que el inusitado movi- , 
miento observado en el ejercicio de los derechos de 
reunibn y asociación, y de emisión del pensamiento 
'tiene más de ficticio que de real y que sus germenes 
"se derivan más de preocupaciones personales que de 
'verdaderas necesidades políticas,. Tanto este Fiscal 
como el de San Sebastián llaman la  atención sobre el 
ardimiento y la pasión con que trata de defender y 
propagar sus ideales el partido llamado nacionalista, 
aunque á la vez reconocen que sus defensores aparecen 
más coiltenidos en la expresión de sus ideas. 

Da detallada cuenta el Fiscal de B,ir-celona de los 
atentados perpetrados por la colocaci6n de explosivos, 
cuyo número ha sido el de 7 en la capital, uno en Ber- 
ga y dos en Manresa, algunos de los que, según expre- 
sa "est8n relacionados con las huelgas que los obreros 
"metalirrgicos han sostenido con tanta persistencia en 
'esta capital; pero los dos últimos, que tuvieron lugar 
Uel 25 y el 28 de Enero próximo pasado por la coloca- 
"ción de dos bombas frente & la Casa del Pueblo y en 
"un  urinario de la calle de Pelayo, tienen sin duda al- 
*<una un carácter marcadamente terrorista, siendo de 
Uiiotar que han transcurrido después cinco meses sin 
"que se  haya registrado hecho alguno de esta natura- 
"leza, circunstancia que pued: explicarse por el proce- 
'samiento y prisión de dos conocidos anarquistas de 
Ucicción, acordado por el Juez especial que entiende en 

suinario incoado á consecuencia de la bomba colo- 
"cada en 28 de Junio de 1910 en la calle del Conde del 
"Asalto, que hizo explosión frente al cuartel de Atara- 
U ~ a n a s ,  ocasionando la muerte de un transeunte y va- 
" ~ ~ i a s  lesiones B otros, á cupo suinario se acumularon 
"los que se seguían por hechos análogos con anteriori- 
"dad perpetrados,. 

El Fiscal de la Audiencia de Cace)-es hace obser- 
var el aumento que se nota en delitos de gravedad 6 
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importancia contra las personas, á cuyo incremento 
entiende que contribuye ''la impunidad que con tanta 
"frecuencia se  consigue en los homicidios, impunidad 
'que es asombrosa en los partidos de Hoyos, Jarandi- 
"Ila, Hervás y Plasencia, en los que rara vez se con- 
'dena á los homicidios, por lo que ha llegcldo á adqui- 
'rir carta de natiiraleza la frase de que vale más en or- 
'den á la penalidad matar á un hombre que causarle 
'lesiones~. 

En parecidos términos se expresa el Fiscal de Jaén, 
lamentíindose de la progresión alarmante que, dice, se 
observa en los homicidios, aserto que confirma con el 
hecho de estar señaladas para vista en el último cua- 
trimestre 26 causas por esta clase de delitos, asegu- 
rando también que es tal la impunidad en la materia, 
que los que manejan un arma tiran siempre á asegurar 
á su víctima, "porque dicen que si hieren, el Tribunal 
"de derecho les condenars; pero si  matan, el Tribunal 
'del jurado les echa á la calle,. 

Los Fiscales de Sevilla, Cddiz y Cbrdoba, se hacen 
cargo del crecimiento que ha experimentado el núme- 
ro  de causas por delitos de atentado y resistencia 5 los 
agentes de la autoridad. originado, á su juicio, no sólo 
por el espíritu de indisciplina y rebeldíri que mantiene 
vivo el sentimiento de protesta de las multitudes, siem- 
pre dispuestas á manifestarse contra el principio de au- 
toridad, sino tambien por la falta de educación cívica 
de dichos agentes para mostrarse prestigiosos y acree- 
dores al respeto de los ciudadanos, debido, sin duda, á 
las dificultades que en determinadas localidades se 
ofrece Dara llevar á cabo una selección en el ~ersona!  
de esta clase, que tan excelentes resultados ha dado 
en otras, según reconocen varios Fiscales. Es de notar, 
que, no obstante este aumento, las provincias de Sevi- 
lla y Cádiz han dado en su totalidad un contingente 
menor de causas en el ailo actual, diferencia que se 
traduce en las cifras de 235 y 114 respectivamente, y 



representa más del 8 por 100 en la primera, y del 5 en 
la segunda. 

Como particularidad. verdaderamente sensible bajo 
todos conceptos, hace constar el Fiscal de Vitoria que 
es por desgracia bastante frecuente la criminalidad de 
los menores de edad, reflejándose en atentados contra 
las personas y la propiedad. 

Análoga consideración consigna el Fiscal de Pal- 
ma, afirmando que la delincuencia de los menores de 
diez y ocho años se eleva á la extraordinaria propor- 
ción del 16 por 100, cuando en lar demás provincias no 
pasa del 8 por 100, mal que no está en las atribuciones 
de la justicia el evitar y cuya causa no es otra que el 
abandono, incultura y miseria de los padres. 

Aunque acusen una disminución en la criminalidad, 
no constituyen notas consolndoras las que exponen 
algunos Fiscales explicando las causas de lo que á. pri- 
mera vista aparece como una mejora. 

El de i\lurcia da como razón de importancia y de 
positivo valor "la ciiantiosa merma que ha sufrido la 
'pob1;ición en algunas localtdades mineras, pues debi- 
"do á la crisis bastante duradera en los negocios de 
"producción y explotación de materias minerales se ha 
"impuesto la disminución de esta clase de labores y la 
"consiguiente emigración de numeroso personal que 
"de tal industria se alimentaba,, agregando que 'ade- 
"más de esta emigración minera está también en bas- 
'tante alza el éxodo de gentes del campo q ~ i e  van au- 
"sentándose de la Patria movidas por la esperanza 6 el 
Usefi~ielo de hallar mejores jornales y más elementos de 
'vida y holgura en las tierras americanas,. A esta 
misma gran emigración de gente de la clase poco aco- 
modada atribuye el Fiscal de Logrofio el que haya sido 
menor la cifra de causas instruídas por delitos contra 
las personas, aunque compensada en parte con el au- 
mento que ofrecen los atentados á la propiedad, que en 
su mayor parte estima originados por la precaria si- 



tuación económica del país á consecuencia de la pér - 
dida del vinedo. 

Los Fiscales de Orense y Málaga abundan en la 
misma opinión, calificando el primero de aterradora la 
proporción que va tomando este decrecimiento de la 
población rural, y afirmando el segundo que la baja no 
cree que pueda atribuirse sino á esa abundante y do- 
plorahle emigración por no haberse observado signo 
de mejora en cuanto á moralidad, cultura y riqueza. 

Como resumen de esta infortnación, hecho cori la 
concisión que la premura del tiempo exige, puede afir- 
marse que, no obstante la ligera mejora, siempre digna 
de estima, que acusan las cifras al principio citadas, la 
criminalidad no h:i sufrido alteración digna de ser te- 
nida en cuenta. 

En  cuanto á las causas productoras de la delincuen- 
cia, la mayor parte de los Fiscales se refieren á las 
observacionc.~ hechas otros ailos respecto al particular, 
conviniendo casi todos ellos en señalar como principa- 
les la falta de cultura y escasa instrucción, que deter- 
mina á muchos á pedir la instrucción obligatoria como 
medio de combatir la criminalidad, así como la ausen- 
cia de todo sentimiento moral y religioso que con la 
propaganda de ideas disolventes da lugar á. que se con- 
funda la libertad con el libertinaje y á que, al amparo 
de aquel augusto nombre, se ejercite 6 trate de ejei-ci- 
tar por masas inconscientes una insoportable tiranía. 
Completan el cuadro: la embriaguez que tan aterra- 
dores efectos produce,-- el espíritu de matonismo y mal 
entendida valentía que en nuestras clases populares, y 
algunas que debían pasar por educadas, domina,-los 
aterradores estragos que la embriaguez produce so- 
bre todo en cerebros no debidamente equilibrados,-la 
concurrencia 6 tabernas y otros establecimientos del 
mismo género aunque de distinta denominación,-el 
dedicarse en ellos á juegos de naipes, origen de cues- 
iiones que se dirimen por la fuerza,--el uso de armas, 6 



por mejor decir, el abuso, que en algunas localidades 
. ilega ai extremo de que el manejo de las de fuego sea 

corriente aun entre los nilios que comienzan á asistir á 
las escuelas, según aseveran los Fiscales de Orense y 
Castellón; y la pobreza del país. carestía de la vida y 
falta de trabajo, determinantes de un considerable nú- 
mero de delitos contra la propiedad de escasa impor- 
tancia. 

El combatir estas causas no es tarea propia de los 
Tribunales; supone una acción intensa y constante no 
s6lo de carácter gubernativo de que se podrian obte- 
ne r  favorables resultados, sino también eminentemen- 
te educadora y social, acción de indudable trascenden- 
cia y cuyos saludables efectos segurainente no se ha- 
rían esperar. 

Con el fin de fijar la orientación del Ministerio pd- co&;;i&"&'g 
blico y ver de establecer una recia jurídica clara y gq&goics y liuelksr: 

a l r a ! i c ~ l ~ y d c  

precisa en lii represión, corrección y castigo de los de- 37 Lle-4br1'L'e1u09. 

litos, trasgresiones 6 faltas cometidas con motivo de 
las p-rturbaciones sociales oriqinadas por las ansias de 
renovación y mejoramiento de los elementos obreros, 
el avance extraordinario del derecho de asociación y 
el frecuente choque de los intereses del proletariado 
con las necesidades patronales, mi dltimo querido 6 
ilustrado Jefe se dirigió á los Fiscales de las Audien- 
cias reclamando una noticia completa de los conflictos 
ocurridos con ocasión de esas diferencias entre obre- 
ros y patronos que tuvieran alguna conexion con las 
prescripciones de la ley de coligaciones y huelgas de 
27 de Abril de 1909 y relaciones detalladas de las cau 
sas incoadas por delitos originados como consecuencia 
de aquéllos, y de los juicios de faltas seguidos por los 



Juzgados municipales haciendo aplicación de la men- 
cionada ley. 

El resultado de esta información acusa deficiencias 
al recoger los datos. que á primera vista pueden apre- 
ciarse, nacidas indudablemente de las dificultades que 
ofrecía el aportarlos, pues llama la atención el que co- 
rrespondan á la Audiencia de Barctlona 138 de las 165 
causas incoadas, lo que únicamente puede explicarse 
porque siendo en dicha provincia más frecuentes dicha 
clase de conflictos, la Fiscalía les presta una más in- 
tensa atención y no se escapa 6 su examen este origen 
6 causa ocasional de los delitos previstos en el Código 
penal, origen y causa ocasional que pasará desaperci- 
bido 6 se olvidará en otras localidades, por lo que es 
de presumir que muchos de los que figuran en las esta- 
dísticas de las demás Audiencias tengan este origen y 
haya pasado desapercibido al recoger los datos. 

El número de trasgresiones previstas en la ley ci- 
tada, que han sido objeto de juicios de faltas, se eleva 
en su totalidad á las cifras de 120 por las coacciones á 
que se retiere el art. 2.' del citado precepto legal; de 
s610 dos por las definidas en el art.  3.O, y de 20 por las 
penadas en el 7.", pudiendo, sin riesgo de equivocación, 
asegurarse que han de existir en los Juzgados munici- 
pales muchos juicios de faltas, especialmente por le- 
siones y malos tratos, en los que, por no haberse te- 
nido presente ó depurado la causa que motivó el acto 
punible, no se ha hecho la debida aplicación de la re- 
ferida ley, como en algún caso concreto ha tenido oca- 
sión de observar esta Fiscalía. 

4 u n  con estas deficiencias resultan dignos de aten- 
ción los datos recogidos, y ponen de manifiesto que la 
exacerbación de las pasiones en esos movimientos han 
dado lugar, no sólo á la comisidn de delitos de amenn- 
zas y coacciones, resistencias 6 injurias á los agentes 
de la autoridad, daños, algunos causados por explosi- 
vos, tentativas de estragos previstas en la ley especial 



de ferrocarriles, y hasta á que algilieii se aprovechara 
(pues no puede presumirse tal fin en los huelguistas) 
pl ra  realizar algún delito de robo, sino tambiCn, y esto 
es lo tnás sensible, á que por razón de los mismos se 
hayan cometido cuatro delitos de asesinato, dos de 
asesinato frustrado, dos de homicidio y atentado, una 
tentativa de homicidio, veintitrés de lesiones, siete de 
disparo y lesiones y veinticinco de disparo de arma de 
fuego contra determinada persona, pues si respetable 
es el derecho de 10s huelguistas á no trabajar sino en 
las condiciones que estimen más favorables á sus inte- 
reses, no lo es menos la libertad del esquirol, tan obre- 
ro y más necesitado que ellos seguramente, y la del 
mismo patrono para seguir trabajando cuando encuen- 
:re quien quiera prestarle sus servicios; y aun son más 
sagrados el derecho á la vida y á la integridad de la 
pzrsona humana, así como el que asiste á la sociedad 
entera para no ser víctima de los que, mal avenidos 
con ella, confían B la fuerza y á. la violencia el éxito de 
sus aspiraciones, invocando el nombre de la libertad 
para llevar á cabo una coacción que constituye la más 
odiosa tiranía. Así como la libertad del patrono no con- 
siste en la explotación inconsiderada del obrero, la li- 
bertad de éste no puede consistir en causar vejaciones 
á aquél, y mucho menos d la sociedad, dentro de la que 
todos han de convivir. 

En esta materia es preciso tener muy presente el 
alcance y verdadero sentido de la ley de 27 de Abril 
de 1909, expresado en la discusibn de la misma por uno 
de SLIS más ilustrados y doctos mantenedores, indivi. 
duo de la Comisióii que emitió dictamen en el Con- 
greso, en el sentido de que por el l." de sus artículos 
se proclama el derecho á la huelga, que se afirma en 
el 5 " jr 6.' respecto á las Asociaciones, encamindndose 
e1 3.0 5í gxrantizar el derecho para trabajar, "porque 
"en una huelga 110 hay más que una cosa que evitar, 
"que es eso que S. S. teme, y es la imposicidn, 1íi falta 



"de respeto al derecho de los que quieren trabajar,; 
aaadiendo también textualmente: "El dictamen no ha- 
"bla para nada de delitos; habla de trasgresiones. Los 
"delitos los reserva á los hechos R que se refiere el C6- 
''digo penal, á los que en él se castigan; pero á los que 
"aquí (refiriéndose &.la ley) se castigan los llama tras 
"gresiones., Doctrina que corroboró prestando su con- 
formidad á la propuesta que se hizo á la Comisión para 
que declarara "que los Tribunales municipales, casti- 
LLgando las trasgresiones que previene el proyecto de 
'ley de huelgas y coligaciones, no deben castigar más 
=que aquellos delitos que, de ufza ?vzaizeva d iv~c tn ,  se- 
ufiala la ley de coligacioiles y huelgas., 

Tan irrecusable y autorizada opinión fué, asimismo 
proclamada poi- otro no menos ilustrado de los indivi- 
duos de la misma Comisión, en los siguientes términos: 
esto piensa y dice la Comisión: "que cuando llega la 
"ley de huelgas está ya establecido el C6digo penal, y 
"que aquellos hechos que el C6digo penal castiga están 
"castigados por el Código penal, y de ellos no habla la 
uComisi6n ni el proyecto; pero es que por el reconoci- 
"miento de un hecho nuevo, que es el de la hue!ga y 
=el paro, pueden producirse delitos, pueden producirse 
Utrasgresiones que, una de dos: 6 están castigadas en 
Uel Código, y de éstas no hablamos, 6 no lo están; y 
*para estos hechos que no están castigados, es para los 
"que establece una sanción determinada este proyecto 
"de ley. De modo que estamos en u11 término de per- 
"fecta claridad para resolver esta cuestión: delitos que 
"el Código penal castiga, por el Código penal están 
"castigados; delitos que el Código penal no castiga, 
'esos son los que ha previsto esta ley en los artículos 
Uc~rresp~ndientes . ,  

Esta auténtica interpretación del texto legal de que 
se trata, servirá de norma de conducta al Ministerio 
Fiscal, como ya ha servido de f~indamento R instruc. 
ciones que esta Fiscalía ha comunicado en algunos ca- 
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sos concretos, siempre que llegue á su conocimiento la 
comisión de alguno de los referidos actos punibles 5 
fin de evitar que queden sin eficacia sanciones que: el 
legislador no se propuso en modo alguno anular. 

Los datos expuestos, el conocimiento directo n d q ~ i ~ l ' " " , " ; t ~ ; ~ ~ ~ ~ ~ I ; ;  
rido en virtud de reclamaciones formuladas á esta Fis- "'~'mdica'xfonna. 

caiía. y principalmente las noticias suministradas por 
los Fiscales de las Audiencias, en cuanto al orden pe- 
nal hace relación, constitiiyen las fuentes de inform:!- 
ción para apreciar la marcha de los distintos organis- 
mos á que está encomendada la Administración de j ~ s -  
ticia. 

Figura, 6 debe figurar, en primer término, cuanto se 
refiere á la justicia municipal, por ser la que mfis in- 
mediato v constante contacto mantiene con los ciuda- 
danos, y la que, por lo visto, no ha encontrado en nues- 
tro país, hasta el presente moment.0, una fórmnla defi- 
nitiva para la debida constitución del organismo que 
ha de dispensarla. Uno y otro día, afio tras año, siem- 
pre se oyen las mismas qnejas: la ignorancia en unos 
p~intos, las pasiones de localidad y bandería, tituladas 
políticas, en otros, y en no pocos el affin exclusivo de 
lucro, son las notas dominantes en que pueden conden- 
sarse todos esos clamores de la opinion. Totalmente 
abandonada y entregada á sí misma por falta de ins- 
pección y carencia de medios para vigilarla más que 
en una forma muy indirecta y nada perfecta, las quejas 
siguen produciendose y los Fiscales de las Audiencias 
han contin~iado casi en su totalidad emitiendo severos 
juicios; aun los que estiman aceptable la reforma Ile- 
vada á cabo por la ley de 5 de Agosto de 1907, recono- 
cen que no ha respondido á los fines del legislador, y 



que en una ú otra forma, si no en las capitales y pobla- 
ciones de mayor vecindario, sigue entronizado el caci- 
quismo en los pueblos de menor importancia, que es 
precisamente en los que causa mayor dalio, siendo el 
Juez prisionero del cacique 6 del secretario, y casi im- 
posible-dicen algunos-encontrar en ellos, y aun en 
las cabezas de partido, personas ajenas á las luchaslo- 
cales, y con las circunstancias convenientes para ser 
nombradas, pues las que en determinadas localidades 
existen no suelen prestarse Li. servir los cargos, llegan- 
do á afirmar uno de los expresados funcionarios, que 
"la justicia municipal representa, hoy más que ayer, la 
Uvoluntad omníinoda de un cacique, para q ~ i e n  el con- 
"cepto de la justicia está limitado por el egoísmo, y 
l'circunscrito casi siempre A la realización de insanos 
"propósitos.,, 

Para formrzr un juicio más coinpleto en tan impor- 
tante materia, esta Fiscalía ha reclamado informes á 
los Fiscales que prestan sus servicios en las Audien- 
cias territoriales acerca de la opinión que les mere- 
ciera la aplicación de la citada ley y deficiencias que 
encontraran en su funcionamiento, en la manera de 
hacerse los nombramientos y en el cumplimiento de la 
misión encomendada á estos organismos. 

El resultado de esta información confirma las quejas 
apuntadas, pues aun reconociendo los buenos propósi- 
tos del legislador y algunos la bondad de los principios 
en que la ley se informa, todos convienen en que en su 
esencia la reforma no ha dado el resultado que se per- 
seguía. 

Es nota general de estos informes la. de que huyén- 
doce del caciquismo ha venido á establecerse una ver- 
dadera vinculación en los cargos de justicia municipal, 
principalmente en las localidades pequefias. Son rnu- 
chos los puebios, según resulta de los referidos infor- 
mes, en que sólo hay una persona adornada de un títu- 
lo profesional que, bien estudiado, no tiene relación 



alguna con las condiciones deseables para la adminis- 
tración de justicia, y mientras aquélla solicite el nom- 
bramiento ninguna otra puede obtenerlo. Y como ade- 
más es muy raro el pueblo que no estfi div;dido en 
bandos políticos, no sólo resulta vinculado el cargo en 
una persona, sino al servicio de una bandería. De aquí 
la propuesta formulada por los Fiscales de las Audien- 
cias de Madrid y Barcelona para qlie, así como sirve de 
excusa á los electos c 1 haber desempeñado dichos car- 
gos los cuatro aiios anteriores á ?que1 en que se hace 
el nombramiento, fuera causa de incapacidad para ser  
nombrado el haberlo ejercido durante un determinado 
espacio de tiempo. Señálanse también como inconve- 
nientes graves el largo tiempo que tienen que estar 
servidos interinamente esLos cargos por lo dilatorio 
del procedimiento establecido para su provisión: la 
dificultad que existe de encontrar Fiscales municipales 
letrados, casi indispensables en las cabezas de partido 
judicial, desde que se ha declarado la incompatibilidad 
con el ejercicio de la Abogacía; el imponer la preferen- 
cia de los aspirantes con un título cualquiera, cuando 
pueden existir y existen en algunas poblaciones perso- 
nas de mayor competencia y mejores condiciones que 
no solicitan ser nombrados. Todos estos puntos y la 
conveniencia de introducir modificaciones t n  las cate- 
gorías determinantes de las preferencias establecidas, 
son objeto de crítica de los Fiscales en cuanto hace re- 
laciún al nombramiento, asegiirando alguno que los 
que lo solicitan es iínicamente persiguiendo el lucro que 
ofrecen en las grandes poblaciones, 6 en consideracióii 
A la influencia política que en las pequefías proporciona 
el ejercicio de estos cargos dando medios de favorecer 
6 perjudicar á amigos y adversarios, respectivamente. 

La creación del Tribunal municipal, estimada en 
principio como una mejora, tampoco ha dado resulta- 
do, fuera de algunas poblaciones de importancia. En 
general, y hecha excepción de las capitales en que por 



razones de lucro, se encuentran personas dispuestas á 
ser adjuntos, se muestra repugnancia y desvío á acep- 
tar  el cargo, ocurriendo algo semejante 6 lo que pasa 
con el de Jurado: en muchas, ni aun llega en realidad R 
constituirse el Tribunal firmando aisladamente las ac- 
tas y resoluciones los individuos designados para for- 
marlo; y en las ocasiones en que asisten, si pertenecen 
á bandería contraria á. la del Juez, vese siempre que el 
principal fin que les guía es dificultar á este el ejerci- 
cio de s u  cargo aunque ello ceda en detrimento de la 
buena administración de justicia. 

La necesidad de acometer la reforma de la iey es 
evidente y todos los informes emitidos la abonan; pero 
una reforma honda, radical y completa, insistiendose 
casi unánimemente en que no ha de producir ventaja 
positiva al interés de la justicia, todo lo que no sea el 
formar circunscripciones y poner en ellas al frente de 
las funciones judiciale~, personal extraíío á la localidad 
con título de Letrado y sueldo del Estado. Mas tras- 
formaciones de tal gravedad no pueden llevarse á cabo 
sino relacionadas íntimamente con la organización ge- 
neral de los Tribunales hoy en estudio, y sobre ella no 
puede darse una opinión tan á la ligera como todas las 
que, por razón de la presión del tiempo, se ve obliga- 
do á emitir hoy el que suscribe en cumplimiento de un 
inexcusable deber que no puede demorar. 

Juzgados de LOS Juzgados de instrucción, á los que está enco- trucci00. 

S mendada la importante función de averiguar y hacer 
constar la perpetraci6n de los delitos con todas las cir- 
cunstancias que puedan influir en su calificación y la 
culpabilidad de los delincuentes, asegurando sus per- 
sonas y las responsabilidades pecuniarias de los mis- 



mos, han cumplido regularmente su misión, sin que 
esto quiera decir que el éxito haya constantemente co- 
ronado sus gestiones lo que no puede sorprender á na- 
die que conozca la situación, medios de investigación 
de que disponen, y la resistencia que todos ofrecen al 
cumplimiento del deber cívico de prestar su auxilio á la 
justicia. Los ligeros defectos observados en la instruc- 
ción de algunos sumarios ni son tales que no :idmitan 
fácil corrección, ni revisten proporciones que reclamen 
otras medidas. 

En cuantp 6 la excesiva duración de ciertos proce- 
sos hay que tener en cuenta que es m8s aparente qu$ 
rG l ,  pues en muchos depende de la naturaleza del he- 
cho punible y de la necesidad de determinar con toda 
precisión el daño causado y casi siempre se explica 
por razón de obrtáciilos no fáciles de vencer, la falta 
absoluta de policía en la mayor parte de los partidos, 
las distancias, malos medios de comunicación, ausencia 
de  testigos, y forzosa tardanza en la aportación de da- 
tos cuando han de reclamarse por la vía diplomática, 6 
ser suministrados por algunas oficinas que no ponen el 
mayor empeño en servir con diligencia las feclamacio- 
nes judiciales. 

' en la El ejercicio constante y regular de la inspección di- ,- 
recta en la formación de los sumarios que como deber ri05. 

impone 5 los Fiscales el art. 306 de la vigente I .y pro- 
cesal, tal vez padiera alcanzar á hacer desaparecer la 
mayor parte de los defectos que, con m8s exceso de 
severidad que razOn fundada, se sefialan en la instruc- 
ción. Pero es lo cierto que el cumplimiento de ese de- 
ber se hace imposible por la eAcasez de personal y 
de medios para llevarla 8 cabo. Es esta una constante 
q u é j i - d ~  l o ~ m ~ r i b u n a l  Supremo. 
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La delegación en los Fiscales municipales __ ofrece . A _. 
más inconvenientes queventaiaGpi' presencia del Fis- " .  
cal 6 de alguno de sus auxiliares no puede mirarse sino 
como recurso extraordinario, pues usado con amplitud 
se convertiría en una remora constante de la adminis- 
trcici6n de justicia en las Audiencias; y la practicada 
por medio de testimonios, aparte de su poca eficacia, 
exige la existencia de  una oficina para llevar registros, 
abrir expedientes y sostener una activa corresponden- 
cia con Jueces y autoridades, de que carecen las Fis- 
calías, y á cuyo sostenimiento no puede aspirarse con 
la exigua cantidad de 52 pesetas mensiiales que para 
atender á gastos de material y escritorio tienen asig- 
riada la mayor parte de los Fiscales. 

Autiieucias pro 
P L l ~ C l a ~ c s .  El funcionamiento de las Audiencias provinciales no 

ha ofrecido particularidad digna de especial mención 
d en el trascurso del año último. 

El retraso que en algunas de ellas se observa en la - - 
celebración de los juicios orales que dilata, en ocasio- 
-6mf-e desear, la terminación 
de los procesos, es debido á causas que si se procede 
con constaucia y perseverancia, quedaran corregidas 
no acordando la suspensión de la apertura de las sesio- 
nes del j~iicio oral, ni la de estas una vez comenzadas, 
principal origen de dichos retrasos, sin depurar debi- 
ddmente los motivos que las ocasionen, y cuidando 
siempre de hacer los nuevos señalamientos para la 
fecha más próxima posible. 

La  no comparecencia de los procesados y las alega- 
ciones de enfermedad por parte de los defensores, han 
dado lugar á que en ocasiones se  repitieran estas sus- 
pensiones dos, tres y más veces, hasta trece en algún 



caso. repetición que autoriza la sospecha de que tales 
pretensiones obedezcan á un plan preconcebido, cnyos 
fines sería conveniente esclarecer. 

Cuando la indisposicibn alegada es la del Letrado 
eiicargado de la acusación privada, gestión meramente 
voluntaria en las cansas por delitos perseguibles de 
oficio, no parece que hallándose dispuesta la acusación 
pública á sostener la acción penal, debiera ser motivo 
bastante para la suspensi6n1 pero la generalidad con 
que la ley se refiere á los defensores de las partes, 
sirve de fundamento á esta medida y parece que la 
autoriza á pesar de que pudiera utilizarse en perjuicio 
de los acusados y cede siempre e11 menoscabo de la , 

pronta administración de juslicia, por lo que en modo 
alguno debe consentirse sin una cumplida justificación 
de causa. Si la estricta aplicación de los preceptos le- 
gales, llegando si preciso fuere á la del Real decreto 
de 8 de Marzo de 1897, y una severa depuración de la 
exactitud de los motivos alegados, para exigir en su 
caso las responsabilidades que procedieran, no fueren 
bastante á remediarlo, habría que pensar seriamerte 
en adoptar medidas extraordinarias a1 efecto. 

De esperar es que el celo y buen sentido de todos 
no lo hagan necesario. Desde l~iego el Ministerio fiscal 
velando por los fueros de la justicia, no ha de prestar 
su asentimiento á estas resoluciones dilatorias s in  for- 
malizar su gesti6n encaminada á poner de manifiesto 
la completa justificación del motivo alegado, no dán- 
dose por satisfecho con la ofrecida por las partes sin 
contrastarla oficialmente, y solicitando la adopción de 
medidas eficaces para evitar que se reproduzcan. 

Discutible y muy discutida la institución del Jura- ,"E:: 
do, se supone siempre que atraviesa un períoflo crítico ':;se las """'"'- 



entre nosotros, y constaiitemente sus impugnadores y 
defensores emplean los mismos argumentos en pro y 
en contra, los mismos motivos de aplauso y censura; 
pregonan sus desaciertos y defectos, supuestos y ver- 
daderos, sin examinarlos á la luz de ~ i n a  crítica racio- 
nal y un criterio completamente imparcial, lo que tal 
vez autorizara á deducir que el Jurado participa de las 
condiciones en que el país se encuentra, y que por lo 
tanto, todos los defectos que se le atribuyen son hijos 
de nuestra economía y educación social. Pero la ley de 
20 de Abril de '!SS8 lleva ya más de veinte años de vi- 
gencia, tiempo bastante para que podamosconsiderar- 
la definitivamente incorporada á la organización judi- 
cial de España, y así lo reconocen muchos de SLIS ad- 
versarios, que ei~tiei~den sería empeño temerario el ha- 
cerlo desaparecer y que con todas sus torpezas va 
abriéndose camino A través de los obstSiculos que 
embarazaron su marcha cuando se implantó. Desde 
eiitonces, siempre se  han formulado idénticas quejas 
por los Fiscales de las Audiencias que más de cerca 
tocan sus resultados, hasta el punto de que la mayor 
parte de ellos consignan cada año sus juicios respecto 
á esta institución con una que parece obligada referen- 
cia. á lo que expusieron el año anterior. 

El examen de lo que acerca del par:iciilar exponen 
tan dignos fiincionarios, en cuanto al resultado que ha 
ofrecido la institución durante el año actual, pone de 
manifiesto que todos coincide11 en una afirmación: la 
de que los defzctos que se la atribuyen son hijos priii- 
cipalmente de la resistencia y medios puestos en juego 
por los mejores para eludir el cumplimiento de deber 
social de tanta importancia y ver desaparecer sus 
nombres de las listas, que quedan así reducidas á con- 
signar los de los más fíiltos de ilustración y toda ga- 
rantía, cuando no hasta de las condiciones que de un 
modo inexcusable exige la ley para ejercer el cargo, 
reconociendo la mayoría que la institución sería exce- 



lente practicada por hombres libres y conscientes, 
desligados de todo vínculo caciquil, al que atribuye el 
Fiscal de Almería los veredictos que más hieren la 
atención pública, por llegar hasta el extremo de negar 
los hechos confesados. 

Cita el Fiscal de Logroño el caso de haber sido pre- 
ciso que el Secretario diera lectura de un veredicto, 
por no haberlo podido hacer ninguno de los Jurados, 
cuyos conocimientos de lectura y escritura estaban, 
por lo visto, limitados al deletreo de caracteres impre- 
sos, 6 de aquellos que ordinariamente tenían á la vis. 
ta; y á este propósito, como muestra de ilustraci0n y 
cultura de los jurados, es curioso consignar lo que re- 
fiere el Fiscal de la Audiencia de Salamanca, qi?e, no 
sólo pone de manifiesto esa falta de ilustración y cul- 
tura, sino también el absoluto desconocimiento de las 
funciones que estaban llamados á desempeñar; dice así: 

"En el primer cuatrimestre de este ano, al conocer 
'de una causa en que se discutía si la muerte de un 
"hombre, producida por haberle arrollado un carro, 
'era constitutivo de un delito de homicidio por impru- 
"dencia, el Tribunal popular, después de detenida de- 
'liberación, consignó, con el carácter de veredicto, las 
"siguientes frases, que est:iinpamos, respetando es- 
"crupulosamente sus peculiares sintaxis y ortogra- 
"fía., Dice así este curioso documento: 'Considerando 
"hinculpable el proces;ido desean los jurados quede 
'nsuelto libremente.-No ostante consideran los mis- 
'mos debe abonar á la V y huerfanos la cantidad de 
'trescientas cincuenta pesetas. - Esto acordado los 
'aquí firmantes.,-(Siguen las doce firmas.) 

Una de las notas mds desconsoladoras es la conte- 
nida en la Memoria del Fiscal de la Aiidiencia de Gra- 
nada, que se extiende en largas consideraciones que 
pueden condensarse en los siguientes terminos: que los 
hechos vienen á aumentar la nota del más negro pesi- 
mismo y producen el convencimiento, cada dír: mayor, 



de no verse remedio al mal con los elementos de que 
hoy se dispone; que la institución no responde á sus 
fines ni al espíritu de la ley que la implantó, ni garan- 
tiza los principios de justicia y orden social; que desde 
la formación de las primeras listas hasta el veredicto, 
todas las funciones relacionadas con el Jurado son 
bastardeadas y se encaminan á dispensar el favor con 
detrimento de los altos intereses de la justicia; que la 
mayoría de los individuos que lo forman 6 han hecho 
profesión del cargo, convirtiendose en lo que se llama 
Jurados de oficio, 6 lo miran con completa indiferencia 
y procuran eludirlo por cuantos medios están B su al- 
cance; que n i  ha encarnado en la manera de ser de In 
región ni goza de prestigio, mermado ya por sus pro- 
pios actos y condiicta; que se abusa de las recusacio- 
nes sin causa, para lograr u n  jurado favorable R las 
miras particulares de los procesados y acusaciones 
privadas; que no se inspira en las reglas de una sana 
crítica al apreciar las pruebas, mostrándose inexora- 
ble en los delitos contra la propiedad, en tanto quc en 
los de otra índole sostiene un criterio de alarmante 
impunidad, que se acentúa en los de malversación de 
caudales, hasta ahora no penados, y en los de false- 
dad, aunque resulte patente el delito y la responsabi- 
lidad de su autor, añadiendo que este criterio sistemá- 
tico de absoluta impunidad resalta en los homicidios 
que con aterradora frecuencia se cometen, llegando 
en casi todos los casos á apreciar la eximente de pro- 
pia defensa sin otra razón ni regla que su capricho. 
Sólo en dos causas asegura que se ha separado el Ju- 
rado de este sistemático criterio: en una por parricidio 
y en otra por asesinato, en las que ha resultado im- 
puesta la pena de muerte, lo que 110 había ocurrido 
otros años, llegando en alguna ocasión á exagerar el 
criterio de rigor hasta el extremo de apreciar una cir- 
cunstancia no justificada de agravación que había ale- 
gado la parte ac~isadora; que en cuanto á los delitos 



de corrupción de menores sdlo en casos en que el 
hecho perseguido era repugnante é insólito se han 
conseguido algunos veredictos de culpab lidad, pero 
cuando se ha tratado de perseguir la corrupción deter- 
minada por la permanencia y asistencia de menores de 
edad en casas de lenocinio, ni una sola vez ha respon- 
dido el Jurado en favor de los intereses de la justicia, 
demostrando asf la existencia en la masa social de un 
absurdo criterio respecto á la libertad individual y una 
gran relajación del sentimiento moral y ético. 

Propone como remedios para estas males: la depu- 
ración del censo, incluyendo en él precisamente á los 
que repugnan el ejercicio del cargo; una activa propa- 
ganda que ponga de manifiesto la importancia, tras- 
cendencia y nobleza del cargo de jurado; la restricción 
de las recusaciones, IimitRndolas á las completamente 
justificadas; el castigar con arresto ln falta injustifica- 
da de asistencia á la constitución del Tribunal; y el 
que, salvo el caso de absoluta imposibilidad, no se sus- 
pendan las sesiones hasta que i-ecaiga veredicto, con 
lo que se evitaría el conctante asedio de los Jiirados 
por procesados j7 ofendido. Si con todo esto y algo más 
científico y eficaz, termina el citado Fiscal, 110 se al- 
canzara el remedio, se estaría en el caso de apelar á 
medidas supremas en bien de la cansa pública y de los 
fueros de la ley, al menos en regiones tan necesitadas 
de ejemplos correctores por la gran perversión de 
todas las clases sociales. 

De un modo, si no análogo,mup semejante, se expre- 
sa el Fiscal de Jaén que, calificando la institución de 
noble y hermosa, entiende que produce pésimos frutos, 
ya  porque el pueblo carece de la ilustración y educa- 
ción suficientes para llenar funciones tan delicadas y 
sobreponerse á consideraciones y compromisos, ya 
porque se exija al Jurado más d e  lo que se debiera. 

El de Palma dice que se observa que los individuos 
que forman Tribunal son instrumentos inconscientes 



de los que en su beneficio tratan de eludir el cum- 
plimiento de la ley y no ajenos á influencias de intere- 
ses bastardos contrarios A la justicia, afiadiendo, ello 
no obstante. que !a ley es buena en prircipic, pero que 
precisa que también lo sean los que la aplican. 

En parecida forma s e  expresan los Fiscales de otras  
.Audiencias, aunque sin lanzar tan dolidas quejas; y 
como todos repiten conceptos en su esencia análogos, 
s e  daría á esta relación unas proporciones extraordina- 
rias si fuera á detallarse, lo que no son más que repe- 
ticiones de una misma idea. De todos modos hay que 
hacer constar que, por regla general, ha  bajado la nota 
aguda, si bien se  insiste cada vez con más tesbn en la 
imprescindible necesidad de proceder tí la reforma de  
la  lev. 

Frente á las apuntadas opiniones emiten otros Fis- 
cales conceptos más favorables á la institución, recono- 
ciendo unos, como el de la  Coruña, que este último ano 
h a  procedido con mayor acierto; otros, como los de Lé- 
rida, Tarragona y Pnmplona, que ha  climplido s u  mi- 
sión y que reacciona de un modo favorable, lo que con- 
firma el de Málaga, afirmando que en los dos últimos 
años se  nota una mejora, y se  observa que los Jurados 
han nlitigado s u  indiferencia 6 extremada benevolen- 
cia y procuran sustraerse á los requerimientos que se 
les hacen, mediante el voto secreto que utilizan repre- 
sentando el sí 6 el no por una ó dos rayas;  atribuye 
este F is  al dicha  mejor:^ á que se  han nutrido las listas 
con nombres omitidos, s e  van evitando las suspensio- 
nes y no s e  abandona l a  recusación á. los defensores. 

También hacen constar la mejora los Fiscales de  
León y Palencia, así como los de Zaragoza y Huesca 
que, aunque reconociendo el poco amor que la mayo- 
ría profesa á la institución, califican de marcado el pro- 
greso en ella observado. 

D e  satisfactorio califica el Fiscal de  Sevilla el resul- 
tado obtenido el último cuatrimestre; el de Huelva ase- 



gura que el espíritu de esos Tribunales va reaccionan- 
do de un modo visible en los delitos contra las perso- 
nas, pues con raras excepciones, han pronunciado ve- 
redictos de culpabilidad en las causas de homicidio y 
asesinato, si  bien templando el ;-icor de la ley con la 
admisión de circuiistancias atenuantes. 

Los Fiscales de Orense y San Sebastián juzgan 
también en terminos relativamente favorables la insti- 
tución, que el primero estima como buena y ambos 
como necesitada de que se perfeccione su organisino y 
modo de funcionar. 

El de Vitoria continiía como en años anteriores, in- 
formando favorablemente á. su fzncionamiento y acier- 
to, así como á. la atención que presta á las pruebas, y 
espera que, á. medida que el tiempo pase, la cultura 
cunda y se penetren las clases todas de la sociedad de 
la trascendencia del ejercicio de sus funciones, des. 
aparecerán los pequefíos lunares que hoy se observan. 

En igual sentido de optimismo se expresa el l~iscal  
de Valladolid, afirmando que de la comparación de las 
sentencias del Tribunal de derecho con los veredictos, 
resnlt-. que el tanto por ciento proporcional de confor- 
midad con la apreciación fiscal, es superior en los se- 
g~?ndos al que ofrecen las primeras 

Tal es, expresado 5 grandes rasgos, el resultado 
que ofrecen las observaciones elevadas á este Centro 
por las Fiscalías de las Audiencias. Convienen todas 
ellas, como ya queda indicado, en la imperiosa y ur- 
gente necesidad de una reforma de la ley para lograr, 
en primer término, que en las listas figuren todas aque- 
llas personas que debieran figurnr y sean excluídas 
muchas de las que hoy se comprenden y carecen de Ins 
condiciones de cultura 6 independencia necesarias para 
tomar parte en la augusta. función de juzgar Lí. SUS con- 
ciudadanos. 

Las fundadas esperaiizas de remedio en este pri- 
mordial punto, que pudieran abrigarse á la publicacion 



del Real decreto de 8 de Marzo de 1896, pronto queda- 
ron desvanecidas. Las recomendaciones y apremios 
hechas fi los Fiscales de las Audiencias, no obstarlte 
los verdaderos esfuerzos realizados por éstos para lo- 
grar  el fin apetecido, tampoco dieron los frutos á que 
se  aspiraba; pues si para que las primeras listas se  for- 
men tan s610 con los que tienen condiciones se necesita 
un padrón especial, para que ese padrón se  haga los 
Ayuntamientos han de repartir hojas especiales. y para 
que esas hojas aprovechen es preciso que los Fiscales 
municipales desempeñen un papel activo en las Juntas, 
aporten antecedentes, formulen reclamaciones, etc.; si 
nada de esto se hace y las listas se  confeccionan de 
cualquier modo, muchas veces en ausencia de los que 
deben componer In Junta, y sin otra gestión que la con- 
fidencial realizada por los que piden no ser incluídos en 
ella, no es mucho que sus trabajos sean completamen- 
te estériles. L a  acción fiscal resulta completamente in- 
eficaz desde el momento .en que tiene que ejercitarse 
por medio de los Fiscales municipales que, ni recla- 
man, ni apelan, ni atienden, y en muchos casos ni 
entienden lo que se les dice, sin que, por otra parte, los 
de las Audiencias cuenten con elementos suficientes 
para sostener la correspondencia que supone el en&- 
derse y explicar el alcance de sus funciones & centena- 
res de funcioiinrios, que en sn mayoría acuden á los 
Secretarios de los Juzgados, fiados en que éstos, mejor 
que ellos, han de prestar cumplimiento á las órdenes 
que reciben. 

Preciso es, por tanto, como todos los Fiscales re- 
claman, proceder & una reforma de la Ley en esa ma- 
teria, dando intervención en la formacinn de las listas 
á otros elementos que, penetrados de la importancia y 
trascendencia de la misión que han de llenar, secunden 
con mayor acierto los laudables propósitos de la ley: 
de aquí esas indicaciones que se hacen por algunos Fis- 
cales para que las listas sean formadas por las Audien- 
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cias, 6 por las dependencias del Instituto Geográfico y 
Estadístico. 

Son también notas generales en las referidas obser- 
vaciones, la necesidad de suprimir en absoluto la recu- 
sación sin causa por los amaños á que se presta y que 
utilizan los mismos que prescinden en absoluto de hacer 
uso de la justificada: de que existan siempre los fondos 
bastantes para satisfacer piintualmente las dietas y aún 
de anticiparlas en algunas ocasiones para evitar el la- 
mentable espectáculo que dan algunos Jurados, que 
punto menos que de limosna tieneii que hacer el viaje 
al lugar en qlie se constituyó el Jurado y sostenerse 
en 61, y á la postre resultan víctimas de agentes que 
los explotan adquiriendo los crCditos que les consta 
aue han de hacer efectivos. 

Es también opini6n general de los Fiscales la nece- 
sidad de limitar la coinpeteiicia del Jurado, excluyen- 
do de su conocimiento determinados delitos, y en es- 
pecial los cometidos por imprudencia, pues no se al- 
canza al Jurado el que faltando la intencibn de co- 
meter el delito, pueda el hecho estimarse sino como 
consecuencia de una desgracia. Hacen extensiva esta 

' 

exclusión á los delitos relacionados con la uolftica lo- 
cal, falsedad, malversación y todos aquellos en que el 
daiío material no recae en un determinado individuo, 
así como en los de violación. abusos deshonestos. co- 
rrupci61i de menores y rapto, y en los de robo é in- 
cendio menores de 23 pesetas; llegando varios á pro- 
poner la supresión del resumen de la Presideiicia y 
que fuera sustituído por una explicaci0n detallada del 
alcance de todas y cada una de las preguntas del ve- 
redicto á modo de exposición de motivos de las mis- 
mas para evitar contradicciones al contestarlas; pro- 
puesta que el que soscribe estima digna de ser estu- 
diada y tenida en cuenta al proceder á la reforma, y 
que el Fiscal de León entiende debiera completarse, 
recogiendo, después de articulada cada una de las 



preguntas, los votos de los Jurados en lamisma Sala. 
Por último, es tambien opinión generalizada la de la 

falta de resultado práctico que ofrece el recurso de re- 
visión por nuevo Jurado, lo que mueve á indicar al Fis- 
cal de Albacete la conveiiiencia de crear un Tribunal 
especial de revisión de que formaran parte, con la sec- 
ción de Derecho, los Decanos de los Colegios de Abo- 
gados y Notarios y los Directores ó un catedrático del 
Instituto de segunda ensefianza jT de la Escueid Nor- 
mal. Si no esta medida, que pugna con el espíritu que 
informa la ley del Jurado, tal vez mereciera ser estli- 
diada la conveniencia de que del nuevo Trib~iual for- 
maran parte jurados de los distintos partidos del terri- 
torio de la Audiencia, esto es, que la decisihn del Ju- 
rado del partido de la localidad, fuera revisada por un 
Jurado de la provincia entera. 

El resultado de esta información anual es, como se 
ve, siempre el mismo, y puede decirse que en nada alte- 
ra  el consignado en el resumen publicado en la Gaceta 
por Real orden de 12 de J~ilio de 1899, en cu~nplimiento 
de lo prevenido en el art.  8.' del Real decreto de 24 de 
Septiembre de 1889, y que las conclusiones entonces de- 
ducidas siguen siendu la fiel expresión del juicio que á. 
la mayoría del Cuerpo fiscal merece hoy la institución, 
si11 msís excepción que la de la cuarta, que el transcur- 
so del tiempo se ha encargado de desautorizar, pues ya 
por nadie se pone en duda, como antes queda indicado, 
que la institución ha arraigado en España y puede con- 
siderarse definitivamente incorporada á nuestra organi- 
zación judicial. 

Ejecacionde se- 
teocias. Ni la misión de los Tribunales, n i  !a del Ministerio - fiscal, termina en el proceso criminal con el pronuncia- 

5 miento de la sentencia y la imposición de la pena. Al 



Tribunal que pronuncia el fallo incumbe su ejecución, 
á la que debe proceder con toda actividad, abreviando 
plazos y términos; y es deber que la ley impone al Mi- 
nisterio fiscal el velar sobre el cuinplimiento de las sen- 
tencias y visitar los establecimientos penales para ins- 
peccionar si se cumplen en la forma que hayan sido im- 
~ues t a s .  

Uno de mis más queridos jefes, de grata memoria 
en esta Fiscalía, y de cuyo celo por el servicio, vasta 
il~istracibn g reconocida competencia, dejó notorias 
pruebas, preocupóse de este servicio, dictando reglas 

con lo que reci- 
trainitacibn-dé las e jecutor ia9 
-- --N- 

c o n s i d e ~ ~ ~ a u n q u e  mAs a l z -  
lo que principalmente faltaba 

era la debida constancia del resultado de las diligen- 
cias por haberse convertido en castumbre el encomeii- 
dar la ejecución á los Jueces de instrucción, á los que 
si  bien es cierto que puede comisionar el Trib~lnal sen- 
tenciador, es iínicamente para la práctica de aquéllas 
que no pudiese llevar á efecto por sí mismo. Los Jue- 
ces, en la mayor parte de los c:isos, ciiinplían puntual- 
mente la comisión recibida; pero unas veces omitian el 
dar cuenta de haberlo efectuado, y otras remitían tes- 
timonios tan deficientes, que no bastaban á. dar idea de 
de si la sentencia habia sido ejecutada en toda sil inte- 
gridad, y en las Audiencias apareciao como pendien- 
tes de ejecución de sentencia un considerable número 
de causas que hubieran debido estar ya archivadas. A 
la laboriosa tarea de examinar todas estas causas sin 
desatender los demás servicios, y de instar la inmedia- 
ta ejecución en debida forma de todas las sentencias 
declaradas firmes, para poner fin á tal situación y no 
aumentar la cifra de las pendientes, ha dedicado una 
especial atencion al Ministerio fiscal; y aunque todavía 
no haya logrado hacer desaparecer este atraso en ab- 
soluto, es de esperar que en no lejano plazo quede por 



completo normalizado dicho servicio, al quc esta Fis- 
calía se propone prestar una especial atención, secun- 
dando los propósitos que inspiraron la notable circular 
á que antes se ha hecho referencia. 

Ya es satisfactorio consignar el dato de que en algu- 
nas Audiencias, al mes de declarada firme una senten- 
cia, están termin;idas las diligencias de ejec~icinii y el 
reo en el estableciiniento penal coi-respondiente, ejem- 
plo que seguirzín las demás, para lo que es de todo 
punto indispensable que la Dirección general de Pri-  
siones continúe no demorando el destino y traslado de 
los reos a1 establecimierito en que han de extinguir su 
condena. Si algo ha podido conseguirse en este punto, 
nada se ha logrado cuando se trata de reos declarados 
imbeciles 6 locos, pues todas las gestiones hechas cer- 
ca de las autoridades administrativas para obtener su  
ingreso y I-eclusión en u n  establecimiento de los desti- 
nados zí enfermos de su clase, resultan completamente 
ineficaces, y estos desdichados continúan aiios y anos 
en I R  czírcel de partido, malaineiite asistidos por falta 
de medios adecuados al efecto y sonietidos A un encie- 
rro que constitu) e una verdadera tortura, más f. 'ivora- 
ble para irritarlos y ;iumentnr su mal que para obte- 
ner su curación y evitar el riesgo de qiie causen daíio fi 
sus semejantes. Entre otros casos que pudieran citarse 
existe uno en que el reo dzclarado loco por sentencia 
de 22 de Octubre de 1906, aún se encuentra en la cár- 
cel de Noya, sin que haya podido conseguirse, hasta la 
fecha, su ingreso en Lin Manicomio. La urgencia de 
adoptar medidas que pongan término á tal esrado de 
cosas es manifiesta. 

Mas no basta para que las sentencias surtan el efec- 
to apetecido y sirvan de saludable freno, iinpuesto por 
la necesidad de la defensa social contra Ios perturba- 
dores del Derecho, el que se despliegue la mayor acti- 
vidad en este servicio, mientras los estabiecimieritos 
penales no reunan las condiciones indispensables para 



que la pena de privación de libertad no sea considera- 
da como una venganza, sino como una necesidad so- 
cial, ni mirada como una vejación personal que pueda 
redundar en daño moral y físico del reo. Dificil es de 
conseguir lo primero por una multitud de causas, pero 
no lo segundo, para lo que basta que en los estableci- 
mientos penales sean atendidos los mAs rudimentarios 
principios de higiene. De esta falta se quejan algunos 
l~iscales, y aunque no puede negarse que algo se ha 
adelantado en la materia, hay que reconocer, por sen- 
sible que sea, que queda mucho camino que recorrer, 
erizado de serias dificiiltades, por la no pequeña que 
oponen nuestros recursos económicos. La delincuencia 
es cara bajo todos conceptos: por el daño que produce 
y por los recursos económicos que exige el hacer efec- 
tiva la responsabilidad que que ella se deriva. 

b 

Parte muy importante de estas diligencia de ejecu- ,L:ti,":ai-- 
ción de sentencia constituye la aplicación, en los casos - 
que procede, de la ley de condena condicional, que deja 
en suspenso la ejecución de la pena impuesta. 

Es manifiesto el éxito obtenido para esta ley, á jui- 
cio de la casi totalidad de los Fiscales que reconocen 
su eficacia, demostrada por las pocas ocasiones en que 
ha tenido que dejarse sin efecto la suspensi6n de la 
condena y proceder á la ejecución del fallo en sus- 
penso. 

liegularizado el procedimiento establecido por la ley 
para su aplicación, las observaciones hechas por los 
Fiscales acusan cierta disparidad de criterio sobre el 
que llaman la atención de esta Fiscalía. En tanto que 
unos sostienen que debe ser concedido el beneficio, 
siempre que no existan motivos legales 6 razones es- 
peciales para denegarlo, entienden otros que constitu- 
yendo una excepción debe limitarse á los casos en que 
las circunstancias del hecho y la equidad ofrezcan 



datos bastantes para iustificnrla, solicitando los man- 
tenedores de este último criterio, y en especial el de 
Málaga, la cunveniencia de hacer una declaración en 
este sentido y de fijar de un modo preciso las circunc- 
tancias á que han de atender los Tribunales, huyendo 
de toda vaguedad y de referencias á otras análogas. 

No es nueva esta pugna de criterio, puesta de mani- 
fiesto á raíz de la publicación de ln ley y sobre la que 
ya se  demandó el de esta Fiscalía, sucintamente ex- 
puesto en ocasión anAloga á la presente. por el ilustre 
jurisconsulto y soci6iogo á cuyas órdenes tenía el que 
suscribe el honor de servir el año 1908, autor de la no- 
table circular de 2 de Abril del referido ano, en la que, 
como siempre, magistr;ilmente fijó el alcance y tras- 
cendencia de la ley para que sirviera de norma de con- 
ducta al Ministerio fiscal al implantarse y entrar á for- 
mar parte de nuestro derecho positivo esta reforma, 
iniciación seguramente de otras de no menor importan- 
cia en nuestra legislación penal. 

La ley, decía, defiere á la potestad del juzgador el 
aplicar 6 no el beneficio de la condena condiciona1 en 
aquellos casos en que no se otorga por Ministerio de la 
propia ley, y basta fijarse en los términos del último pá- 
rrafo del art. L." para comprender que esta facultad dis- 
crecional no tiene limitación alguna, y, por tanto, no 
puede someterse á reglas. 

No podia ser otra la solució~i sin riesgo de desvir- 
tuar en absoluto el propbsito del legislador y falsear el 
principio en que se inspiró la reforma de erigir, sobre 
la remisibn de la pena asignada á la primera cull~a, la 
correcci6n del que comparece ante la justicia, llamán- 
dole al arrepentimiento por la gratitud y el temor y 
previniéndole á la vez contra los posibles riesgos del 
contagio con reclusos ya familiarizados con los hábitos 
del delito. 

Propone el citado Fiscal de la Audiencia de Málaga, 
entre otras, uca reforma cuya bondad y eficacia no 



puede ponerse en duda: la del art .  6.' de la ley para 
que la suspensión de la condena se  acordara en la mis- 
ma sentencia permitiendo á las partes que en sus escri- 
tos de conclusiones hicieren las alegaciones que esti- 
maren oportunos al efecto. 

Aparte de la complicación que supone y retraso á 
que da lugar ese pase al Fiscal decpuCs de declarada 
firme la sentencia y cuando ya se  han perdido en la tna- 
yor parte de los casos las impresiones del juicio 01-al, 
los cambios de personal en la constitución del Tribu- 
nal dan lugar á que, con más frecuencia de lo que se  
supone, resuelvan sobre la concesión del beneticio Ma- 
gistrados que no tuvieron anterior intervención en el 
proceso ni asistieron á las sesiones del juicio y por tan- 
to,  privados de medios de conocimiento personal de las 
circunstancias del delincuente y del delito, siempre im- 
portantes pero en mayor grado cuando se trata de ha- 
cer uso de una facultad discrecional. Esta reforma no 
sólo aliviaria el trabajo á que hoy da lugar la aplica- 
ción de la ley sino que produciría el indudable benefi- 
cio de que pudieran ser mejor estimadas todas esas 
circunstancias individuales que deben ser tenidas en 
cuenta por el Tribunal, y tal vez convendría ampiiar la 
reforma á que en las causas en que pudiera ser aplica- 
ble este beneficio se dictara y publicara la sentencia en 
el mismo día y en las mismas condiciones en que se 
publican las dictadas pgr el Tribunal del Jurado cum- 
pliendose acto seguido laspresci-ipciones del art.  7."con 
lo que se evitarian nuevas dilaciones y molestias á to- 
dos inclcso á los mismos interesados que no se verian 
obligados d una nueva comparecencia ante el Tri- 
bunal. 

Si la misión de los Tribunales puede darse por ter- Patronatos d e  l i -  C u----, minada con la ejecución de la sentencia, la salida del- 
reo del establecimiento penal en que ha cumplido la 



condena de privación de libertad plantea un nuevo pro- 
blema para 61 mismo y para la sociedad, ante el que 
ésta no puede permanecer indiferente y á cuya solución 
difícilmento pueden llegar los organismos oficiales. 

La situación en que se halla el penado nna vez cum- 
plida su condena, cualquiera que sea el grado de per- 
versidad que pueda atribuírsele, desde el que en un 
momento de debilidad y estravío y cediendo acaso á 
estímulos irresistibles ha cometido un delito, hasta el 
criminal más empedernido, es dificilísima; tan difícil, 
que llega la mayor parte de las veces á ser insoporta- 
ble. La ley se da por satisfeclia. pero no la pQblicn opi- 
nibn, y comienza para el culpable un nuevo calvario. 
porque su cualidad de ex presidiario le cierra todas las 
puertas; el trabajo honrado se aparta de ellos, y todos, 
aun los que teóricamente lo lamentiin, huyen de él, le 
miran con desconfianza y conspiran B que se perpetden 
los efectos de la pena, quedando así privado de todo 
apoyo, ante cuya falta al entrar el liberto en la ruda 
lucha por la existencia, no es difícil que sucumba todo 
propósito de enmienda. Para vencei- en condiciones tan 
desventajosas sería precisa una virt~id que no es de 
exigir en quien bastante ha heclio si ha formado el pro- 
pbsito de I-enunciar a1 vicio. .Al salir de la prisión ha 
de procurarse que halle facilidadrs para ser honrado, 
y dificultades para reincidir, lo que sólo puede lograr- 
se mediante una eficaz cooperación, á la que el esfuer- 
zo individual no p~iede alcanzar. Por otra parte, los 
Patronatos de creación oficial que constituyen la Siiiica 
manera de ir formando la opinión y preparar un cam- 
bio de las costumbres, adolecen por su misma natura- 
leza de una t igidez incompatible con misión tan deli- 
dada y en que tan preciso es tener en cuenta condicio- 
nes individuales incom~atibles con todo lo que no sea 
la prudente iniciativa que sólo entidades de carácter 
eminentemente caritativo pueden ejercitar con espe- 
ranzas de éxito. 



Así lo comprendio el Real decreto de  20 de  Enero 
de 1905 al constituir las  Juntas de patronato autorizán- 
dolas para a soc i a rá  las  mismas los elementos que pu- 
dieran contribuir á la realización de  siis fines y procla- 
mando las  ventajas pa ra  la obra patronal de las aso- 
ciaciones espontáneas y libres, con lo que vino fi esta- 
blecer, según expresa en su preámbulo, que esas juntas 
sirvieran como nexo entre  dichas asociacion- S libres y 
la Administración que con tanto interés debe seguir el 
movimiento patronal, para facilitarlo y recoger los 
frutos que presta la asistencia de la opinibn, beneficio 
moral y material á un tiempo que sólo la caridad pue- 
d e  lograr.  

Preocupada como es  debido esta  Fiscalía de  ciies- 
ti611 de tan honda trariscendencia y que tan saludables 
efectos p~iede  surtir  en orden 5 la criminalidad y sobre 
todo il la reincidencia, su  último Jefe reclamó noticias 
á los Fiscales de  las  Audiencias territoriales respecto 
á los Patronatos existentes dentro de  su territorio. 
Dieron cuenta de la marcha de todos los de carácter  
oficial, como son los relativos á la t ra ta  de  blancas. 
proteccibn á la infancia y el est;ituído por el Real de- 
creto antes citado, el que en Pamplona, con fondos 
procedentes de  atrasos que ha  hecho efectivos, atiende 
á las necesidades de  los que, cumplida la condena en 
el correccional, salen de  él completainente desvalidos 
g los socorre el tiempo necesario hasta que ellos pue- 
dan subvenir á sus necesidades. Tambi6n la Junta de  
Valencia. por medio de  suscripciones y donativos, ha 
conseguido algunos pequeiios ingresos que le permiten 
auxiliai- á los cumplidos cuando carecen de  ahorros,  
aun cu:indo en muchas ocasiones se  vea apurada por 
l a  escasez de fondos para cumplir esta par te  de  la mi- 
sión que s? ha impuesto. El de Valladolid ha:e refe- 
rencia á la existencia de un Patronato que tiene por 
objeto la tutela g amparo de  jóvenes viciosoc y delin- 
cuentes, creado por iniciativa del Excmo. S r .  Arzobis- 



po de la diócesis, que en la última junta celebrada 
acordó ampliar el local y construir pabellones separa- 
dos en una inmensa huerta cercana al edificio para 
cobijar á los procesados menores de quince años con 
arrrglo ri lo prevenido en la ley de 31 de Diciembre 
de 1908. 

Merecedora es de especial mención la Junta de Pa- 
troriato de Barcelona, R cuya. iniciativa, feliz y activa- 
mente secundada por el que fue su dignísimo l'resi- 
dente, el Excno. Sr. D. Buenaventura Muñoz Rodrí- 
guez, se debe la constitución con entera independencia 
de la misma, de una fundación benéfica bajo ia deno- 
minación de Patronato de libertos y de la infancia 
abandonada, que, conforme art. 2." de sus estatutos, 
tiene por objeto acojer bajo su proteccióii moral y ma- 
terial á los libertos, facilitarles los medios necesarios 
para su completa regeneración, proporcion~ndoles tra- 
bajos remunerados que les haga útiles B la sociedad, 
permitiéndoles a la vez subvenir sí susubsistencia; am- 
parar 6 los menores abandonados; exigir las responsa- 
bilidades legales e n  que por abandono hayan incurrido 
padres o guardadores ú otras personas por corrupción, 
explotación del menor 6 causas análogas; amparar á. 
los menores de quince años que estén bajo la acción de 
los Tribunales, dispensarles á todos, aun después de 
colocados, la conveniente protecci6n moral y gestio- 
nar y obtener la libertad condicional de los adultos, en 
caso de que llegue á establecerse respecto 5 ellos, y 
después de obtenida ejercer sobre los mismos la co- 
rrespondiente vigilancia. 

La dirección suprema de este FJatronato está enco- 
mendada á un Consejo, del que, en justo reconocimien- 
to y gratitud por sus gestiones, forma parte el re- 
ferido Excmo. Sr. D. Buenaventura Muñoz y Rodri- 
guez, nombrado por acuerdo de la misma Junta el 23 
de Febrero de 1910, así como aquellas personas que 
por sus donativos 6 por otras circunstaricias muy rele- 
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vantes hayan contribuído 6 puedan contribuir al sos- 
tenimiento y desarrollo de la fundación, elegidas por el 
Consejo con carácter vitalicio. 

Goza esta institución de vida próspera merced al 
celo que despliegan todos los individuos de su Junta de 
gobierno, y cuenta ya con elementos suficientes para 
atender á sus principales fines, siendo de esperar que 
en no mucho tiempo Ilvguen á su completo desarrollo . 
y cuente nuestro país con una institución de este géne- 
ro, que podrá calificarse de modelo. 

De desear es que tan buen ejemplo cunda y que tan 
laudables iniciativas encuentren imitadores al amparo 
de la caridad, que seguramente tampoco en otras po- 
blaciones ha de negar su auxilio á tan excelente obra. r L, ,- 

4 

J Precepto de inexcusable cumplimiei~to es el de dar ,;:;a,,a;,':g 
cuenta ¿í V. E. de las instruccionsr más importantes ~ $ i a s r u d i c n -  

comunicadas por este Centro al Ministerio Fiscal, y 1 

para llevarlo á efecto á continuación se insertan en los 
apéndices correspondientes, las de carácter general en 
el primero y en el segundo las especiales que revisten 
mayor interés. 

Como observará V. E., todas las publicadas con ca- 
rácter general se refieren á. materias d. orden penal, 
por ser ésta la esfera de acción de los Tribunales en 
que más directa y constantemente interviene el Minis- 
terio Fiscal, y A ellas me basta hacer esta ligera refe- 
rencia. 

Dictóse la primera para atender numerosas quejas 
de productores de vinos de las provincias de Toledo, 
Ciudad-Real y Albacete, justamente alarmados ante el 
perjuicio que á la industria y crédito de sus vinos en la 
vecina República francesa producía la introducción de 

4 



los artificiales, fabricados con infracción de la ley de 
27 de Julio de 1895, descrédito que podría labrar la 
ruina de tan importante ramo de nuestro comercio de 
exportacibn; y obedeció la segunda B la frecuencia con 
que ocurrían sustracciones de fondos y desfalcos en 
las Cajas de los Pósitos, que ocasionaban la consiguien- 
te inquietud y malestar en las pob!aciones rurales, á 
cuyos habitantes favorecen tan benéficos Institutos, 
atendiendo así con ellas á circunstancias de momento 
que aconsejaban al Ministerio Fiscal extremar su celo 
á fin de cortar el notable incremento observado en la 
comisiin de estos atentarlos que tan directamente hie- 
ren, no sólo la economía nacional, sino también intere- 
ses, dignos de toda atención, de determinadas locali- 
dades. La última de Ias insertas es puramente de régi- 
men interior del Ministerio Fiscal y tuvo por objeto, no 
sólo facilitar y regularizar el trabajo de esta Fiscalía, 
sino principalrriente evitar que, por falta del oportuiio 
aviso, queden desiertos por el transcurso del término 
legal para interponerlos 0 personarse en ellos los re- 
cursos de casación preparados o interpuestos por el 
Ministerio Fiscal. 

Entre las insertas en el apéndice segundo figuran 
algunas que por la materia 6 especialidad del caso re- 
suelto son dignas de especial mención. 

No es ni puede ser frecuente el que, como aparece 
de la de 30 de J~ilio de 1910 (pág. 12), se haya comen- 
zado á cumplir una pena á los veintinueve años de im- 
puesta y 6 los treinta JT dos de la comisión del delito. 
Di6 lugar á ello el haber permanecido el reo ausente 
todo este lapso de tiempo en Francia, país con el que 
existe tratado de extradición, en que está comprendido 
el delito perseguido, circunstancia que, unida á la de 
haberle sido notificada la sentencia de la Audiencia, 
que revocó la absolutoria pronunciada por el Juzgado, 
determino al Ministerio Fiscal á promover la apiicacidn 
del beneficio de la prescripción establecida en el artícu- 



1.0 134 del Código penal, caso que puede sCr calificado 
de excepcional en los anales de nuestros Tribunales. 

La interpretación del verdadero sentido y alcance 
del art. 4." de la ley de 27 de Julio de 1395 en relación 
con el 356 del Código penal y el Real decreto de 11 de 
Marzo de 1892, ftié objeto de la resoluci6n de esta Fis- 
calía de 15 de h'iarz0 de 1911 (pág. 18 del Apéndice), de 
indudable importancia para la industria vinícola de la 
región manchega que utiliza en la fabricación de sus 
caldos la operación del enyesado, autorizada en deter- 
minadas proporcicjnes por el Real decreto de 1892 que 
reguló las manipulacionec permitidas en la elaboración 
de los vinos. De admitir una interpretación liberal y 
extensiva de los preceptos de la ley de 1895, hubieran 
tenido que entenderse derogadas prescripciones que 
seguramente no f ~ i é  el ánimo del legislador dejar sin 
efecto, infiriendo de paso rudo golpe á una industria 
que lia adquirido gran desarrollo, en la que se han 
comprometido cuantiosos intereses y que puede decir- 
se que constituye la totalidad de la importante riqiieza 
de aquella región. En la expresada resolución apare- 
cen consignados con toda precisión y detalle los fun- 
damentos y consideraciones legales que se tuvieron 
presentes para i'jar el criterio fiscal concretado en tér- 
minos precisos distinguiendo diversos casos, según se 
tratara de fabricación de vinos artificiales, adición z l  
los naturales de siistancias auímicas 6 veietales no 
procedentes de los racimos de uva y empleo en la fa- 
bricación de substancias prohibidas por el Real decre- 
to de 1892, actos siempre punibles, 6 simplemente del 
empleo en la elaboración de sustancias permitidas, 
pero en proporción superior á la autorizada, lo que 
hace preciso depurar si los vinos así fabricados resul- 
tan 6 no nocivos fi la salud para determinar la aplica- 
cióe del art. 356 del Código penal, 6 solamente la irn- 
posición de la sanción gubernativa que establece el ci- 
tado Real decreto de 1892 regulada en la forma previs- 
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t a  en el Reglamento de 2 de Diciembre del mismo año 
dictado para su ejecución. 

Las instrucciunes de 15 de Octubre y 3 de Noviem- 
bre último (páginas 15 y 17), fueron dictadas para fijar 
la interpretación y alcance del art. 349 del Código pe- 
nal en vista de las noticias recibidas de la formación 
de dos sumarios por inhumación ilegal con motivo de 
haber sido enterrados dos niiios en el cementerio civil 
á petición de sus padres dirigida á los Alcaldes respec- 

' 
tivos, que accedieron á las solicitudes formuladas des- 
pués de cumplidos los requisitos prevenidos en el ar- 
tículo 75 de la ley de Registro civil. En ambos se diri- 
gi6 el procedimiento contra el padre de la criatura que 
solicitó la autorización y el Alcalde que la concedió, 
por cierto después de consultado el caso con el Gober- 
nador civil de la provincia, por entenderse que estando 
bautizados los párvulos debieron ser inhumados sus 
cadáveres en el cementerio católico. 

Prescindiendo en absol~ito de la procedencia de la 
medida en otra esfera que no sea la de la responsabili- 
dad penal, como la referencia que hace c l  art.  349 del 
Código, no es ni podía ser, dada la época en que se pu- 
blicó, á otro lugar que al destinado á verificar enterra- 
mientos sin distinción de religiones, entendió esta Fis- 
calía que cualquiera que fuera el juicio que pudiera 
merecer la resoluci6n de la Alcaldía, no podía deter- 
minar por sí sola la existencia del expresado delito, y 
así lo sostuvo el Ministerio fiscal, recayendo auto de 
sobreseimiento libre en una de las causas, mas no en la 
otra, en la que, á instancia del acusador privado, en 
cuyo concepto se tuvo por parte al Provisor y Vicario 
general de la diócesis de Calahorra y La Calzada, en 
tal carácter, y por tanto, como representante de la 
Iglesia, recayó sentencia absolviendo al Alcalde por 
falta de intención de cometer el delito, y condenando al 
padre del nino, que había solicitado el sepelio, senten- 
cia contra la que se ha interpuesto por esta Fiscalía 



recurso de casación por infracción de ley, que se halla 
en tramitación. 

Es también digno de mención el caso resuelto en 10 
de Febrero último (pág. 26), por tratarse de un delito 
de hurto doméstico, cometido en la República Argen- 
tina por una italianl, que á los pocos días contrajo ma- 
trimonio con un español que se  había aprovechado de 
lo sustraido con conocimiento de su procedencia. Do- 
miciliado el matrimonio en España, el Gobierno ar- 
gentino reclamó el castigo del delito por los Tribuna- 
les españoles, é instruída causa surgieron dudas acer- 
ca de la competencia de estos, en atención á la nacio- 
nalidad de la reo en el momento de delinquir, dudas 
resueltas en el sentido de afirmar dicha competencia, 
por las razones detalladamente expuestas al decidir la 
consulta, y que fueron estimadas por nuestros Ti-ibu- 
nales. 

Así mismo se ha pretendido en dos ocasiones susci- 
tar  incidentes de previo pronunciamiento sobre inter- 
pretación y alcance del tratado de extradición con la 
referida República, incidentes que fueron desestima- 
dos, también de acuerdo con las instrucciones comuni- 
cadas en 4 de Abril último y 16 de Diciembre anterior, 
insertas respectivamente en las págs. 32 y 33 de los 
apéndices, á cuyo texto en obsequio á la brevedad se 
limita el que suscribe á hacer la oportuna referencia, 
así como en general respecto á las demás instruccio- 
nes dictadas en casos no tan especiales como los que 
quedan detallados. 

AipnrJcuestia- Siguiendo una costumbre ha tiempo establecida los,,, ,,,,,,,, ,,, 
'isuiies d e  Irs Fiscales de las Audiencias, además de las consultas'"" r2udieocias. 

que formulan é instrucciones qiie solicitan en los casos 



en que intervienen diariamente, someten en sus Memo- 
rias al juicio de esta Fiscalía aquellas dudas 6 dificul- 
tades que al mejor exito de su misión estiman que pu- 
dieran ofrecer ciertas deficiencias de la legislación 6 
las prácticas seguidas en los Tribunales, A fin de que, 
para mantener su debida unidad, fije el criterio que ha 
de sustentar el Ministerio Fiscal en los casos que se 
presentaren. 

Ni el carácter puramente accidental con que el que 
suscribe ejerce las altas funciones que están hoy á SLI 

cargo le dan autoridad para fijar estas reglas generales 
y absolutas de criterio, ni cuenta con las aptitudes y el 
tiempo necesarios para su detenido estudio, que tam- 
poco reviste carácter de urgencia. Por ello, sin perjui- 
cio de la resolución que, con más tiempo y mayores 
garantías de acierto y autoridad, habrá de adoptarse 
sobre eilas, se ha limitado al examen de las que, por 
afectar á normas de conducta de diaria 6 más inmedia- 
ta aplicacidn y existir antecedentes con que contrastar 
su opinión, siempre necesitada de abono, no se ha creí- 
do autorizado para demorar su solucibn..-~-~---- - - . 

.. . . __M- - . y------ ~- - - -. 

r !  7.1. 
LUcancedelosau- Una de las referidas cuestiones propuestas versa tos de spbreseirnien; 

.toPrO*m"l. acerca del alcance que debe concederse al auto de so- - -. 
p breseimiento provisional, tanto con respecto á las co- 

sas ocupadas como piezas de convicción, cuanto con 
relación B las fianzas y embargos, y, sobre todo, á la 
declaración del procesamiento. 

Ya en una Memoria que en ocasión análoga á la 
presente dirigió al Gobierno de S. M. el ilustre juris- 
consulto que á la sazón se hallaba al frente del Minis- 
terio público, se trató del extremo á que se refiere di- 
cha consulta de modo tan magistral, que realmente el 
que suscribe se ve cohibido para añadir siquiera una 
sola palabra á lo que, con mayor autoridad, se consig- 
nó entonces. Pero desde el momento en que, según ex- 



presa el Fiscal consultante, subsiste una diversidad de 
opiniones y prhcticas en los Tribunales, y por nadie 
puede ponerse en duda la inmensa importancia de su 
unificación, dada la indiscutible transcendencia que 
ofrece el que sea uno ú otro el alcance que al sobresei- 
miento se  atribuya, y habida cuenta del gran número 
de casos en que tal sobreseimiento se acuerda, no pue. 
do menos de ocuparme de cuestion de tanta transcen- 
dencia, aun cuando sólo sea para reproducir conceptos 
que por razón de su procedencia tienen para mí efica- 
cia decisiva. 

"A pesar de la condenación expresa del legislador 
" y  de su anhelo de que desapareciera del enjuiciamien- 
"to la antigua y aníitematizada absolución de la ins- 
"tancia,-así se lee en la mencionada Memoria del 
año 1902, p6g. 51-, "el sobreseimiento provisional 
'puede siirtir todos sus efectos, si la solicitud de los 
"Tribunales no pone en cada caso el remedio que la r a -  
"zón, en defecto de disposiciones legales, aconseja., 
Y como desde luego es indiscutible que, dentro del vi- 
gente procedimiento de enjuiciar, no debe existir, ni 
quiso el insigne autor de nuerti-a ley procesal que exis- 
tiera medida alguna que dejara, á la manera de la an- 
cigua práctica, sujeta indefinidamente 2 una cansa la 
persona contra la que en un principio se hubiera diri- 
gido el procedimiento, resulta inconcuso que sobreseer 
provisionalmente y dejar subsistentes fianzas, embar- 
gos y procesamientos decretados con anterioridad en 
un sumario, es en cierto modo ilegal, porque si la letra 
de la ley no lo prevé expresamente, su espíritu indu- 
dablemente le condena en cuanto equivale á decretar 
una verdadera absolución de la instancia. 

Para que no haya lugar á duda alguila, es necesa- 
rio, 6 cuando menos conveniente, que e n  los autos de 
sobreseimiento provisional de modo expreso se hagan 
las oportunas declaraciones, á fin de que quede total- 
mente excluída la posibiiidad de tal interprttación y 



perfectamente determinado el alcance de la medida 
que mediante ellos se adopta, qiie no es otro que el ma- 
gistralmente definido por el Tribunal Supremo en su 
notable sentencia de 5 de Febrero de 1908. 

'E1 sobreseimiento, lo mismo el libre que el que no 
Ulo es-son palabras de la expresada sentencia-pone 
Utérmiilo al procedimiento penal por lo que respecta á 
'sus efectos en la persona del sumariado, pues por mi- 
'Lnisterio del mismo recobra éste su libertad, si estu- 
uviese preso; su libertad provisional, si no lo estuviere, 
"se convierte en definitiva, cesando la obligación de 
lLpresentarse periódicamente ante el Juez instructor; 
Use cn~zcelnn Ins flnltsnsy el.rzDnrgos; y, en suma, szt 
'sitt~ncid~z legal es idé~zticn A la d r  los rleljzds rizada- 
"danos; y siendo esto así, es inconcuso que, desde el 
"momeilto en  que aquel proveído se pronuncia y ad- 
"quiere la relativn firmeza que le es característica, el 
Up~*ocedi~l?irnto queda ipso jacto anulado, no sólo 
'porque sería anómalo que subsistiera cuando las con- 
Usecue~~cias del mismo desaparecen, sino también. lo 
u que sería más grave, porque su permanencia indefini- 
"da pugnaría con los principios que informan la ley de 
l'Enjuiciamiento criminal y con los que sirven de base 

fundamento á. la prescripcibn misma, porque una 
"vez procesado un individuo, contra el cual ó en favor 
"del cual 110 se hubiera dictado pronunciamiento defi 
"nitivo, bastaría para impedir la prescripción cualquie- 
"ra diligencia sumaria1 que se practicase antes del 
"cumplimiento del plazo que la integra y el sobresei- 
'miento provisional sería para 61 equivalente á la ab- 
'solución de la instancia abolida por la vigente ley de 
UEnjuiciamiento., 

He aquí la sabia, concreta y categórica declaración 
de lo que el sobreseimiento provisional es y significa, 
hecha por nuestro mAs Alto Tribunal, después de la 
que no pueden en modo alguno consentirse en la mate- 
ria duplicidad de criterios, contradicci6n de opiniones, 



ni disparidad de prácticas en nuestros Tribunales de 
justicia. 

Por  illo. si como parece existe esa disparidad, mi- 
sión es  del Ministerio público e l  velar muy especial- 
mente porque desaparezca, B cuyo efecto, y para ale- 
jar todo motivo de duda, deberán los Fiscales de las  
Audiencias, al formiilar su petición de sobreseimiento, 
adicionarla con la de que expresamente se  dejen sin 
efecto los procesamientos decretados, se cancelen los 
embargos y fianzas, y, en su caso, se  ordene 121 devo- 
lución á sus respectivos dueños de las  piezas de  con- 
vicción, si bien antes de ser  devueltas habrR de  exten- 
derse la oportuna diligencia con detallada descripción 
de las  mismas. 

-? l', f '  : / 
E s  otra de las cuestiones á que s e  ha hecho referen- ,;:$d,;;s::" 

drr- cia la de si, llegado el trámite del a r t .  732 de  la ley de  ~ l ; l u a s  

Enjuiciamiento criminal al proceder la acusación á : ; ; c i ~ ~ ~ ~  en el 

la reforma de sus conclusiones, puede el Abogado de- - 

fensor del procesado reservarse el hacer uso de la  
misma facultad para cuando le sean conocidos los ter-  
minos en que s e  lleve á cabo la modificación. 

i lun cuando el citado art .  732 de la ley procesal se  
limita á consignar que practicadas las diligencias de  
prueba, las partes podrán modificar las c o i ~ c l ~ ~ s i o n e s  
de  los escritos de calificación, sin expresar el orden en 
que han de verificarlo, l a  contestación afirmativa á la  
cuestión planteada no puede ofrecer duda, tanto aten- 
diendo á l a s  demás prescripciones de la misma ley re- 
lativas á la  calificación del delito como á los principios 
generales de derecho procesal. 

%a calificación jurídica provisional del hecho jus- 
'ticiable y de la persona del delincuente hecha por el 
"acusador y el acusado una vez concluso el sumario, 
"es, en el procedimiento criminal, así textualmente se 
lee en la  exposición de motivos de la ley. 'Lo que en 



"el civil la demanda y su contestación, la acción y las 
"excc.pciones,; y es claro que mientras no esté forrnu- 
lada la demanda y ejercitada la acción, no cabe con- 
testar á la primera n i  articular las segundas, ni puede, 
por tanto, ser obligado á ello el demandado 6 procesa- 
do sin mengua de la justicia y aun de la sana razón. 

La  ley procesal en su citado art. 732 no necesitaba 
descender á otros detalles, ni consign~ir el orden en 
que habían de ser reformadas las conclusiones, pues 
ya en sus artículos 649 y siguie~ites tenía establecido 
el en que habían de formularse los correspondientes 
escritos, y no tratándose sino de rectificarlos 6 modi- 
ficarlos después de practicadas las diligencias de prue. 
ba, el orden para verificarlo no podía n i  puede ser otro, 
lógica y legalmente hablando, que aquel en que se hu- 
bieran forinalizado los priinitivos. 

Así, pues, no sólo cabe que el defensor del acusado 
se reserve la facultad de ratificar 6 modificar sus con- 
clusiones provisionales hasta serle conocid2.s las defini- 
tivas de la acusación, sino que realmente sin este co- 
nocimiento no es ni material ni legalmente posible el 
que lo verifique con el d~b ido  acierto, 

Matetiasdeorden Constantemente los Fiscales del Tribunal Supremo 911 in~poslbilida l 
$ % = i d i r  esacta de cllcl l ta la  labor vienen articii~ancio amargas qiiejas por la invencible 
realizada p o r  l i i s  
Tribriualcs y e1 311- dificiiltad que la escasez de personal y falta de medios 
nicterio fiscal eii e=- 
te urden. ofrece no sólo al íntegro cump~imieiito de su misión en 

este orden de la justicia, sino á la que parece más sen- 
cilla tarea de dar cuenta de su intervención en los 
asuntos en que por precepto inexcusable de la ley de- 
ben ser oídos. 

Laudables iniciativas de un consumado maestro en 
el foro y en la ccítedra no lograron verse coronadas 



por el Cxito á pesar del verdadero esfuerzo hecho por 
los Fiscales de las Audiencias para secundarlas, y una 
vez más, en el presente año, se ha repetido lo que en- 
tonces ocurrió, no obstante las mAs modestas aspira- 
ciones á que teniendo en cuenta aquel resultado, trató 
reducirse este trabajo. 

El ilustre Magistrado, & cuyas órdenes he tenido el 
honor de servir últimamente, preocupado con esta falta 
de ejercicio de las funciones fiscales en cuanto se refie- 
re  á la protección de las personas y cosas que la so- 
ciedad pone al amparo de nuestro Ministerio, se diri- 
gió á los Fiscales de las Audiencias territoriales ex- 
presando su propósito en los siguientes términos: 

"La carencia casi absoluta de datos en que esta Fis- 
"calía se encuentra para apreciar la intervención del 
"Ministerio público en asuntos de carácter civil, la 
"poca eficacia que de la misma puede observarse en 
"los litigios que en grado de casacióri llegan A nos- 
'otros; las quejas, con frecuencia recibidas, sobre el 
Ualejamiento de la acción fis~al.en asuntos en que debe 
"ser ejercitada y a!gún abandono notorio en el ejerci- 
"cio de las funciones tutelares qne la ley nos enco- 
"mienda, hace necesario que, contando con el celo no 
"desmentido de los Sres. Fiscales de las Audiencias 
"territoriales, busquemos remedio á tales deficiencias 
"y procuremos recoger antecedentes bastantes para 
"proponer medidas provechosas, tanto á la función fis- 
lLcal en sí, como á los organismos encargados hoy de 
"ejercitai-la. 

"No es momento de formular cargos, ni con ello se 
"pone remedio al mal; lo que importa es atajarle y co- 
"rregirle. Por esto, y para proceder con el mayor 
"acierto, espero que los Sres. Fiscales de las Audien- 
"cias territoriales se servirán, antes de que termine la 
"primera quincena del mes de Julio. remitir á esta Fis- 
"calín los datos y observaciones que consideren útiles 
"y oport~inos sobre las cuestiones á que se refieren los 



'números siguientes: ....., y en primer término reclamó 
un estado numérico de los asuntos civiles, tanto de ju- 
risdicción contenciosa como voluntaria en que hubie- 
ran intervenido los representantes del Ministerio fis- 
cal-en todos szts drdclzes-(así literalmente lo expre- 
saba) en el territorio de su respectiva Audiencia, clasi- 
ficados con la separación debida, según se refirieran á 
cuestiones jurisdiccionales 6 afectaran íí las personas 
6 ¿i los bienes, en que hubieran ejercitado sus funciones 
de defensa y protección de unas y otros; reclamando 
á I R  vez una relación todo lo detallada posible de los 
casos que hubiesen suscitado problemas doctrinales de 
importancia ú ofrecido circunstancias dignas de espe- 
cial mención. 

Como queda indicado, el resultado de esta informa- 
ción ha sido tan deficiente é incompleto, que no per- 
mite formalizar un estado demostrativo de la interven- 
ción que el Ministerio fiscal en sus distintos órdenes ha 
tenido e n  los asuntos civiles en que se halla llamado á 
interponer su oficio, estado del que hubieran podido 
deducirse importantes enseñanzas. Preciso es, por 
tanto, prescindir de estos datos y remitir para mejor 
ocasión, sin los apremios del tiempo que hoy se expe- 
rimentan, el poner detalladamente de manifiesto la la- 
bor llevada á cabo en esta materia por el Ministerio 
fiscal que seguramente no será toda la que con arreglo 
á la ley le corresponde, y dejar limitada esta parte 
de nuestra modesta y apremiante labor á la sucinta 
exposición de aquellas cuestiones de que los Físcales 
de las Audiencias se hacen cargo, y que, por referirse 
al alcance de ciertos preceptos 6 á deficiencias de la 
legislación, son siempre dignas de ser atendidas, com- 
pletada con la de alguna de las más importantes que 
en el diario despacho y ejerci~io de su Ministerio se 
han ofrecido á la consideración de esta Fiscalía. 



Entre las atribuciones que corresponden al Ministe- ,2;;;;,2;;:; 
rio Fiscal, con arreglo á lo prescrito en el art. 838 de la "d!$:"ie:;:r 
ley provisional sobre organización del Poder judicial, ; ~ ; ~ ~ 8 y $ a ~ ~  
figura la de interponer su oficio e n  los pleitos que ver- tt;;esrea% 
sen sobre estado civil de las personas. El texto del acLpoaer~udtcla. -- 
precepto legal, que ni precisa los casos en que la inter- y/ 

vención procede, ni la forma en que ha de ejecutarse, 
ha servido de base al Fiscal de la Audiencia de esta 
corte para llamar la atención respecto á estos dos im- 
portantes puntos, R fin de que se esclarezca si la refe- 
rencia a los pleitos que versen sobre el estado civil de 
las personas, puede entenderse extensiva á las actua- 
ciones de toda clase por virtud de las cuales la capa- 
cidad jurídica ha de sufrir alguna de las limitaciones 
establecidas por la ley; es decir, de si cuando se trata 
de expedientes no contentenciosos en los que por modo 
expreso no exija la intervención fiscal la ley de Enjui- 
ciamien~o 6 el Cedigo civil, debe nuestro Ministerio, 
esclavo de la letra del precepto, abstenerse de ioterve- 
nir, 6 cumplirá mejor su deber interponiendo desde 
l u e ~ o  su oficio, toda vez que la razón es la misma, si 
se limita, modifica 6 an~ila el estado civil de las perso- 
nas, ya ocurra esto en un pleito, ya eii un mero expe- 
diente. En este último sentido afirma que en la práctica 
se han resuelto multitud de casos, teniendo por parte 
al Fiscal en LIIIOS y otros procedimientos, por no estar 
establecida otra forma de darle intervención en los 
mismos, figurando entre ellos como mAs frecuentes los 
de declaraci6n de incnpacidad á que se refiere la sec- 
ci6i-i l.a, capítulo 111, título I X ,  libro1 del Código civil. 

La importancia del problema planteado no puede 
desconocerse, y hace ya tiempo di6 lugar á que fuera 
estudiado detenidamente por esta Fiscalía al observar, 
examinando los autos para decidir sobre la admisión 
de recursos de casación, que en bastantes casos en que 
debiera haber tenido intervenci6n el Ministerio Fiscal, 
se siguieron los pleitos sin ella, por no estar claramente 



- LXII - 
definidas las materias que debieran comprenderse como 
pleitosfsobre estado civil, ni haberse establecido reglas 
para impedir que en ellas se eludiera la intervención 
fiscal. En la Rlemoria elevada al Gobierno de S. M. el 
año 1894 por el digiiísimo funcionario que entonces se 
encontraba al frente del Ministerio Fiscal, llamaba la 
atención sobre esta materia en términos que no puede 
menos de hacer suyos el que la presente suscribe. "Ya 
'es tiempo- afirmaba-de que se remedie semejante 
'anomalía, y para conseguirlo conviene que se fije el 
Uconcepto de la misión de i~?terpo~zev su oficio el Mi- 
"nisterio Fiscal, que se concreten las cuestiones que se 
llconsideran ser sobre el estado civil; que se obligue, 
"bajo pena de correcci6n disciplinaria y de responsabi- 
"lidad civil 6 penal, según los casos, á los Jueces á oir 
"al Ministerio Fiscal en esos asuntos y en todos aque- 
LLllos en que las leyes exigen su concurso, sin perjuicio 
"de que en caso de omitir la Audiencia y de infracción 
"manifiesta de la ley, para que esta no resulte eludida, 
"el Ministerio Fiscal pueda promover, en cualquier es- 
"tado del pleito, incidente de nulidad de todo lo actuado 
'y de reposici6n del pleito al estado de exponer sobre 
"la demanda, 6 en su tiemoo el recurso de cacación 
"por de fokina, por identidad de razón 
"ti lo que hoy ordena el art. 1.693, n.Lím. 1." de la ley de 
"Enjuiciamiento civil; concediéndose, además, á dicho 
"Ministerio el re .urso de revisión, si hubiere llegado á 
"dictarse sentencia firme sin su adiencia, en el supuesto 
"de que no hubiese tenido noticia del pleito hasta des- 
"pués de fenecido; pues si la tuvo, y esto se  acrezitase 
"en üebida forma en los autos, sin haber interpuesto 5 
"tiempo su oficio el referido Ministerio, con esa justi- 
"ficnción se tendría por subsanado el defecto, no obs- 
'tante la responsabilidad persona! del funcionario fis- 
"cal omiso., 



Otro de los puntos sobre los que conviene llamar la , e ~ ; ~ ~ , $ , ~  

atención por su notoria influencia sobre la libertad y ;;c;z!$~a* 
estado civil de las personas, es la deficiencia de nues--2 
t ra  legislación en lo relativo á Manicomios y Casas de 
salud, reducida á disposiciones reglamentarias emana- 
das del Ministerio de la Gobernación. De ella se ocupa 
también el referido Fiscal, por haber teriido precisión 
de examinarla con motivo de una causa criminal que 
en los comienzos del año judicial l l a ~ ó  la atención pú- 
blica y di6 lugar á que la autoridzd superior de la pro- 
vincia, ejercida entonces por una tan dicnísirna como 
malograda y para mí querida person i, se dispusiese á 
realizar una severa inspección en los establerimientos 
de la provincia, con la intervención que interesó del 
Ministerio fiscal, siempre dispuesto a coadyuvar á sus 
laudables propósitos, que no pudo llevar á efecto por 
haberle sorprendido la muerte. 

Si siempre revisten extraordinaria importancia y 
transcendencia los problemas jurídicos que surgen de 
la forzada reclusión de los alienadoc en Manicomios y 
Casas de salud, su dificultad aumenta, dice el citado 
Fiscal, cuanda se trata de enfermos nerviosos que, 
,,conservando sus facultades y señaladamente la vo- 
,luntad, que á veces tiene más fuerza que de ordinario 
,en estos estados patológicos, deben quedar sornetidos 
,por un sistema de curación tan en boga en estos tiem- 
.pos, al aislamiento y separación de la familia,. 

La gravedad que estas medidas pueden envolver, 
aconsejan la conveniencia de un serio estudio sobre la 
materia, que sirviera de base 3 medidas legislativas, y 
que quizás conviniera hacer extensivas á la hocpitali- 
zación en general, pues hay casos en que la salud pú- 
blica, sobre todo en tiempo de epidemias, exige que se 
pongan limitaciones á la libertad individual. 
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Jozgadoe para cainpe- Entre las diversas consultas que diirante el afio han 
QTES sobredeciaraciou<ia nctuacii~i~cs sido objeto de estudio por esta Fiscalía, es digna de 
Iicredero~ ra,o actas al> - in tca-  ,u- especial mención, por afectar directamente 6 la com- 
risdiccion voliiiirr- 
ria. petencia é integridad de atribuciones de los Juzgados. 

la formulada poi- el de esta Corte con motivo de haber 
observado la frecuencia con que para obtener decla- 
raciones de herederos y sustanciar actos de jurisdic- 
ción voluntaria, en vez de solicitar la intervención de 
los Jiizgados de primera instancia de esta Corte, se 
acudía á los de los partidos judiciales próximos á ella, 
lo que hacía concebir sospechas acerca de los móviles 
R que obeaeciera tal modo de proceder, que venía á 
anular, 6 por lo menos á eludir los efectos de los pre- 
ceptos establtcidos por la ley para determinar la com- 
petencia de los Tribunales, á pretesto de una supuesta 
sumisión hecha únicamente por los que promovían las 
actuaciones que podían no ser, r frecuentemente no 
son, en tales expedientes los únicos interesados á quie- 
nes pudiera afectar la aecisión. 

No pudieron menos de ser estimadas por esta Fis- 
calía las acertadas consideraciones en que fundaba el 
consultante su parecer, contrario R lo que estimaba, y 
efectivamente puede calificarse de un verdadero abu- 
so apoyado en una errónea interpretación del alcance 
del art. 56 de la ley de Enj~iciamiento civil, con olvido 
de que este sólo se refiere al ejercicio de acciones y R 
los pleitos á que dé origen el mismo, y de que nuestra 
vigente ley pi.ocesal, R diferencia de la de 1855, esta- 
blece reglas especiales de competencia para el cono- 
cimiento de esta clase de asuntos, sin dejar como an- 
tes lo estaba, la determinaci6ii de ésta al arbitrio de 
los interesados. 

Unidas estas consideraciones R la de que el hqinis- 
tcrio fiscal, encargado de sostener la integridad de las 
atribuciones y competencia de los Juzgados y Tribii- 
nales, no podía corisentir que se alterara regla alguna 
de las que la determinan, n i  someterse á otros que á 



los que la ley designa al efecto, lo que le impedía pres- 
tar su  aquiescencia, tan precisa como la de todos los 
demás interesados en el expediente, á una Verdadera 
prórroga de jurisdicción que desvirtuaría el alcance de 

¡U las leyes por cuya observancia está llamado Si velar, 
resolvi6 coh fecha 15 de Noviembre último la expresa- 
da consulta en el sentido indicado y en los términos en 
que aparece inserta literalmente en la pág. 41 del co- 
rrespondiente apédice. 

Al expresado criterio habrá de ajustar su conducta 
el Ministerio Escal, sin dejar de utilizar, si  preciso 
fuere, los recursos que autoricen las leyes, para que 
cuantas reglas de competencia establece11 sean fiel- 
mente respetadas por todos los Tribunales. 

b En nuestra Nación, como eri todos los países civili- rnygisiaci6n obre- 

zados, ha ido abriendose paso el intervencionismo del 
Estado en las cuestiones derivadas del contrato de tra- 
bajo y en las relativas desde uno ú otro punto de vista 
á las relaciones entre obreros y patronos. Tendencias 
tímidamente iniciadas desde que se promulgó la ley de 
24 de Jiilio de 1873, prohibiendo la admisión de niños y 
niñas menores de diez años en fábricas, talleres, fun- 
diciones y minas, fueron poco & poco desarroll&ndose 
hasta llegar á la ley de 30 de Enero de 1900 que ya de 
un modo franco secundó el movimiento, siendo desde 1 

entonces múltiples las disposiciones legales y adtninis- 
trativas dictadas en la materia hasta la última ley de 
17 de Julio del corriente año regulando el contrato de 
aprendizaje; y día llegar&, quizá no inuy lejano, en que 
todas las naciones formen un verdadero Código del 

+ trabajo, emancipando así del tronco común una nueva 
rama del derecho como ya se han emancipado otras, 

5 



si no menos tampoco más importantes, y convirtiéndo- 
se  en un verdadero Cuerpo legal las modestas Seccio- 
nes l." y 2." del cap. 3.", tít. 6.", libro IV del C6digo 
civil. 

Convencido de la gran transcendencia de esta na- 
ciente legislacic>n, hubiera deseado secundar las inicia-. 
tivas de mi último y querido Jefe, dando minuciosa 
cuenta al Gobierno de S. M. de la forma en que se han 
aplicado todas las disposiciones que la constituyen, 
así como de las dificultades que en el terreno de la 
realidad han surgido para su aplicacion, algunas de 
tal intensidad que, aunque indirectamente, han llegado 
á hacer ineficaces en la práctica determinados precep- 
tos y á desvirtuar derechos en ellos reconocidos. 

Más aun prescindiendo de los apremios del tiempo 
y de mi falta de condiciones para hacer el estudio de- 
tenido y minucioso que el asunto requiere, otro obs- 
táculo de mayor importancia se opone ¿i que pueda Ile- 
var á. la práctica mi deseo. 

Ninguna intervención conceden al Ministerio fiscal 
las leyes obreras en las materias objeto de las mismas 
por lo que, salvo en las cuestiones de competencia, por 
la obligada intervención que el Rilinisterio fiscal tiene 
en todas ellas, sólo por simples referencias de las auto- 
ridades y organismos á quienes está encomendada su 
aplicación. llegan sí. su conocimiento noticias de casos 
prácticos que ponen de manifiesto los inconvenientes y 
dificultades con que tropiezan; y claro es que esta po- 
sición que ocupa el Ministerio fiscal me obliga B redu- 
cirme á más estrechos límites y no me consienten tra- 
tar si no de dos puntos, uno que no es nuevo en las Me. 
morias de esta Fiscalía que es relativo á la competen- 
cia del Tribunal que ha de conocer de los j~iicios en 
que se reclaman indemnizaciones por accidentes del 
trabajo y otro cuya importancia no puede desconocerse 
por hacer relación al deficiente funcionamiento y orga- 
nización de los Tribunales industriales. 



Ante todo he de hacer notar, valga la observación ,,fl!e!:i":$,;:: 
por lo que valiere, que si bien es explicable no puede su oficio en lasreclii- 

niaciones entre pn- 

justificarse esa no intervención fiscal en estas materias. tronoBy 

Es explicable, porque e11 los albores del nuevo derecho 
era natural que en él se estimara su carácter análogo, 
hasta cierto punto, al del civil, exclusivamenle priva- 
do, regulador de relaciones meramente particulares 
entre personas, siquiera fueran estas patronos y obre- 
ros; pero no es justificable, porque constituyendo como 
constituye una verdadera protección legal, no sólo de 
los trabajadores sino en cierto modo de éstos y de sus 
patronos, y dada la nat~iraleza especialisima del con- 
trato del trabajo y de las relaciones que crea entre las 
partes contratantes, ese derecho tiene una especial 
fisonomía de evidente carácter social, y aunque priva- 
do en el fondo, nadie puede desconocer que no son aje. 
nos á él ni el orden social ni el interés público y desde 
erte.momento se impone como precisa la intervención 
del Ministerio fiscal, representante obligado de tan sa- 
grados intereses. 

La  citada ley de 30 de Enero de 1900 pone de mnni- 
fiesto sin género alguno de duda la necesidad de esta 
intervención. 

"Serán nulos y sin valor,-dice en su artículo 19 
"toda renuncia á los beneficios de la presente ley y en 
general todo pacto contrario á sus disposiciones~. Y 
¿quién ha de velar porque no existan tales renuncias ni 
se celebren tales pactos? Los patronos-dispone el ar- 
tículo 12-podrzín sustituir las obligaciones definidas en 
los artículos 4.", 5." y 10 de la misma ley 6 cualquiera 
de ellas por el seguro hecho á su costa en cabeza del 
obrero de que se trate, de los riesgos á que cada uno 
de esos artículos 3 todos ellos hacen referencia, en una 
sociedad de seguros debidamente constituída que sea 
de las aceptadas á este efecto por el Ministerio de la 
Gobernación, pero siempre á condición de que la suma 
que el obrero reciba no sea inferior á la que correspon- 



diera con arreglo á esta ley. Y ¿quién debe ser el eo- 
cargado de cuidar ante los Tribunales de justicia del 
extricto cumplimiento de tal condicibn? 

Como éstos, podrían citarse otros casos compren- 
didos en leyes posteriores que confirman la proceden- 
cia de este criterio. Esbozada queda la idea, y en la im- 
posibilidad de insistir hoy en ella más razonadamente, 
y aun de realizar eficazmente esa intervención sin re- 
forzar la organizacion del Ministerio fiscal, la abando- 
no al buen juicio de V. E. pasando desde luego á ocu- 
pa~-me de los dos puntos antes mencionados. 

r a ~ d ; ~ i í ~ ~ g  No existe en la ley de 30 de Enero de 1900 una regla 
para conocer dc los 
, U , C ~ O S  ., ,,,,,,,- coticreta que determine cuál sea el Tribunal compe- 
=;,jn de indemniia- 
ciaDcs por 

tente para conocer de los juicios en que se reclamen 
+CwF$I::; por los obreros las indemnizaciones á que tienen dere- 

las  prescr~~c ionesdc  
la ley. 

cho por raz6n de los accidentes del trabajo de  que^ hu- 
bieren sido víctimas, contrastando en este extremó 
nuestra legislacion con sus similares de las demás Na- 
ciones, que proclaman como única la del Jaez del lugar 
del accidente. 

Mas, á pesar de la carencia de tal regla concreta, 
esta Fiscalía, al interponer su oficio en los incidentes 
de competencia, entendió, desde que se publicó la ley, 
que existían en ella preceptos que. puestos en armonía 
con su espíritu y con la naturaleza especialísima de la 
acción que regulaba, exigían que las contiendas juris- 
dicciona!es se resolvieran siempre eri favor del Tribu- 
nal del lugar del accidente. 

Sabido es que el art. 62 Cie la ley de Enjuiciamiento 
civil establece en su regla 1.' que en los juicios en que 
se ejercitan acciones perconales es Juez competente el 
del lugar en que deba cumplirse la obligación, y como 
las obligaciones todas que al patrono impone la repe- 
tida ley de 1900 deben cumplirse en el lugar en que el 
accidente ocurra! puesto que el sepelio en su caso y 



la asistencia médica y farmacéutica del obrero no pue- 
den tener efecto sino en dicho lugar, en el que ha de 
darse al obrero el trabajo compatible con su estado de 
incapacidad parcial, y en el que, por último, se pagan 
los salarios y, por tanto, debe satisfacerse la indemni- 
zación comprensiva de un determinado número de 
ellos, resulta inconcuso que sólo el Juez del lugar del 
siniestro puede tener competencia para conocer de un 
juicio en que al fin y al cabo no se reclama sino el cum- 
plimiento de una obligación del patrono, dimanada de 
1111 contrato de trabajo en punto determinado, celebra- 
do entre él y el obrero, obligación que como todas las 
demás derivadas de tal contrato han de cumplirse en 
el mismo lugar en que el obrero presta su servicio al 
patrono y éste satisface á aquél la remuneraci6n con- 
venida. 

Abonan este criterio otras diversas consideracio- 
nes, y entre ellas la de que el art. 67 del Reglamento 
dictado para la ejecución de la ley establece 6 recono- 
ce que las responsabilidades dimanadas de hechos re- 
lacionados con las aplicaciones de la misma pueden 
ser penales, civiles y administrativas, puesto que sien- 
do legal y reglamentariamente indiscutible la compe- 
tencia de las autoridades judiciales y giibernativas del 
lugar del siniestro para la exacción de las primeras y 
de las últimas, resulta ilógico que para las reclamacio- 
nes de índole civil pueda tener competencia una auto- 
1-idad de distinto lugar, máxime cuando no existe ni en 
la ley ni en el Reglamento ningún precepto que auto- 
rice semejante interpretación, que vendría y ha venido 
en la práctica á anul:ir, 6 por lo menos á dificultar el 
ejercicio del derecho á indemnizaci6n del trabajador 
herido 6 de los causahabientes del muerto, llegándose 
á dar el caso de que un vecino de Galicia, causahabien- 
te con derecho á indemnización de un obrero víctima 
de un accidente allí acaecido, se haya viscu obligado á 
formular su reclamación ante los Tribunales de Barce- 



lona, porque Barcelona era el domicilio de la sociedad 
que sustituía al patrono en sus obligaciones á virtud 
de contrato celebrado por éste al amparo del ínrt. 12 
de la ley, y no haya logrado hacer efectivo su derecho 
sino después de mSis de un año de litigio, y eso que 
contra la sentencia de segunda instancia no entabló la 
sociedad aseguradora recurso de casación. 

Sensible ha sido que el Tribunal Supremo no haya 
estado siempre de acuerdo con la Fiscalía, y que su 
doctrina, ajustada á un estricto sentido literal de leyes 
que por su fecha no pudieron tener en cuenta estas es- 
pecialísimas acciones derivadas de la teoría del riesgo 
profesional, que no había tenido entonces entrada en la 
esfera de nuestra legislación, haya dado lugar á que en 
una moción proponiendo modificaciones y adiciones á 
la ley de accidentes del trabajo, presentada al Instituto 
de Keformas Sociales por los vocales lelegidos de la 
clase obrera, se llegara íí decir que 'la jurisprudencia 
"dictada por los Tribunales de justicia, y muy especial- 
"mente por el Tribunal Supremo, es tan contraria á la 
'ley, que se impone separar de su conocimiento la re- 
"solución de los conflictos que al aplicarla surgen,. 

Gradualmente, y con la sabiduría que distingue to- 
dos los fallos del Tribunal Supreino. ha rectificado su 
doctrina, siendo verdaderamente notables sus senten- 
cias de 8 de Julio y 11 de Octubre de 1907, en que de 
modo claro y terminante se reconoce que la obligación 
del patrono de indemnizar al obrero es una de las que 
tienen lugar señalado para su cumplimiento, y se deci- 
den las contiendas jurisdiccionales en favor del Juez 
del lugar del accidente, sentándose en uno de los con- 
siderando~ de la segunda sentencia la terminante afir- 
mación de que "en los contratos sobre trabajo en punto 
"determinado que se celebren entre patronos y obre- 
'ros, dada su peculiar naturaleza, según tiene decla- 
'rado este Tribunal Supremo, ha de cumplirse lo con- 
'venido en todos sus extremos en el punto en que se 



Uprestan los servicios pactados, porque en 61 deben 
Ullenar las partes sus respectivas obligaciones, 6 sea 
"en cuanto al patrono, la de pagar la merced y las de- 
Umds derivadas de la misma, entre las cuales deben 
Ucompre~~derse las indemnizaciones que en su caso im- 
'pone la ley de accidentes del trabajo,. 

Mas esta doctrina no ha sido hecha extensiva á los 
casos en que el patrono haya sustituido sus obligacio- 
nes contratando con una compaaía aseguradora y ha- 
ciendo constar en el contrato la sumisión expresa de las 
partes á determinado Tribunal. En estos casos hay que 
tener en cuenta que no es el obrero el que se sustituye 
en el lugar del patrono, sino la compaaía aseguradora 
en el de este último, y que, por lo tanto, dicha coinpa- 
ñia,que podrii acudir á dirimir sus diferencias con el pa- 
trono ante el Juzgado que liayan convenido, no puede 
alegar tal sumisi6n en caso de reclamación del obrero, 

. por estar pactada en un contrato en que no intervino y 
en el que no podía establecerse, según preceptúa el ar- 
tículo 12 de ia ley, nada que implique merma de las 
obligaciones del patrono respecto á la inderniiización, 
ni que ceda en perjuicio del obrero, aun mediando su 
propia renuncia, como tampoco pacto alguno contra- 
rio á las disposiciones de la misma ley, por oponerse 5 
ello de modo expreso la terminante prescripción con- 
tenida en su art. 19. Ello no obstante; la Sala, recono- 
ciendo en su sentencia de 29 de Abril del corriente año, 
que, 'por regla general, las cuestiones sobre acciden- 
'tes de trabajo deben ventilarse donde los mismos se 
U produzcan,, estimó vAlida la sumisión pactada entre 

el patrono y la compafiía aseguradora, porque el obre- 
ro  había demandado directamente á esta, limitando así 
el alcance de la regla general, sino expresa, implíci- 
tamente reconocida por la ley, de que la competencia 
en los juicios en que se ejercita la acción regulada por 
la ley de 30 de Enero de 1900 radica única y exclusiva- 
mente en el Tribunal del lugar del accidente, contra la 



que no puede tener eficacia ni aun la expresa sumisión 
del propio obrero á. otro Tribunal distinto. 

A mayor abundamiento, la ley de  19 de  Mayo 
de 1908, que organizó los Ti-ibunales industriales y re- 
guló el procedimiento contencioso ante ellos, constitu- 
y e  un nuevo y valioso para la opinión fiscal. Conforme 
al núm. 2." del ar t .  5." de esta ley, dichos Tribunnles 
son los llamados á conocer de los pleitos sobre aplica- 
ción de la de accidentes del trabajo, y como quiera que 
en su ar t .  1 . 0  establece que el Gobierno podrá. decretar 
el establecimiento de un Trib~inal  industrial en la ca- 
beza de un partido judicial, ''COI? jzl~/isdiccid~z sobre 
'todo el tev~,itorio del  fiartido, siempre que lo estime 
'opoi-tuno, d pettcid7z d e  obrcros y pntronos del  t e r r i -  
'torio,, parece ilógico que ocurrido un accidente en 
territorio en que un Tribunal no tenqa jurisdicción 
queden A él sometidos patronos y obreros, á cuya ins- 
tancia hubiera podido quedar constituído otro Tribu- 
nal en el territorio en que radicara el lug-ar del trabajo 
para el conocimiento del juicio sobre indemnización 
por el accidente ocurrido. A pesar de  ello, algunos 
Tribunales industriales tienen hoy sometidos d su co- 
nocimiento juicios sobre indemnización por siniestros 
que han tenido lugar fuera del territorio de su jurisdic- 
ción, habiendo Ileqado el de Madrid á requerir de inhi- 
bicidn 5 un Juzgado, que accedió al requerimiento, por 
que los demandados se  hallaban domiciliados en esta 
Corte, A pesar de que el accidente acaeció dentro de la 
jurisdicción de aquel partido judicial. 

L a  frecuencia con que se  repiten estos conflictos. 
cuya solución explotan algunos patronos llevando al 
ánimo de los obreros demandantes el convencimiento 
de que para hacer valer sus derechos han de tener que 
acudir ante Tribunales sitos lejos de su domicilio, en 
donde carecen de relaciones y medios eficaces de  ins- 
t a r  su acción, con los consiguientes gastos y molestias, 
favorece el que, contra lo que la ley se propuso y or- 



den6 terminantemente, realicen ti-ansacciones que iner- 
men sus derechos, sin que los Tribunales puedan evi- 
tarlo ni aun en los juicios en s~istanciación, porque no 
interviniendo en ellos la -represeiitaci611 del interes so- 
cial y público, el desestiiniento, y aun la simple abs- 
tención de instar, poiien indefectiblemente término al  
juicio. 

No necesita el que suscribe l!amar la atención del 
Gobierno de S. M. sobre I:I conveniencia de poner tér- 
mino á esta situación, porque en el proyecto de ley 
sometido á la deliberación de 1;ic Cortes reformando 
la vigente de accidentes del ti-abajo se establecm pres- 
cripciones claras y tetminantes que evitarán toda duda 
en lo sucesivo, pero sí encarecer la conveniencia de 
que la reforma no se haga esperar. 

8 -  

Y l J 

Las continuas quejas de que se hacía eco la opinión ,,iggz,$ 
pública, las noticias llegadas á este Centro y, sobre ti.: ~irgeocia funcionuioieii- de 1. re- 

todo, el conocimies~to personal y propio que mi último furina de la ley que 
los eetableciá. 

y querido Jefe renía adquirido en estas materias, le 
movieron, al dictar su notable circular de 5 de Mayo 
tíltimo, á abrir una informaciói~ entre los Fiscales de 
las Audiencias respecto al fiincionamiento de los Tri- 
bunales industriales, encargándoles que en su Memo- 
ria anual dieran detallada cuenta de sus observacio- 
nes y que al efecto recogieran los datos necesarios. 

El resultado de esta información pone de manifiesto 
que han quedado por completo defraudadas las espe- 
ranzas, favofables á la vida industrial de nuestra Na 
ción, que hizo concebir la publicación de la ley de 19 
de Mayo de 1908 al organizar los Tribunales industria- 
les y regular el procedimiento ante los inismos y del 
Real decreto de 20 de Octubre del mismo año, que 
orden6 su creación en las capitales de provincia y en 
las cabezas de partido judicial que se  expresan en el 
art. 1.0 ,  y justifica la imperiosa necesidad de una refor- 



ma completa de la ley, si no se quiere que una y otra 
vez vean los obreros casi anulados sus derechos por 
repetidas dilaciones que hacen interminable un juicio 
que el legislador quiso indudablemente que fuera su- 
marísimo, y que los patronos, en algunos casos con 
razdn, protesten contra los fallos por inspirarse los Ju- 
rados, no en el espíritu de justicia, sino en el de clase. 

Expone el Fiscal de la Audiencia de Sevilla que 
desde principio del aiío puede decirse que ha sido im- 
posible el reunir dichos organismos, no obstante la 
existencia de algunos juicios pendientes, siendo tal la 
resistencia de los jurados á comparecer, que se ha dado 
el caso en algún juicio de no haberse presentado ni uno 
solo de los vocales y suplentes, y termina, despues de 
varias consideraciones, con estas palabras: "En resu- 
"rnen, ni la manera defectuosa de constituirse esos 
"Tribunales, ni su modo de funcionar, ni las decisiones 
'por los mismos adoptados aconsejan su permanencia, 
"6 menos que sea reformada dicha ley, dotándola de 
'un Reglamento amplio para su ejecución., 

El de Valencia formula no menos severos jiiicios: 
'Los cinco jueces-dice en su Memoria--que han ac- 
"tuado con los Tribunales industriales convienen en 
"sus informes en la dificultad que hay para constituir- 
"los, porque no se logra que concurran al primer lla- 
"mamiento, y muchas veces ni aun R los Ilamamientos 
"sucesivos, los llamados á formar parte de los mismos, 
"siendo de escasa eficacia para lograr que se reunan 
"la sanción establecida en la ley á que precisa en oca- 
"siones acudir, toda vez que tanto los jurados patronos 
'como los obreros tienen que hacer un sacrificio para 
"acudir al Juzgado por tener que abandonar sus co- 
'mercios, sus fábricas, sus talleres y á veces ausentar- 
'se de la capital, resultando con todo ello un perjuicio 
"para los litigantes por las dilaciones y retrasos que 
'sufren los asuntos. Convienen tambien los cinco iue- 
'ces, sigue diciendo, y esto es aún mucho más sensi- 



ble, "en apreciar el marcado antagonismo que existe 
"entre unos y otros Jurados, revelador del espíritu 6 
"interés de clase, por lo que en el momento de dictar 
Uresoluci6n sostienen indefectiblemente las pretensio- 
'nes respectivamente formuladas por los que repre- 
"sentan, votando en favor de los obreros los Jurados 
'de esta clase y en favor de los patronos los Jurados 
upatronos;, manifestando, además, los Jueces de los 
distritos del Mar y de San Vicente de la capital levan- 
tina que "los preceptos de la ley de 19 de Rlayo de 1905 
'en cuanto regulan el preceditniento contencioso del 
'Tribunal industrial son tan deficientes que dan lugar 

continiias dudas, resueltas arbitrariamente en la 
'mayoría de los casos., 

Anftlogas consider~aciones hace el Fiscal de la Au- 
diencias de Granada, pues si bien dice que por haber 
furicionado muy raras veces los repetidos Tribunales 
no han dado la enseñanza necesaria para apreciar la 
bondad 6 deficiencia de los mismos, afirma á reglón se- 
guido que es difícil, sino imposible su funcionamiento, 
por no reunirse el número suficiente de Jurados, cali- 
ficando de ilusoria la sanción que la ley establece por 
su no asistencia y proponiendo se sustituya por otra 
con el carácter de multa. También el de Palma hace 
resaltar la irregularidad con que tales organisinos fun- 
cionan y las dificultades con que los Jueces luchan para 
su reunión. 

Constituyen los informes de los Fiscales de Alican- 
te y Bilbao excepciones de la general opinión en la ma- 
teria, pues, según expone el de Alicante, el Juez de la 
capital dice que patronos y obreros han demostrado un 
celo digno de todo enzomio, dando por resultado que 
sus fallos sean respetados, y en cuanto al de Bilbao, 
entiende que, á pesar de tropezarse con importantes 
dificultades para la reunión de los que forman el Tri- 
bunal, en general se cumple el fin previsto en su crea- 
ción, y las resoluciones que se dictan tienen la efica- 



cia necesaria, ejecutfindose normalmente los frillos. 
Consigna en su Memoria el Fiscai de Córdoba, que 

no dan los Tribunales industriales los resultados ape- 
tecidos. sobre todo uor la resistencia de los ciudadanos 
á atender á asuntos ajenos, haciéndose repetidos sefia- 
lamientos para poder conseguir su reunihil; y más des- 
consolador es aún el informe del de Lérida, pues sien- 
do cuatro los Tribunales creados en esta provincia por 
el Real decreto de 20 de Octubre de 1908, están todos 
ellos por constituir. 

Los constituidos en la provincia de PIIurcia, segdn 
el Fiscal: ni siquiera se reunen, demosti-ando, tanto pa. 
ti-0110s como obreros, la mayor indiferencia, y cuando 
llegan á funcionar, sus fallos no se amoldan á la justi- 
cia, sino que ohedecen á la pasión y á la arbitrarigdad, 
sin tener en cuenta, ni pruebas, ni argumentaciones, 
hasta el punto de que algún Juez exprese su opinión 
de que debía desde luego proponerse la derogación o 
modificación de la ley que creó tales organismos, ya 
que en la práctica se apartan en absoluto de las espe- 
ranzas que el legislador pudo concebir. 

El único caso en que en Orense tuvo intervención 
un Tribunal industrial, su resolución definitiva no pudo 
ser más deplorable, íi juicio del Fiscal, pues por mayo- 
ría de votos fué condenado en segunda instancia el pa- 
trono, á pesar de que el obrero no probó su derecho, 
sino que, por el contrario, confesó haber recibido del 
demandado mAs de lo que le reclamaba. 

En Alava sólo funciona el Tribunal de la capital, 
1:ichando con la misma falta de asistencia de los jura- 
dos, de que todos los Fiscales se lamentdn amarga- 
mente, y en la provincia de Santander no existe cons- 
tituído ninguno, según dice el Inspector del trabajo, 
siendo la opinión de los obreros, en su mayor parte, 
hostil á tal institución. 

De los siete Tribunales creados ea la provincia de 
Tarragona, sólo tres han llegado á constitiiirse, pues 



es tal el indiferentismo reinante, que en los demás par- 
tidos ni siquiera han concurrido patronos y obreros 
para la elección de jurados, habiendo ocurrido una 
cosa análoga en Giiipúzcoa, donde únicamente ha lle- 
gado á funcionar una sola vez el Tribunal industrial de 
Vergarii, sin que siquiera se haya logrado, á pesar de 
los repetidos esfuerzos de las Autoridades competen- 
tes, que se constituyeran los de San Sebastián y Tolo- 
sa, siendo en extremo curioso el informe del Fiscal de 
la Audiencia respecto á las gestiones practicadas para 
la constitución del primero, todas ellas inútiles ante el 
acuerdo adverso á la implantación de tal organismo 
repetidamente adoptado por la Junta local de Retor- 
mas Sociales, que fue, sin duda, causa de quebecha 
la oportuna convocatoria, con arreglo al art.  7 . O  de la 
ley para la inscripción en las listas electorales, no se 
solicitara más que una de la clase obrera y cuatro de 
la patronal, resultado al fin y al cabo brillante, si se 
compara con el de un segundo llamamiento que no di6 
lugar á inscripci6n alguna. 

Fatigoso é inútil sería continuar la relación de estos 
imformes, pues todos 6 la mayor aparecen concebidos 
casi en los mismos términos, á excepción de los emiti- 
dos por los Fiscales de las Audiencias de Madrid y 
Barcelona que por su indiscutible importancia pueden 
presentarse como nota final de la informacibn y mere- 
cen ser transcritos en su mayor parte. 

"Los Jueces de primera Instancia de esta Corte 
"donde se crearon los Trib~inales industriales según lo 
"preceptuado en el Real decreto de 20 de Octubre de 
"1908, pues en ninguno de los demás Juzgados de la 
"provincia de Madrid llegaron á constituirse-dice en 
su bien escrita Memoria el distinguido funcionario que 
se halla al frente de la Fiscalía-, 'coinciden en su jui- 
"cio de una manera ungnime, expresando que se hace 
"necesaria una reforma urgente en la ley de creación 
"de esos Tribunales industriales si han de llenar los 



"fines que la inspiraron, porque es tan completamente 
'ineficaz el sistema de multas de escasa importancia 
'por su cuantía, que la misma establece para los jura- 
'dos que tio concurren al llamamiento que se les hace, 
'que son contadísimos los casos en que se ha llegado 
'á dictar resolución; y en cambio, no es posible llegar 
' A  constitnir de ordinario ese Tribunal, no habiendose 
"conseguido en algún Juzgado, pesar de hacerse las 
"citaciones á los jurados en legal forma y de haberse 
"llevado á cabo, según manifiestan los Jueces, dos, 
'cuatro, seis, ocl~o, nueve, diez, y, en un caso en el 
"Juzgado del distrito de la Inclusa, hasta veinte veces. 
'Debido á esas dificultades para la constitución, moti- 
"vadas bien por la indiferencia y desvío de los desig- 
"nados por las partes como jurados para ejercer su 
"importante funcibn, bien porque esa ley determina 
'que este cargo es gratuíto y por ello se causa Iperjui- 
'cio en sus intereses á los elegidos, pues en muchas 
Uocasiones, los que tienen la cualidad de obreros, se 
'han quejado al Juzgado de que la asistencia al mismo 
'les privaba de ganar el salario con que atiende 21 sa- 
'tisfacer sus necesidades y las de sus familias, 6 bien 
'porque, como antes se ha expresado, la ineficacia del 
"sistema de multas para compeler al cumplimiento de 
'sus deberes á esos jlirados es manifiesta,; el caso es 
que los asuntos, siempre, según dicho Fiscal, 'terminan 
'necesariamente por la falta de constitución del Tribu- 
"nal, bien por convenio de las partes desistiendo de la 
"acción el actor, bien por no llegar 5 formalizar la 
'demanda, 6 bien porque las partes interesadas, de 
'común acuerdo, someten sus diferencias al Tribunal 
'del fuero ordinario, ajustándose para su tramitación 
''5 lps preceptos y procediinientos establecidos por la 
"ley de Enjuiciamiento civil,. 

No menos desconsolador es el juicio que en su nota- 
ble Memoria Form~ila el Fiscal de la Audiencia de Bar- 
celona. "En esta capital,,-di~e,-'~los Tribunales in- 



- LXXIX - 

'dustriales funcionan con tales deficiencias que requie- 
'ren su pronta reforma. Confiada la presidencia á los 
u Jueces de l." instancia, éstos han tenido que conciliar 
"el despacho de los asuntos de su Juzgado con este 
'nuevo cargo, y como las cuestiones que se ventilan 
'ante los Tribunales industriales alcanzan en esta ciu- 
'dad á más de dos demandas 6 juicios diarios, y ade- 
"más las apelaciones, no es posible á los Jueces despa- 
'char al día estas reclamaciones sin abandonar los 
"propios Juzgados. De aquí que los asuntos se han re- 
'trasado de tal manera que despues de celebrada la 
L'conciliaci6n, el señalamiento se hace para dentro de 
"un año lo menos por estar seiíalados todos los días in- 
Utermedios, causando éste retraso grandísimo perjui- 
cio á los obreros, aumentado por la necesidad de sus- 
pender el acto á causa de la frecuente falta de asisten- 
cia d e  los jurados, siendo aun más de lamentar que el 
espíritu de  clase domine en los fallos de estos Tribunales 
en la mayoría de los casos y se sobreponga A los intere- 
ses de la justicia, pues, segiín dicho Fiscal, "el obrero 
"defiende al obrero y el patrono vota las pretensiones 
"del patrono, siendo esto lo ord~nario,como lo es tam- 
"bién que patronos y obreros se unan cuando se trata 
'de una compafiía aseguradora,. 

Confirman estas tristes deficiencias en el funcio- 
namiento del Tribunal industrial en Barcelona los da- 
tos estadísticos consignados en el lumi~ioso informe 
redactado por un distinhnido Juez de la capital cata- 
lana, pues, según en él se expresa, del 15 de Marzo al 14 
de Abril del corriente aRo se celebraron 24 juicios, va- 
rios de los que habían sufrido ya una 6 más suspensio 
nes, y esos juicios terminaron: cinco, por sentencia; 
uno, por desistimiento expreso del actor; uno, por de- 
función del demandante; dos, por desistimiento implí- 
cito á causa de incomparecencia de los actores, y sie- 
te, por convenio, alguno en el acto del juicio, y después 
de observada la falta de Jurados en niirnero suficiente 



para constituir Tribunal, habiendo tenido que suspen- 
derse los ocho restantes tambien por falta de asisten- 
cia de Jurados, y siendo de notar que alguna de las 
veces que actuó el Tribunal fué debido á que, en el 
acto de constituirse, propuso la Presidencia para evi- 
tar la suspensión que los Jurados no asistentes fueran 
sustituídos con otros, designados por ambas partes, que 
se hallaban en los estrados. 

No pueden ser estas cifras más elocueiites n i  más 
expresivos tampoco los informes todos de los Fiscales, 
de que con sobrada minuciosidad me he creído en el 
deber de hacerme cargo. 

La reforma de la ley de 19 de Mayo de 1908 es ur- 
gente 6 inexcusable. Los Tribunales industriales no 
funcionan normalmente, y cuando actúan no siempre 
resplandece en sus fallos la justicia; los asuntos some- 
tidos á su conocimiento se eternizan. y esa tramitación 
de meses y aun de años es un asedio por hambre al 
obrero que se ve obligado en muchos casos á rendirse 
CI las exigencias del patrono, aun no siendo justas las 
pretensiones de éste; en la ley no existe medida coerci- 
tiva bastante para obligar á asistir á los juicios á los 
que constituyen el Tribunal; los Jurados que lo com- 
ponen son demasiados en número para las reclamacio- 
nes de poza importancia; y el procedimiento está defi- 
cientemente regulado existiendo gran número de casos 
de duda que, como dice u n  Fiscal, se solucionan arbi- 
trariamente. 

Es, por consiguiente, imprescindible é inaplazable 
una radical modificación, pues si en las reclamaciones 
de poca importancia queda el recurso á patronos y 
obreros, si ambos convienen ello, de someterse Lt los 
Tribunales ordinarios y prescindir de los industriales, 
ni siquiera este recurso tienen cuando se discute una 
cuantía no litigable en juicio verbal, porque entonces 
no le es posible al patrono de buena fe el allanarse á 
tal sumisión dada la importancia de las costas inhe- 



rentes á todo juicio de menor y de mayor cuantía. 
Aun cuando ya  el Gobierno de S. M. tiene presen- 

tado á las Cortes el oportuno proyecto de ley para de- 
jar en suspenso la de 19 de Mayo, cuya modificación se 
ha!la estudiando el Instituto de Reformas Sociales, no 
me he creído dispensado de dar cuenta del resultado de 
esta información por si mereciera ser tenida en cuenta, 
y principalmente porque pone de manifiesto la verda- 
dera urgencia que reviste la aprobación del referido 
proyecto de ley. 

X Contadas son las ocasiones que se ofrecen al Minis- te:;p,da& '; 
i' ibunaleshxtranjc terio fiscal de exponer su criterio respecto á la proce-l p. 2 tratado con ~ 1 ~ ~ -  

dencia de que sea admitida 6 denegada la ejecución en1 l a  C o n v e n l c n c l a ~ e  
nigoclar la aclara 

España de sentencias dictadas por Tribunales extran-',$d;s;;q;na _ _...AF jeros, y más contados todavía los casos en que haya --- 
de solicitar la atención del Gobierno para que si esti- 
ma fundados sus razonamientos pueda entablar nego- 
ciaciones para gestionar la modificación 6 aclaración 
de los términos de un Tratado. 

Anticipándose al movimiento que hoy va generali- 
zRndose en la esfera del derecho internacional, dirigi- 
do á obtener el mutuo auxilio de las naciones para que 
los fines de la justicia fueran cumplidos sin oponerse á 
ellos, como antes, la barrera infranqueable de las fron- 
teras, el Tratado celebrado entre Espaíra y Suiza el 19 
de Noviembre de 1896, ratificado el 8 de Julio de 1898. 
constituyó entonces tina honrosa excepción en la ma .  
teria. 

Sobre la interpretación y alcance de una de sus 
cláiisulas me creo en el deber de exponer algunas con- 
sideraciones que en nada contradicen el plausible pro- 
pósito que inspiró la negociacibn del tratado, ni aun al 
fondo del mismo, digno de toda loa y respeto. 



El referido Tratado estatuye en su art. 1." que las 
sentencias 6 fallos definitivos en materia civil 6 co- 
mercial dictados en uno de los dos Estados contratan- 
tes, ya por los Tribunales ordinarios, ya por grbitros 
6 Tribunales comerciales (Tribunaux de prud'hommes) 
legalmente constituidos, son ejeccitorios en el otro Es- 
tado bajo las condiciones que enumeran los siete si- 
guientes artículos del Tratado, disponiéndose en el 
quinto que la autoridad 5 cuyo poder vaya la demanda 
de ejecución no entrarfí 5 discutir el fondo del asunto, 
y en el sexto, que la ejecución no podrá negarse sino 
en los casos siguientes: l.", si la decisión emana de ju- 
risdicción incompetente; 2.", si ha sido dictada sin que 
las partes hayan sido debidamente citadas 6 legalmen- 
te representadas; y 3.", si las reglas de Derecho pilbli- 
co del país d donde se pide la ejecución se oponen R que 
la decisión de la jiirisdicción extranjera reciba en él su 
cumplimiento. 

I'ues bien; al amparo de este 1 ratado y cumpliendo 
todos los requisitos formales y de tramite prevenidos 
en él y en nuestra ley de Enjuiciamiento, se solicitó de 
la Sala de lo civil de este Tribunal Supremo la ejecu- 
ción de una sentencia dictada por el Juzgado municipal 
de Zurich 5 virtud de demanda formulada por un súb- 
dito suizo allí residente, contra un comerciante español 
domiciliado en Madrid sobre pago de cierto crédito 
que éste era en deber 5 aquél como resto del precio de 
géneros vendidos é inderi~nización de perjuicios por in- 
ciimplimiento de otro contrato de compraventa. Y la 
Sala, en vista de que concurrían en el caso cuantos 
requisitos y condi:iones previene el repetido Tratado, 
por auto de 7 de Junio del corrieilte año otorgó el cum- 
plimiento de la sentencia cuya ejecución en Espaiia se 
solicitaba. 

Si bien no cabe poner en duda que la Sála, en su ci- 
tado auto, aplica estrictamente la letradel tratado, esta 
Fiscalía, al evacuar el traslado que se le confirió con 



arreglo al art. 956 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
despÜ6s de meditado estudio hubo de oponerse B que 
se otorgara el cumplimiento de la sentencia por razo- 
nes que se cree en el deber de consignar en este lugar 
para el caso de que el Gobierno, si las estimara aten. 
dibles, creyera oportuno realizar alguna gestión cerca 
del de Suiza. 

Según el art. 6." del referido Tratado, la ejecución 
de los fallos debe negarse si la decisi6n emana de juris- 
dicción INCOMPETENTE. Pues bien; la Fiscalía, .por moti- 
vos que no hay para que  consignar, entendió que no 
constando que fuera otro determinado el lugar del cum- 
plimiento de la obligación reclamada, y habiendose 
ejercitado en el juicio una acción personal contra un 
súbdito domiciliado en Madrid, sólo el Juzgado de esta 
corte á quien por repartimiento correspondiera, tenía 
competencia para conocer del juicio conforme á los ar-  
tículos 62, regld 1." de la ley de Enjuiciamiento civil 
y 1.171 del C6digo civil. Claro es que al formular tal 
dictamen no se desconocieron las dificultades que exis- 
tían para que prosperara el criterio en qu e se inspiraba, 
porque como eii cierto modo era necesario para la de- 
terminación de la competencia en la forma expresada 
examinar los fundamentos de la demanda, dados los 
términos del Tratado, que prohibe expresamente dis- 
ciitir el fondo del asunto, resultaba, sin duda, más 
ajustado á este textoel no entrar en tal determinación y 
otorgar la ejecución de la sentencia. L a  Fiscalía se 
creyó en el caso de oponerse á ella en atención á que, 
siendo un derecho legal de todo demandado en Espa- 
fía, el de ser únicamente juzgado por el Juez coinpe- 
tente conforme á los citados preceptos, resultaba ver- 
daderamente violento el que fuera negado tal derecho 
al demandado ante Tribunal extranjero; y como el ex- 
presado criterio no ha podido prevalecer en la práctica 
por no entenderse autorizado por los términos en que 
se halla concebido el Tratado, es por lo que, el que 



suscribe, somete el caso á la consideracióndel Gobierno. 
Es evidente que si se ejercita una acción personal 

contra un domiciliado eri Madrid para exigir el cumpli- 
miento de una obligación personal que en Madrid deba 
cumplirse, 6 no conste lugar determinado al efecto, á 
los Juzgados de esta Corte está privativamente atri- 
buido el conocer del juicio, y que el demandado ante 
cualquier otro Tribunal español tiene indiscutible de- 
recho para promover por inhibitoria la oportuna cues- 
tión de competencia. De estas, suscitadas en casos 
de análogas reclamaciones surgidas entre fabricantes 
y comerciantes resideiites en España, están los Tribu- 
nales conociendo constantemente, y no pueden ser pro- 
movidas cuando se trata de Tribunales extranjeros 
porque no existe medio legal de requerirlos de inhibi- 
ción. Si, pues, el espafiol 6 residente en Espaíia tiene 
derecho á dejar de comparecer ante un Tribunal espa- 
íiol y promover por inhibitoria la cuestión de compe- 
tencia, {es admisible que citado por un Tribunal extran- 
jero pierda este derecho y resulte obligado á compare- 
cer ante el mismo, si no ha de dejar abandonada la 
defensa de SLIS derechos? Realmente el desconocimien- 
to de este derecho no puede tener explicación, ni ocul- 
tarse la gravedad que encierra y los abusos á que pae- 
de prestarse el que no sea respetado, sobre resultar, 
en el caso especial de que se trata, un privilegio en 
favor de los fabricantes suizos sobre los españoles, que 
constantemente se ven obligados á acudir á los Tribu- 
nales del domicilio de sus clientes si en sus contratos 
no han previsto especialmente este caso 6 fijado el 
I~igar de cumplimiento de aquéllos. 

A la frase de 'Tribunal competente,, consignada en 
el Tratado, no puede d8rsele el amplio alcance de que 
le esté atribuído el conocimiento del pleito 6 acto en que 
intervenga, sino que este amplio concepto ha de com- 
pletarse con el de la preferencia que le asista en cada 
caso especial entre los de su mismo grado, 



De aquí el que fuera conveniente alguna aclaracidn 
al referido Tratado en el sentido indicado, bien aiitori- 

'zando al Tribunal Supremo para entrar en el examen 
de esta cuestión, bien estableciendo un procedimiento 
especial que permitiera al demandante acudir ante el 
Juez que estimara competente para que afirmara su 
competencia y lo hiciera saber al Tribunal extranjero 
para que, sin merma de su jurisdicción, tuviera cono- 
cimiento de esta declaración y le constara que al eje- 
cutarse su fallo había de ser examinada esta cuestión 
para decretar la ejecución de su sentencia. 

Claro es que éste tí otro procedimiento semejante, 
una simple protesta ante el Tribunal que el demaoda- 
do creyera competente, 6 cualquiera otra díligeiicia 
que se  estimara más apropiada tendría que ser objeto 
de la gestión 6 propuesta del Gobierno espaiíol; pero 
lo que desde luego resulta inL oncuso es la convenien- 
cia de que, en una ú otra forma, se determine la inteli- 
gencia de la frase jurisdiccid~z incompetente que em- 
plea el núm. 3 . "  del art.  6." del Tratado, 5 fin de que, 
en relación este precepto con el art. 5.", el súbdito 
espaiiol demandado en Suiza rio quede privado, por 
falta de procedimiento adecuado, de un derecho inne- 
gable que las leyes le reconocen cuando se le demanda 
en España, ni recíprocamente el suizo cuando fiiere 
demandado ante nuestros Tribunales. 

La naturaleza y las exigencias de la representación anf;,",,I$;;;:;i"- 
que ostento me obligan á no prescindir, al dar cuenta i 

del estado de la Administración de justicia, de nada de 
lo que se refiera á. las diversas materias en que esta 
llamado á intervenir el Ministerio fiscal. 

Oblígame tambien LS ello la cost~imhre establecida 



y no requerimientos de otra índole, pues ninguna de 
esas dificultades sobre las que el Fiscal está en el in- 
eludible deber de llamar la atención del Gobierno' 
de S. M. se ha ofrecido á la misión que le está enco- 
mendada de representar á la Administración en las 
contiendas que se ventilan en la esfera de la jurisdic- 
ción de lo contencioso-administrativo, entre aquella y 
los particulares que se creen perjiidicados por sus re- 
soluciones, despufs de restablecida por el Real decreto 
de 7 de Julio último la legislación vigente á la publi- 
cación del de 15 de Noviembre de 1909 en c~ianto hace 
relación á la siistanciación y plazos establecidos por 
la ley que regula este procedimiento, con lo que s e  ha 
puesto fin á las cuestiones de que por detallado se hizo 
cargo el ilustre y competente hombre público que el 
año último se hallaba al frente del Ministerio fiscal. 

i Tribpnal S u p r e -  
mo. Los trabajos en este orden de la esfera de acción de 

i los Tribunales, en lo que se refiere á. las resoluciones 
de la Administración central, se han realizado por la 
Sala á que está encomendada dicha jurisdiccibn con la 
regularidad acostumbrada, consecuencia natural de un 
procedimiento rápido p sencillo, que permite á los liti- 
yantes, con insignificante desembolso y sin la remora 
de enojosos incidentes, ver terminado el pleito por lo 
regular dentro del mismo año de su iniciación, con 
cuantas garantías de independencia en el Tribunal 
pueden apetecerse y con todos los inedios de defensa 
para el debido esclarecimiento del derecho que les 
pueda asistir. 

A ello ha contribuído la perseverante acción del 
personal fiscal que actúa en dicha Sala, y que duran- 
te el año ha intervenido en 297 recursos de apelación 
contra sentencias dictadas por los Tribunales provin- 
ciales; ha contestado 73 demandas e iiitervenido en 52 
incidentes en materia de clases pasivas, y ha entendí- 



do en un total de 418 pleitos, formulando una demanda 
á. nombre de la Administración general del Estado, 
contestando 289 de las formuladas por particulares, 
promoviendo 6 contestando SO incidentes y alegando 
48 excepciones, cifras cuya sola enumeración hacen 
el elogio de la laboriosidad y cejo de t;in competen- 
tes funcionnrios. 

En cuanto á. los Tribunales provinciales de lo con- 
tencioso-administrativo, 5 los que la ley encomienda 
el conocimiento de las demandas que se entablan con- 
t ra  las resoluciones de las autoridades provinciales y 
municipales de la respectiva provincia que han moti- 
vado la tramitación ante ellos de 708 pleitos, sin duda 
por falta de cohesión de los elementos que los compo- 
nen, por ingerencia de la Administración misma en la 
constitución del Tribunal y qiiizRs por el hábito de 
aplicar otras leyes á. las que preside distinto espíritu y 
una finalidad tambien diferente, se ha seguido obser- 
vando que, como expresaba en ocasión anfíloga á la 
presente uno de los más ilustres y celosos jefes del Mi- 
nisterio fiscal, los procedimientos en esos organismos 
no han sido tan rápidos ni las prActicas tan puras y 
adecuadas, ni tan acertada la interpretación del texto 
por que se rige el caso que se ventila, según se des- 
prende de los informes de los Fiscales de dichos Tri- 
bunales, corroborsdos por el examen de los pleitos 
elevados en grado de apelación á. ecte Tribunal Sil- 
premo. 

Una, como todas las suyas, laudable iniciativa del m2";;k;;2ñ9 
ilustre Fiscal á que antes he tenido el honor de hacer p cales ucstas de lds'l'ribiina por los Fis- 

referencia, dispuso en su notable circular de 15 de Oc- 'cspro~in?a~c~~ 
I 



tubre de 1906 que, á semejanza de lo prevenido por la 
ley respecto á los Fiscales de las Audiencias, para co- 
nocer el criterio y datos de que dispusiera cada uno de 
los Abogados del Estado á quienes la ley encoinienda 
el desempeño de las funciones de Fiscales cerca de los 
Tribunales provinciales de lo Contencioso, emitieran 
todos los ailos un informe en el que, ademgs de la ex- 
plicación sintética de las principales cuestiones de de- 
recho suscitadas en los negocios en que hubieren in- 
tervenido, hicieran las indicaciones que estimaran 
convenientes tanto respecto á los obstáculos que en el 
ejercicio de su misión se les hubieran presentado, como 
á las reformas de que en su concepto fueran suscepti- 
bles las disposiciones legales vigentes. 

En cumplimiento de tal precepto, si no todos, la ma- 
yoría de los Fiscales de los Tribunales provinciales de 
lo contencioso-administrativo, han expuesto la mate- 
ria sobre que han versado las cuestiones, ninguna de 
especial importancia, debatidas en los pleitos en que 
han intervenido, haciendo muchos de ellos observacio- 
nes sobre importantes puntos de procedimiento así 
como sobre la conveniencia de introducir algunas re- 
formas en la ley que regula el ejercicio de dicha juris- 
dicción, 6 de aclarar determinados preceptos de la 
misma. 

Prescindiendo de todas aquellas que se refieren 6 
puntos de más secundaria importaticia, destácanse en 
estos informes dos importantes cuestiones sobre las 
que llaman especialmente la atención un gran número 
de estos funcionarios. 

coiHbcihdel Es la primera, la relativa 6 la conatitucidn del Tri- Tributial. 
1 

/ bunal, siendo opinión bastante generalizada la de que 
, no debieran formar parte de él los Diputados provin- 

ciales, y proponiendo su sustitución, bien por funcio- 
narios administrativos de condiciones probadas de ido- 



neidad, con las mismas garantías de estabilidad que 
son indispensables en los Magistrados, bien por f ~ ~ n c i o -  
narios de los distintos organismos provinciales que, 
siendo Letrados y teniendo el deber de residencia por 
razón de su cargo, entraran á formar parte del Tribii- 
nal, alternando en sus funciones dentro del ramo á que 
perteneciera el asunto, bien por una especie de Jurado 
formado con los Abogados que existieran en la capital, 
entrando dos de ellos por sorteo en cada caso á formni- 
Tribunal, 6 bien coiifiriendo íntegra la jurisdicción B 
los Tribunales ordinarios de justicia, como lo está en 
el Tribunal Supremo, indicdndose por algunos la con- 
veniencia de establecer la incapacidad para formar 
parte del Tribunal de los que fiieren Concejales 6 Di- 
putados provinciales, lo hubieren sido 6 hubieren pre- 
sentado su candidatura para tales 6 para Diputados 
6 Senadores en los cuatro últimos años, por entender 
que la función de juzgar en asuntos relacionados con 
intereses locales no debe ser encomendada á personas 
dedicadas á la política y cuyo voto pudiera ser bene- 
ficioso 6 adverso á sus electores 6 á los distritos que 
representaren 6 hubiesen tratado de representar. 

Base sin duda de estas propuestas debe ser la difi- 
cultad que en muchos Tribunales se ofrece de continuo 
6 SU constitución por la no asistencia de los Diputados 
provinciales que algunos indican que obedece en repe- 
tidas ocasiones sólo á miras exclusivamente políticas 
y motiva frecuentes dilaciones en la terminación de los 
pleitos. 

Es otro punto en el que coinciden los informes, el , o ~ ; ~ i i ~ ~ & ' ~ : ~ $  

relativo á l a  admisión del pleito á prueba que se hallíi 
erigida en sistema en la mayor parte de los Tribuna- 

l 
les provinciales, sin que á evitarlo alcancen las recla- 
maciones de los representantes del Ministerio fiscal, 
que en vano alegan que el recurso contencioso en su 

7 



esencia es una revisión de las resoluciones administra. 
tivas recaídas en los expedientes y es, por tanto, natu- 
1-al y lógico en buenos principios que si la revisión ha 
de mantenerse dentro de los limites que s u  naturaleza 
le traza, no sufran alteración durante el litigio los da- 
tos reales y los elementos de hecho que sirvieron de 
fundamento á la resolución reclamada. 

El criterio opuesto, siempre mantenido por la Sala de 
lo Contencioso-administrativo, pone de manifiesto una 
disparidad de prácticas á que se hace preciso poner tér- 
mino, y á ello encaminará todos sus esfuerzos la repre- 
sentaci6n del Ministerio fiscal, perseverando uno y otro 
día en la propaganda de la sana é inconcusa doctrina 
consignada en el núm. 7.O de la citada circular de 15 de 
Octubre de 1906, oponiendose, al contestar á la deman- 
da, á que se admita prueba no aducida en la vía guber- 
nativa cuando no haya existido imposibilidad material 
6 legal de suministrarla en aqueI momento oportuno, y 
i-eclamando con toda constancia, no solo el respeto que 
tnerece dicha doctrina, sino también la establecida en 
las sentencias de este Tribunal Supremo de 24 de Ju- 
nio y 18 de Octubre de 1904, ratificada posteriormente 
en términos que no dejan lugar á duda, en auto de 15 de 
Abril de 1908, haciendo suya la sustentada en el apela- 
do, denegatorio del recibimiento á prueba, que se fun- 
d6: 'l.", en que la facultad de las partes de proponer 
"prueba se halla circunscrita á los términos preceptivos 
"del art.  31'8 del Reglamento, y es un hecho nuevo no 
"alegado ni resuelto en la vía gubernativa el cansigna- 
'.do en los números 3." y 3." de la demanda; y 2.", en que 
'.por ser el recurso contencioso-administrativo una re- 
"visión de las resoluciones administrativas, no cabe al- 
"terar durante el litigio los elementos de hecho que sir- 
"vieron de fundamento á la resolución impugnada, y 
"sólo puede admitirse prueba en estos pleitos cuando 
"haya existido imposibilidad material 6 legal de probar 
"el hecho discutido en la vía gubernativa., 



Con lo expuesto creo llegado el momento de dar 
por cumplido, en la medida que mis fuerzas, circuns- 
tancias y apremio del tiempo lo permiten, el deber que 
a l  ~ i s c a l  del Tribunal Supremo, cuyas funcioi~es tne es- 
tán hoy encometídadas, impone el terminante precepto 
del art. 15 de la ley adicional á la orgánica del Poder 
judicial. 

He tratado principalmente de no omitir ninguna de 
las observaciones relativas á las dificultades que se 
ofrecen á la buena marcha de la administración de jus- 
ticia hechas por los Fiscales de las Audiencias, cuyos 
informes como resultado de su práctica cerca de los 
Tribunales y conocimiento de la localidad y costum- 
bres de cada comarca, considero dignos de que sean 
conocidos de V. E. sin permitirme formular propuesta 
concreta de reforma, tanto por mi falta de autoridad y 
aptitud para ello, como por estimarlo completamente 
innecesario al dirigirme á persona de tan reconocida 
ilustración y competencia, con cabal y completa idea 
de las necesidades de la administracibn de justicia, 
y cuyos prop6sitos, estudios y alientos para llevar á 
cabo cuantas reformas puedan contribuir al mejor 
cumplimiento de sus fines, son de todos conocidos, sin 
que á ellos pueda contribuir quien, como el que suscri- 
be solo puede ofrecer el concurso de su buena volun- 
t ad  y acendrado amor al servicio, que á la vez invoca 
coino títulos para solicitar de V. E. una indulgencia 
tan amplia como necesaria, que seguramente no habra 
d e  negarle. 

Madrid 15 de Septiembre de 1911. 

E L  TENIENTE FISCAL DEL TRIBUNAL SUPREMO, 

J l q d r é s  Z o r n o s .  

Excrno. S r .  Ministro de Gracia y J1,tsticin. 



APENDtCE PRIMERO 

INSTRUCCIOYES GENERALES 
DADAS A LOS FISCALES DE LAS AUDIENCIAS 



CIRCULAR / I  

La ley de 27 de Julio de 1895, que prohibió la fabricación de 
r~ inos  artificiales, con excepción de las mistelas y vinos espumo- 
sos, dispuso en su art. 2 . O  que á los labricantes de tales produc- 
tos se les aplicaran las penas que marca el art. 356 del Código 
penal, y definió como vino artificial todo el que no procediera cle 
la fermentación, sea cualquiera el tiempo en que se verifique, 
del jugo de la uva fresca y el que haya sido adicionado Lon cual- 
quier substancia quimics 6 vegetal que no proceda de los racimos 
de uva. 

Desde la publicación de la expresada ley, la fraudulenta fa- 
bricación de esta clase de bebidas, que tan araves perjuicios ve- 
nían causando á la industria de buena fe y en no pocas ocasiones, 
algunas dificiles (le determinar, 5 la salud pública, quedó decla- 
rada por si sola y sin atender á los dafios inmediatos y directos 
que pudiera causar, como uno de tantos delitos contra la salud 
pública, que por su índole y transcendencia deben ser inexorable- 
mente perseguidos. 

Atendiendo á las numerosas quejas producidas con motivo de 
supuestas infracciones de la ley citada, esta Fiscalia, en circular 
de 31 de Diciembre de 1901, excitó el celo clel Ministerio fiscal 
á fin de que promoviera la corrección y castigo de dichas infrac- 
ciones. 

De nuevo hoy producen anblogas quejas los productores de 
buena fe, especialmente de las provincias de ToIedo, Ciudad ReaI 
y Albacete, justamente alarmados por la frecuencia con que, en 
perjuicio de la industria y crédito de sus vinos, se repiten tales 
infracciones, y de nuevo esta Fiscalia vese por ello obligada á 
excitar el celo de los Fiscales de las Audiencias á fin de que pro- 



miiex-an, con todo rigor y actividad, la persecución y castigo de 
los referidos actos pcinibles, dedicando especial atenciún á los su- 
marios que sobre los mismos versen. 

Del recibo de la presente se servirá V. S. darme aviso. 
Dios g~iarde á V. S. muchos años.-Madrid 13 de Ncdviembre 

de 1910.-JAvIE~ GÓMEZ DE L A  SERNA.-Sr. Fiscal de la Au- 
diencia de ..... 



CIRCULAR / z 

La Delegación Regia cle Pósitos se lamenta de la frecuencia 
con que ocurren sustracciones de fondos y desfalcos en las arcas 
de los mismos, produciendo la natural alarma y expectación en- 
tre los habitantes rnrales á quienes favorecen tan benéficos Ins- 
titutos. 

La grave tratiscenclencia moral y social de tales transgresio- 
nes, y las dificultades que de ordinario surgen para el completo 
esclarecimiento de los Iiechos y determinaci6n de responsabili- 
dades, obligan á extremar los medios de investigación, dedican- 
do á estos procedimientos la especial atención que merecen por 
el marcado carácter de interés público y social de los dereclios 
lesionados. 

El  cumplimiento de la misi6n encomendada á nuestro nliilis- 
terio, exige de un modo imperioso que, dailuo ejemplo de la ac- 
tividad que siempre debe demostrar, inspeccione con toda de- 
tención y eficacia los sumarios que versen sobre hechos cle esta 
naturaleza, removiendo cuantos obstAculos se oporigan á su des 
embarazada mal-clia, á fin de que no queden impunes tan censu- 
rables atentados, para lo que no deber& vacilar V. S. en solicitar 
clentro del procedimiento 6 directamente fiiera cle él, en los casos 
que lo creyera más conveniente, el auxilio de cuantas autorida- 
des 6 funcionarios pudieran prestárselo, y en darme cuenta de 
las dificultades que surjan para lograr el fin que se persigue, al 
que me hallo dispuesto á coadyuvar con toda energía. 

Espero de su reconocido celo que secundará eficazmente mis 
propósitos, dando como siempre ejemplo de su interés por el me- 
jor servicio. 



Del recibo de la presente se servirá V. S. darme inmediato 
aviso. 

Dios guarde á V. S. n~uchos afios. Madrid 14 de Noviembre 
de 1910.-JAVIER GÓMEZ DE LA SERNA.-Sr. Fiscal de la Aii- 
diencia de.. . 



CIRCULAR /3  

En repeticlas ocasiones se ha recordado á los representantes 
del Ministerio fiscal la necesidad de que siempre que sean em- 
plazados para comparecer ante este Tribunal Supremo en virtud 
de haberse preparado 6 interpuesto recurso de casacit~n, lo pon- 
gan en conocimiento de esta Fiscalia remitiendo una copia sim- 
ple de la resolución recurrida, y si fuesen recurrentes, un infor- 
me preciso y concreto de los motivos que á sil juicio abonen la 
procedencia del recurso, acompañando además la oportuna copia 
certificada en los casos en que lo hayan preparado por infracci6n 
de ley, 6 del escrito en que lo hayan formalizaclo, si fuera por 
quebrantamiento de forma. 

Cúmplese este deber con alguna regularidad por los Fiscales 
de las Audiencias cuando se trata de resoluciones dictadas por 
las mismas; pero aparece casi totalmente abandonado respecto á 
las pronuhciadas en los juicios de faltas, lo que da lugar á que al- 
gunos recursos queden desiertos y todos se  formalicen con un 
apremio de tiempo que perturba la marcha ordenada de los de- 
mds trabajos de esta Fiscalia. 

A fin cle normalizar este servicio y evitar los inconvenientes 
cjue al ejercicio de la acci6n encomendacia á nuestro Ministerio 
ofrece el que no se preste con la debida puntualidad, los Fis- 
cales de las Audiencias cnmplirBn las instrucciones que quedan 
indicadas el mismo día en que sean emplazados, y ordenarán k 
los encargados de representar al Ministerio fiscal en la segunda 
instancia de los juicios de faltas que se atengan estrictamente 
á las prescripciones siguientes: 

1." El mismo día en que preparen el recurso darán cuenta en 
un informe concreto y preci~o á los Fiscales de las Audiencias 



provinci,lles de los motivos que les hayan aconsejado la prepara- 
ción del recurso, acompañando al mismo una copia simple cle la 
resolución recurrida. 

2." Los Fiscales de las Audiencias, tan pronto como reciban 
el referido informe, reiteraran al representante del Ministerio 
fiscal la orden de que en el mismo clia en que sean emplazados 
se lo participen, con remisión de testimonio de la resolución recu- 
da, y al mismo tiempo les comunicarán las oportunas instruccio- 
nes para subsanar cualquier omisión que observaren en el cum- 
plimiento de lo prevenido en la regla anterior. 

3.' Los representantes del Ministerio fiscal que hubieran pre- 
parado el recurso, inmediatamente que sean emplazados para 
comparecer ante este Tribunal Supremo, lo com~inicarán al Fiscal 
de la Audiencia respectiva, remitiendo el  testimonio de la reso- 
lución recurrida, que habrá de entregárseles al hacer el emplaza- 
miento, consignando con toda claridad y precisión la fecha en 
que se hubiere practicado ebta diligencia. 

4." Dichos Sres. Fiscales de las Audiencias elevarán á esta 
Fiscalía, sin dilación alguna, el testimonio y la copia simple de la 
resolución recurrida con el informe del representante del Minis- 
terio fiscal que hubiere preparado el recurso, acerca del que ha- 
ran las observaciones que estimen oportunas. 

5." En los casos en que el recurso sea preparado por las otras 
partes, el representante del Ministerio fiscal en la segunda ins- 
tancia, remitir& el mismo dia en que sea emplazado una copia 
simple de la resolución recurrida al Fiscal de la respectiva Au- 
diencia, que inmediatamente la elevará á esta Fiscalía. 

Del celo de los Sres. Fiscales espero que presten por su parte 
el debido cumplimiento á este servicio y que velen porque sea 
estrictamente cumplido por los representantes del Ministerio fis- 
cal en los Juzgaclos, á cuyo efecto les comunicarán las oportunas 
instrucciones, cuidando de corregir las omisiones en que dichos 
funcionarios puedan incurrir. 

Sirvase V. S. acusarme recibo de la pre, sente. 
Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 12 de Junio de 1911. 

BUENAVENTURA MuRoz.-Sr. Fiscal de la Audiencia de ..... 



APENDICE SEGUNDO 

IN$TRUCCIONi$S ESPECIALES 
D A D A S  A L O S  FISCALES D E  LAS AUDIENCIAS 
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Cddigo penal. 

Artícuio B.O, circunstancia séptima y aittculo 422. 

Vista la sentencia dictada por la Audiencia provincial de .. .. ., 
condenando á ..... por los delitos de asesinato consumado en la 
persona de ..... y frustrado en la de .... , á las penas de diez y 
siete años, cuatro meses y un dia de  cadena temporal, y cuatro 
afios, drs meses y un día de  prisión correccional respectivamen- 
te, esta Fiscalía, después de elogiar todo lo que se merece el celo 
revelado por V. S. al preparar el recurso de casación por infrac- 
ción de ley, y el razonado informe que remite con el testimonio 
de la sentencia, ha acordado no recurrir de ella, por entender 
que, afirmado en los resultandos que . ... hirió á la Maria y á 
Lázaro entre siete-y siete y media de la tarde del 5 de Junio ú1- 
timo, cuando se encontraban en un baile que se celebraba en la 
casa de . . . .. y que acome ti6 á la primera ofuscado por los celos, 
habiéndola encontrado sentada al lado del segundo, en forma 
que indicaba que se hallaban en relaciones, no obstante tener- 
las hacia año y medio con el ..... y estar proyectado el matrimo- 
nio de ambos para la terminaci6n del verano, siguese racional- 
mente que el arrebato producido por el estado pasional que le 
dominaba en aquellos momentos, derivado de causas imputables 
á RIaria y á Lázaro, no puede menos de apreciarse en los dos 
delitos, aunque no se hiciera más que una pregunta sobre ello 
al Jurado y que la Sala sentenciadora, interpretando el veredicto 
en su conjunto, no ha infringido el niim. 7 del art. 9.' del Código 
penal, por lo que respecta á la estimación de dicha circunstan- 
cia en el l~ornicidio frustrado. 

Tam11oco ha hecho uso indebido de la facultad establecida en 
el art. 422 de esta ley, que autoriza á los Tribunales para casti- 
gar el delito frustrado de homicidio, apreciando las circ~instancias 
del hecho, con la pena inferior en un grado á la que debiera co- 



rresponderle según el 66, sin impedir que se imponga en el grado 
mínimo cuando se estime, como aqiii sucede, una atenuante ge- 
nérica, pues la sentencia de 32 de Novieml~re de 1897 debe 
entenderse en el sentido cle que aplicando el citado art. 1.22, no 
ha lugar á nueva degradación de pena por consec~~eiicia de lo 
dispuesto en el niim. 5 . O  del art. S", cnando concurren dos 6 más 
y muy calificadas circunsta~~cias atenuantes y ninguna agravante. 

ag de Diciembre do roto .  . 

f * \ l J  ' 
I /  

He recibiclo la consulta que, bajo el núin. 2.213 y fecha SO del 
actual, se ha servido fnrinularme referente á si procede eitimar 
la prescripción de la pena impuesta á ....., en causa sobre homi- 
cidio, incoada por el Juzgado de ...... sentenciada por el mismo 
en 9 de Agosto de 1879 en sentido absolutorio, y revocado dicho 
fallo por la Sala de lo Criminal de esa Audiencia territorial en 
19 de Junio de 1880, imponiendo al nombrado ....., considerán- 
dole como cómplice, la pena cle doce años cle prisión mayor, con- 
tra cuyo fallo se  preparó por el Procuraclor de aquél recurso de 
casación, que se declaró desierto, y, por lo tanto, firme la senten- 
cia referida; siendo de advertir que dicho procesado, durante la 
segunda instancia, hallábase en libertad provisional; que practi- 
cadas las oportunas diligencias para la detención y prisión de ..... , 
sin resultado, se publicó la sentencia, dándose por terminada la 
causa, y que cletenido en el próximo pasado año ....., y puesto á 
disposición del Tribunal sentenciador, en la actualidad extingue 
su condena en el penal de ... . 

De lo expuesto aparece que ..... fué detenido transcurridos 
veintinueve años de dictada la sentencia condenatoria declarada 
firme. Aquél manifiesta haber residido en Francia durante tan 
largo espacio de tiempo, sin que conste se solicitara su extradi- 
ción con arreglo al Tratado existente con aquella Nación. Y á ésta 
manifestación precisa atenerse, como muy acertada y fundada- 
mente indica V. I., mientras no se alegue la interrupción, y esta 
se  pruebe en forma debida, pues de seguir contrario criterio, 
equivaldría á no tener en cuenta el principio de dereclio penal, 
de  que, en caso de duda, débese estar B lo favorable a! reo, 

La prescripción, pues, no se ha i~~terruinpido; la sentencia 



quedó notificada personalmente al reo, porque éste se di6 por 
enterado al preparar por medio de su Proc~iraclor el recurso dp 
casación, comenzando B correr el tiempo de la prescripción desde 
la feclia en que la notificación tuvo lugar; y permaneciendo 
ausente durante aquel lapso de tiempo dicho reo en país extran- 
jero con el cual existe Tratado de extradición, cúmplense los 
requisitos que el art. 134 del Código penal exige. 

Por lo tanto, procede, como tan acertadamente y con exqui- 
sito celo propone V. I., promueva de oficio ante la Sala senten- 
ciadora la aplicación, en favor de ....., del beneficio de la pres- 
cripción cle la pena, que ha empezado á ccimplir á los veintinue- 
ve años de serle impuesta y á los treinta y dos de la comisión del 
delito; esperando se sirva V. 1. comunicarine la resolución que 
recaiga. 

30 de Julio de ,910. - 

Articulas 283,,h1Úmeras 1." y 2.O y 264, circunstancia cuarta del CÓ- 
digo penal,.en'relaciÓn con el Real decreto diindulto dt21 de Febrero 
de 1910. 

De la forma con que en el escrito de calificación de esa Fisca- 
lía aparecen relataclos los hechos que han motivado la consulta 
formulada por V. S. en su comunicación del 22 del pasaclo, se 
desprencle que el Alcalde de ....., influido por el temor que le pro- 
dujeron los acontecimientos de aquellos días en las poblaciones 
vecinas y por la actitud en que se presentaron los siete aciisados, 
diciéndole uno de ellos que se le vigilaba por si quería escapar, 
firmó el documento que le exigieron, en el que se ordenaba la 
paralización de todos los trabajos en su jurisdicción. 

De esos hechos ha declucido esa Fiscalía la existencia de un 
delito de atentado, comprendiclo en los artículos 263, núm. 2.", 
y 264, circunstancia 4.' del Código penal, por estimar que se inti- 
midó 6 coaccionó gravemente á la autoridad, obligánclola 5i acce- 
der á las exigencias cle los clelincuentes, mientras que la defensa 
sostiene por su parte que los acusados sólo emplearon la persua- 
sión para obtener el documento, impulsándoles el objeto de evi- 
tar que las masas, que cometían toda clase de desmanes en ....., 
os repitieran en ....., como habían amenazado si no se paraliza- 
ban los trabajos. 



Con estos antecedentes, y lamentando V. S. quelos refericlos 
hechos que, por no ser ejecutados mediante alzamiento público 
ni tnmultuariainente, no parece revistan, á su juicio, los caracte- 
res de delito de sedición, y que A pesar de su menor gravedad y 
de  ser originados por los mismos motivos y al mismo objeto que 
aquél, no han podido ser comprendidos en el Real decreto de in- 
dulto de 81 de Febrero próximo pasado, que ~z!cEzzó B dicho de- 
lito de sedición, consulta V. S. si se les poclrá considerar como 
constitutivos del repetido delito cle sedición á los efectos del ci- 
tado Real clecreto de indulto, cuya aplicación podría solicitarse 
en el acto clel juicio oral, 6 si, dada la forma y medios de ejecu- 
ción de los heclios cle que se trata, estfi bien determinada la exis- 
tencia de la intimidación grave, base del delito acosaclo, ya que 
en caso contrario procederia retirar la acusación. 

Por las propias razones aducidas por V. S. de que los hechos 
que nos ocupan obedecieron á los mismos motivos y á igual fin 
que el delito de sedici611, es indudable que pueden tener tambien 
adecuado encaje en el núm. 1." clel art. 263 del Cócligo penal, ya 
que se impidió B la autoridad el libre ejercicio de  sus funciones, 
mediante la intimidación sobre ella ejercida; y como esto de- 
mriestra claramente que el cielito cometí60 en ..... fué conse- 
cuencia inmediata del de sedición que tenia lugar en las pobla- 
ciones vecinas, 6 ,  lo que es lo mismo, que sólo merece el concep- 
to de un delito coinUn ejecutado cori ocasión del de seclición, no 
es posible hacer aplicacidn al inismo de la gracia especial de 
indulto por V. S. citada, de la que de modo terminante está ex- 
cluido, por la prescripción del párrafo 2." del níim. 3." de su ar- 
ticulo 1." 

Sensible es que así sea por las consideracio~ies apuntadas 
130' V. S. y por la no menos atendible de la inmediata relación 
que los hechos guardaban con el delito de sedición realizado en 
otros lu<ares; pero ante la necí.sidad de respetar los limites es- 
tablecidos por la gracia de indnlto, que, como todos los de su 
clase, se concreta á leterminados delitos, segUn el criterio que 
los inspira, no existe medio legal de poder dar en tal sentido re- 
solución al asunto. 

En C.-anto al segundo aspecto de la cuestión sometida por 
V. S., sentándose en las conclusiones provisionales de esa Fisca- 
lia que la a~itoridarl, influida por el temor de lo que ocurria en 
pueblos cercanos y por la actitud en que se presentaron los acu- 
sados, sin espresarse cuRl fuera esa actitud, firmó el documento 



que aquéllos exigieron, no puede desconocerse que la intimida- 
ci6n revistió el czrhcter de gravedad que caracteriza el delito 
de atentado, dado que por ella se vi6 la autoridad obligada á ce- 
der á las influencias de los delincuentes. 

Otra cosa seria si, aparte de la influencia ejercida en el áni- 
mo del Alcaide por los sucesos clesarrollados en las poblacio- 
nes vecinas, se hubiesen limitado los acusados, como sostiene su 
defensa y pudiera desprenderse del liecho de haber ido aquél en 
su compañia hasta ..... para sellar el documento, á convencerle 
mediante razonamientos de que era indispensable para evitar el 
cumplimiento de las amenazas de los revoltosos, porque enton- 
ces la autoridad, que en ese transcurso de tiempo pudo solici- 
tar ampxo, hakria obrado con libertad bastante en su determi- 
nación. 

Mas, como esto sólo puede ser producto del resultado de las 
pruebas que s e  practiquen en el acto del j~iicio oral, á V. S. ex- 
clusivamente corresponde el apreciarlo, retirando 6 no la acusa- 
ción, conforme al critel io que en conciencia le merezcan dichas 
pruebas. 

Sírvase, pues, V. S. atenerse á estas manifestaciones, dándo- 
me cuenta del recibo de la presente, y á su tiempo de la deter- 
minación que adopte y resolucidn que recaiga en el proceso. 

1.' de Septiembre de 19x0. 

Artículo 349. 
-p. 

Se ha enterado esta Fiscalía del resultaclo que ofrece el su-. 
mario nhin. 14 instruido por el Juzgado de ...., con motivo de ha- 
ber sido inhurnado en el Cementerio civil existente en dicha po- 
blación, el cadáver de la niña ....., que había sido bautizada el 
día 20 de Marzo de 1909, hecho por el que fueron procesados el 
padre de dicha niña, que solicitó la autorización para el entierro 
civil, y el Alcalde que la conceclió. 

Aparte de consideraciones cle otra índole, que no se compa- 
decen bien con que pueda reclamarse á un padre el cadáver de 
su hijo en los términos en que al formular la denuncia lo ha Iie- 
cho el Cura ecónomo de .... . , alegando dereclios sobre el cadáver 
de la niña inhuinada, es lo cierto q u e  el heclio de que una perso- 
na acuda á la Autoridad administrativa encargada del Cemente- 



rio civil, solicitando el que en 81 se dC sepultura al cadáver de 
una persona de sn familia, sin ocultar ninguna cle las circunstan- 
cias exigidas por la ley para formalizar su petición, no es por si 
sólo constitutivo de delito ni puede serlo de una ilegal inhuma- 
ción, cuando se acucle para ello precisamente á la  Autoridad en- 
cargada por la ley de autorizarla. 

El padre de la niña de que se trata formuló su pretensión ante 
la  Autoridad competente para resolver, y este acto, Unico que se 
l e  imputa. no es ni puede ser constitntivo de delito, cualquiera 
que fuera la procedencia de su petición. 

En cuanto al Alcalde que autorizó el sepelio, si alguna re:+ 
ponsabilidad pudiera alcanzarle, sería por no haberse,ajustadc á 
las prescripciones legales al conceder la autorización, y consta 
no sólo que al acudir á él se habian cumplido los requisitos exi- 
gidos por el art. 73 cle la ley de Registro civil, sino que después 
cle concedida la licencia de enterramiento. ante las reclamacio- 
nes que se le hicieron, acudió en consulta á su superior jerárqui- 
co el Gobernador civil de la provincia, quien de un modo termi- 
nante le ordenó que mantiiviera el deseo de los padres de la fina- 
da, orden á que se ajustó y que, en todo caso, le eximiría de res- 
ponsabilidad criminal. 

No aparece, por lo tanto, que se contraviniera á lo prevenido 
en las leyes y reglamentos respecto al tiempo y formalidades 
prescritas para las inhumaciones, ni aun respecto al sitio, pues 
consta que se realizó en lugar destinado á verificar!as, que son los 
requisitos exigidos por el Cócligo penal, 4 cuyos preceptos no 
puede darse otro alcance porque no pena el hecho de que se falte 
á otras prescripciones reglamentarias que á las relativas á que 
tengan lugar previos los requisitos legales y en lugar autorizada- 
mente dispuesto para llevarlas á cabo. 

Las diferencias esenciales entre los hechos resultantes del 
presente sumario y los que dieron lugar al que sirvió de base á la 
sentencia de este Tribunal Supremo de 24 de Mayo de 1909, no 
autorizan el que Csta se estime como precedente de necesaria 
aplicación, cuando en el presente caso no hubo la previa confa- 
bulzcióii y acuerdo á que dicha sentencia alude, ni tuvo lugar el 
sepelio, como ocnrrió en aquC1, en un cementerio en construc- 
ción, aun no abierto al pí~blico, el que por lo tanto no estaba to- 
vía destinado á llevar á cabo inhumaciones, ni probablemente 
dotado de los servicios necesarios al efecto. 

Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas debe V. S. 



solicitar el sol~reseiiniento libre cle la referida causa, fundado en 
el núm. 2 . O  del art. 637 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

Del recibo de la presente y oportunamente de la resolución 
que recaiga se servirá darme inmediatamente aviso. 

Artículo 5349. (5, ,/-f , 

Se ha enterado esta Fiscalia de los autos dictados por el Juz- 
gado de instrucción de ....., en el sumario número 84 del corrien- 
te  año, por los que se decretó el procesamiento de ... ., padre 
de un niño cuyo cadáver fué inhuinado en el Cementerio civil, y 
de D. ...., Alcalde de dicho termino municipal, que autorizó la 
inhumación. 

Prescindiendo de las consideraciones á que puede prestarse 
el hecho de que, en contra del padre de una criatura, se aleguen 
derecl-ios sobre el cadáver de la misma. el que el referido padre 
haya acudido á la autoridad administrativa encargada del Cemen- 
terio civil solicitando que en él se diera sepultura al cadáver de 
su Iiijo, sin ocultar ninguna de las circonstancias exigidas por la 
ley para formalizar su petición, no es por si sólo constitutivo de 
delito ni puede nunca serlo de i~na  ilegal inhumación, cualquiera 
que sea la ~rocedencia de la petición, cuando para efectuarla se 
acude precisamente A la autoridad encargada por la ley de adop 
tar resolución. 

En cuanto al Alcalde que autorizó el sepelio sólo podría al- 
canzarle responsabilidad si no se hubiera ajustado á las prescrip- 
ciones legales al conceder la autorización, y aparte de que, se- 
gún se consiPa en los resultandos de los a~itos, al acudir á 61 se 
liabian cumplido los requisitos exigidos por el art. 75 de la ley 
del Registro civil, es lo cierto que en el primer momento se negó 
á permitir ia inhumación, y sólo concedió su licencia desp~iCs de 
consultar á su superior jerárquico el Gobernaclor civil de la pro- 
vincia y de recibir la orden cle dste, que en todo caso lo eximiría 
de revponsabilidad criminal. 

No aparece que se contraviniera á lo prevenido en las leyes y 
reglamentos respecto al tiempo y formalidades prescritas para las 
inliumaciones, ni aun respecto al sitio en que se  llev6 á cabo, 
puesto que se realizó en un lugar destinado á verificarlas, que 
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son los requisitos exigidos por el Código penal, á cuyos precep- 
tos no puede darse otro alcance, pues no pena el hecho de que 
se  falte á más prescripciones reglamentarias que á las relativas á 
que se realicen previos los requisitos legales y en lugar clispues- 
to especialmente para llevarlas 6 caho. 

El Código en este precepto no ~ailcionó ocros hechos que los 
que taxativamente preve, siendo ajena por completo á la cues- 
tión planteada la de si puede prescindirse de que los párvulos 
bautizados reciban sepultura eclesiástica, cuestión que cuales- 
quiera que sean los términos en que se resuelva no es determi- 
nante de la existencia de delito, ni así se ha estimado en los ca- 
sos en que ha sido sometido á la resolución del Gobierno. 

Las diferencias esenciales entre los hechos resultantes del 
presente sumario y los que dieron lugar al que sirvió de base á 
la sentencia de este Tribunal Supremo cle 24 de Mayo de 1909, 
no autorizan el que ésta se estime como precedente de necesa- 
ria aplicación, cuando en esta causa no aparece la previa confa- 
bulación y acuerdo á. que la sentencia alude, ni el actual sepelio 
tuvo lugar como aquél, en un cementerio en constr~icción, aiin 
no abierto al piiblico y el que, por lo tanto. no estaba todavía des- 
tinado oficialmente á llevar á cabo inlinmacioiies, iii probable- 
mente dotado rle los servicios ilecesarios al afecto. 

Ajustándose extrictamente á estas co~isideracioiies debe V. S. 
mantener la apelacióil, solicitatido la alisoluta revocación del 
auto recurrido, y en su día el sohreseimiento libre de la causa, 
fundado en el número 2.' del artículo 637 de la ley de Enjuicia- 
miento criniinal. 

3 d e  Noviembre de zara. 

Arriculo 366 del Código penal, en relacion con el Real decreto 
1 j;. , de 11 de Marzo de 1892 y laley de 27 de Julio de 1895. 

En el informe dirigido por V. S. & esta Fiscalía dan~lo cuenta. 
cle la itispección personal que ha llevarlo á cabo de los sninarios 
que, corno Juez especial, instruye el de ..... , por fabricación de 
vinos artificiales y adulteración de vinos, plantea una cuestión 
legal de indudable importancia que surge del detenido estudio 
que demuestra haber heclio cle estos procesos. 

Coino acertadamente indica V. S., ninquna clificultad puede 



ofrecer la calificación de los hechos como constitutivos de delito 
en los casos en que se trata de fabricaci6n de vinos artificiales, 
ni en aquellos en que aparezca que los vinos naturales Iian sido 
adicionados con materias colorantes U otras, para comunicarles 
cleterminadas condiciones de que naturalmeilte carecieran, pues 
aparecen de un modo indudable coinprendidos en la ley de 27 de 
Julio de 1895; pero al tratarse de los vinos llamados enyesados, 
por haber sido objeto de esta operación al fabricarlos, surge la 
eluda respecto á su más acertada calificación, atendiendo á las 
prescripciones vigentes en la materia, y especialmente d las con- 
signadas en el Real decreto de 11 cle Marzo de 1892, que, entre 
otras operaciones en la elaboración y conservación de los vinos, 
autoriza la del enyesaclo siempre que el vino no resulte con más 
de dos gramos por litro, y la ley citada de 27 cle Julio de 1595, 
que, después de prohibir en absoliito la fabricación de vinos arti- 
ficiales y clisponer que á los fabricantes se aplicaran las pmas 
del art. 356 del Código penal, declara en su art. 4.O, para la de- 
bida inteligencia de la misma ley, que es vino artificial todo el 
que no proceda cle la fermentación, sea cualqiiiera el tiempo en 
que se  verifique, del jugo de la tiva fresca y el adicionado coi1 
cualquier substancia química 6 vegetal que no proceda de los ra- 
cimos de uva. 

Los términos absolutos en que aparece redactada la iiltima 
parte de este articiilo pudieran clar lugar á que en:ellos se enten- 
clieran comprenclidos, como V. S. indica, los vinos enyesados, 
tocla vez que si no después de elaborados, para su. fabricación 
se lia llevado á efecto en los lagares una adición de yeso á los 
racimos de uva; y si así se admitiera resultaría prohibido por la 
ley el empleo en la elaboración y fabrricaci6n de toda substan- 
cia que no procediera de los racimos de uva y elevado este he- 
cho á la categoría de delito, con lo que, en caso alguno, podrian 
ser aplicadas las prescripciones del Real decreto de 11 de Mar- 
zo de 1892, que, en su consec~iencia, debería entenderse total- 
mente derogado. 

Ello, no obstante, tanto la Real orden de 23 de Julio de 1908 
como el Real decreto de 22 de Diciembre del mismo año sobre 
Iiigiene de los alimentos, expedidos ambos por el hlinisterio de 
la Gobemaciiin, parten del siipuesto de la s~ibsisteiicia del Real 
decreto de 1892 en lo que al enyesado de vinos se refiere; las 
sentencias de este Tribunal Supremo cle 16 de Abril de 1907 y 
26 de Noviembre de 1909, citan las disposiciones ilel mismo Real 



decreto en cuanto B la proporción de yeso autorizada por litro de 
vino; y, por iiltimo, la Real orden de 14 de Noviembre del aiio 
próximo pasado, expedida por el Ministerio de Fomento, dispone 
que para la calificación de lo que se entiencle por vinos artificia- 
les, se tenga en cuenta con la mayor exactitucl lo que prescribe 
la ley de 27 cle Julio de 1895, y los articulas l." al 5." del Real 
decreto de 11 de Marzo de 1892, y en su núm. 4.O establece que 
se castigue 5 los interesados con arreglo á lo que previene el ar- 
ticulo 2.' de la ley y el 9." del Real clecreto citados. 

El coninnto de estas disposiciones pone de manifiesto que nun- 
ca ni por ningún Centro se ha entendido derogado en absoluto el 
Real clecreto de 1892 por la ley cle 1895. Y si se atiende á la vez 
a los términos en que uno jr otro precepto estáii concebidos y á 
los fines que persiguen, se evidencia qiie sus prescripciones no 
resultan por completo incompatibles. El Real clecreto de 1892, 
modificando las prescripciones entonces vigentes que autorizaban 
la elaboraci6n de vinos artificiales (Real orden de 23 de Febre- 
ro de 1860), prohibió que se designara con el nombre de vino 
cualquier otro proclucto que no f~iera el liquido resultante de la 
fermentación del zumo de uva, sin adición de substancias extra- 
ñas á los componentes de la misma: estableció las operaciones 
permitidas (art. 2.') en la elaboracidn y conservaci6n de los vinos, 
entre las que figuraba el enyesado; prohibió (art. 3.') el empleo 
en la fabricación de toda clase de bebidas alcoliólicas y la adición 
á los vinos (distinguiendo estas dos operaciones) de determinadas 
siibstancias, prescribiendo (art. 4.O) que los que la contuvieren se 
considerarán adulterados y nocivos á la salud; prohibió igual- 
mente (art. 5.') la fabricación y venta con el nombre de vino de 
cualquier liquido 6 producto que no reuniera las condiciones ex- 
presadas en los artículos 1.O y 2.O, aun cuando en su confección 
s e  emplearan materias no declaradas perjudiciales B la salud; y 
estableci6 en el art. 9.O las responsal~iliclades gubernativas exigi- 
bles por las infracciones de lo prevenido en sus anteriores ar- 
ticulo~. El fin de la ley de 1893 fué prohibir la fabricación de vi- 
nos artificiales, no reg~ilar la elaboración y conservación de los 
vinos objeto del Real decreto de 1892, y claro es que al disponer 
que se consideraran como artificiales los vinos á los que se liubie 
ra ndicio~z~zdo ..... , partía de la base de la existencia de un vino 
natural ya fabricado en las condiciones en que las disposiciones 
vigentes autorizaran su elaboración. De aqui que las prescripcio. 
nes del Real decreto de 1892, relativas á las operacioiles permiti- 



das en la elaboración de vinos naturales, no puedan eiltederse 
derogadas por la ley de 1Sq5, rectamente interpretada y que pue- 
dan coexiqtir una y otras disposiciones y tener aplicación inde- 
pendiente en sus respectivos casos. 

Coino resumen cle lo expuesto, el criterio que debe sostener 
el Ministerio fiscal puede concretarse en los siguientes términos: 
la fabricación de vinos artificiales y la adición á los naturales de 
cualquier substancia química 6 vegetal que no proceda del jugo 
de los racimos de uvas, es siempre puilible con arrecio al art. 2 . O  
de la ley de 1895, como tainbiéii lo es el empleo en la fabricación 
de vinos de las s~ibstaiicias comprendidas en el art. 3 . O  del Real 
decreto de 1892; y en cuanto á las adiciones permiticlas por el ar- 
ticulo 2 . O  en las op~raciones de elaboración y conservación, 11a- 
brá que determinar si exceden de la proporci6n autorizacla, y cle 
exceder, si resultan nocivas á IR salud, para aplicar en este caso 
las prescripciones del art. 336 del Código penal 6 solamente la 
sanción gubernativa que establece el art. 9.'' del Real decreto, 
regnlada por el reglamento dictado para su ejecución en 2 de Di- 
ciembre clel mismo año 1892. 

Otra cuesti6n de reconocida importancia lian s~iscitado los in- 
teresados relacionada con las medidas de oc~ipación de los vinos 
enyesados llevada á cabo por el Juzgado, alegando los perjuicios 
que de ellas puclieraii resultar, tanto á sus intereses privados, 
como 5. la industria en general, por la pérdida de una parte de su 
riqueza, cuestión sobre la que recientemente han llamado la 
atención del Goliierno. 

Las prudentes medidas adoptadas por el Juzgado nombrando 
depositarios de los vinos intervenido.; á los propios cosecheros, y 
aiitorizándolos pira hacer la.; operaciones que exija la buena con- 
servación de los caldos, evita todo riesgo de perjuicio por pérdi- 
da de los inismos sin nlenoscabo de la justicia desde el momento 
en que, aforaclas las existencias intervenidas y recogidas mues- 
tras bastantes con intervenci6n de los fabricantes, cuenta la iii- 
vestigación judicial con elementos suficientes para el completo 
esclarecimiento de los hechos y determinación de las respoiisa- 
bilidades que de ellos poclieran derivarse, no quedando subsis- 
tente el temor de otros perjuicios que los que pudieran resultar 
de la retirada de los vinos de la circulación hasta la terminación 
del proceso. Con objeto de evitarlos, propusieron varios interesa- 
dos que el Juzgado los autorizara para la mezcla con otros vinos 
no eiiyesadoi 6 que lo estuvieran en menor proporción; para la 



venta de los intervenidos con destino á ser mezclados con otros; 
y para la de los mismos vinos después cle hecha la mezcla con los 
no enyesados en las bodegas en que por existir de las dos clases 
pudiera llevarse á efecto la operación. Cnalquiera de estas medi- 
das supondría la entrega á los interesados de los caldos deposita- 
clos y, por tanto, el autorizar su circulaciún y venta no consen- 
tidas pór las disposiciones administrativas vigentes, que prohiben 
la existencia, en bodegas y almacenes, de vinos en tales condi- 
ciones. 

Aunque la oc~ipación de muestras bastantes y aforo de eñis-. 
tencias suministren los datos necesarios á la acción judicial, y por 
ello en nada perjudicaría á ésta la entrega pretendida, si los due- 
ños garantizaran el valor de lo recibido hasta la terminación del 
proceso, dicha entrega no puede aiitorizarse sin estar los vinos en 
condiciones legales para su circulación y estancia en bodegas y 
almacenes. Asi, pues, sólo en el caso de que los interesados su - 
rninistraran los caldos necesarios para realizar la mezcla, y ésta se 
llevara á cabo con intervención de la estación vinicola 6 Escuela- 
gynjñ. de Agricultura á que oficialmente cnrresponcla la fiscaliza- 
ción técnica en la materia, podría accederse á SLI entrega previo 
el correspondiente aforo y garantia después que del examen y 
correspondiente dictamen pericia1 del mismo centro oflcial res~il- 
tara que los vinos se hallaban en condiciones legales. 

Claro es que estas medidas no son para adoptadas de oficio, 
pero se las indico para en su caso, como expresión del criterio 
que pt~diera servirle de guía y medio cle armonizar intereses sin 
detrimento de la justicia ni infraccióii de disposiciones adminis- 
trativas que deben respetarse. 

Articulo 454. 

No obstante la satisfacción con que esta Fiscalía ha visto el 
celo desplegado por V. S. en la preparación del recurso de casa- 
ci6n por infracción de ley contra la sentencia dictada por esa 
Audiencia provincial el 13 de Julio último en la causa seguida 
á ..... , ha desistido del expresa lo recurso por entender que la 
facultad concedida por el legislador al Tribunal seiitenciaclor, 
en el art. 454 del Código penal, de imponer la pena con sujeción 



á la gravedad del hecho coiistitutivo del delito de abusos des- 
honestos, no debe ser materia de casación, y por lo tanto, el re- 
curso, á más de su dudoso éxito, careceria de condiciún tan in- 
dispensable para su admisión. 

Lo que participo á V. S. para su debido conocimiento. 

73 de  Julio de rgio. 

, Articulo 482. 
$. r.: 

Enterado de su coinnnicaci~;n feclia 5 del corriente mes y del 
suelto publicado en el periódico El Ade2a~tto á que la misma se 
refiere, esta Fiscalia entiende que el caso consultado no está 
comprendido en la resoluci6n de l." de Agosto de 1908 inserta en 
la Memoria de dicho año que se cita, sino en la de 15 de Junio 
que la precede y establece la distinción entre los actos ejecuta- 
dos por los icdividuos cle una comunidad coino miembros de la 
misma y con este solo carácter, y los que afecten á las funciones 
que los mismos desempeñan y á su caliclad de sacerdotes y mi- 
nistros de la religión católica. 

En este último concepto no puede desconocerse el carácter 
cpie tienen reconocido por la jurisprudencia de clases determina- 
das del Estado; pero en el primero en modo alguno pueden os 
tentarlo. Y como en el escrito .de que se trata no resulta alusión 
alguna que afecte á esas funciones sacerdotales y de ministros de 
la religi6n, no cabe aplicar al caso la excepción que de la regla 
general de proceder establece el art. 48 '  del Código penal. 

8 deJulia de rgro. 

1 -  Artículo 621, párrafo último. 

Vista la comanicación de V. S. y el testimonio que á ella 
acompaña de la sentencia dictada por la Audiencia provincial de 
esa ciudad condenando á ..... y á. ..... como autores del delito de 
robo en edificio público, sin armas y en cantidad inferior á 500 
pesetas, esta Fiscalía lia acordado desistir del recurso de casa- 
ci6n preparado por V. S. contra el indicado fallo, porque estando 
castigado este delito en el último párrafo del art. 311 del Código 



penal con el grado rninimo del presidio correccional en su grado 
medio al presidio mayor en el mínimo, la penalidad correspoli- 
diente á ..... , en quien se  da la atenuante especifica de ser me- 
nor cle diez y ocho años, es con arreglo al segundo apartado del 
articulo 86 de la propia ley, la inmediata inferior, que se compo- 
ne de arresto mayor eti el grado meilio á presidio correccional en 
el millimo, y que siguiendo la regla de analogía debe imponerse 
también en el grado mínimo, dividiendo en tres periodos iguales 
el tiempo de su duracióti y aplicando el que proceda según las 
circunstancias genéricas que se aprecien, como asi In ha heclio la 
Sala, imponiendo á ..... , en méritos de las agravantes cle reinci- 
dencia, nocturnidad y vagancia, cuatro meses de arresto mayor, 
máximum de la penalidad iniponible en este caso. 

La de dos años y cuatro meses pedida por el Ministerio fiscal, 
no sólo se aparta de la regla anteriormente expuesta y de la ju- 
risprudencia constante del Tribunal Supremo, sino que además 
condiice al extremo de que el reo menor de diez y ocho aiios del 
delito de robo en casa habitada. sin armas y en cantidad que no 
exceda de 500 pesetas, sea castiqado más gravemente que el reo 
de robo con armas 6 cle cantidad superior A 500 pesetas en qoieii 
concurra la misma circunstancia, cuando precisamente el Código, 
distinguiendo im delito de otro, señala siempre al primero el gra- 
do mínimo de Ja penalidad asigiiacla al segundo, distinción que 
no puede borrarse al hacer los desceiisos que determinan los al-- 
ticulos 66 al 73 inclusive, y el S6 núm. 9." antes citado. 

Procure V. S. ajustar á este criterio sus peticiones en casos 
análogos, y sirvase acusar recibo de la presente comiinicacióii. 

r? de Julio de i$Io. 

, Articula 812. 

Esta Fiscalía Iia examinado detenidamente la coiisnlta que 
formula V. S .  e11 su comunicación de 9 clel corriente mes con re- 
lación á la causa instruida bajo el número 19 de 1910, por el Juz- 
qado de.. ... , y aunque se halla conforme en lo esencial, supuesta 
la debida comprobación de las tres infracciones realizadas den- 
tro del plazo de los treinta días y en las condiciones que indica, 
con el criterio en que  la misma se informa, entiende que seria 
conveniente precisar si las distintas fincas A que alude, en que se 



realizaron las iiifraccioiies, se hallan coinprendidas bajo las mis- 
mas lindes, formando un sólo coto, pues si así fuera, perderia su 
importancia la cuestión que podría originar mayores dudas en la 
aplicación del texto del art. 612 del C6digo penal, de si las faltas 
se Iiabian cometido en una sola 6 distinta finca, ya que de resul- 
tar agrupadas vendrían entre todas á constitiiir una sola lie- 
redad. 

r 6 d e  Maya de , ? i r .  

Articulo 6 l a .  r. IP, 
Oportuiiamente se recibió en esta Fiscalía su comuiiicaci6n 

de 27 del mes próximo pasado en que, con referencia á la causa 
que instrnye el Juzgado de ....., bajo el número 19 de 1910, da 
cuenta de que, en algunos de los terrenos en que se causaron 
los daños, tomando como una sola finca las clistintas parcelas con- 
tiguas que S- comprenileii bajo unos linderos, entraron tres ve- 
ces los ganados en el espacio de treinta clias, circunstancia que. 
como le indique en mi Comunicación de 16 cle Mayo iiltimo, disi- 
pa toda duda en la aplicación del art. 612 del C6digo penal. 

i 7  de Junio de ~ g i i  



l e y  Org8nica del Poder julicinl. 

)f. 
Artículos 339 y 340. 

La resolucióii de las cuestiones que plantea V. 1. en su comu- 
mcación de 20 del mes próximo pasado, con motivo del sumario 
instruido contra ..... y su esposa ....., por el delito de hurto do- 
in8stico cometido en la Repíiblica Argentina, depende casi ex- 
clusivamente de la calificación legal que merezca el hecho per- 
seguido, en cuanto á si puede 6 no reputarse como delito grave. 

Este primordial pnnto debe ser resuelto en sentido afirrnati- 
vo, como acertadamente indica V. I., toda vez que, al expresado 
delito cle hurto doinéstico en cantidad mayor de 2.500 pesetas, 
señala la ley la pena de presidio correccional en su graslo máxi 
mo á presidio mayor en el mínimo, que en este último grado esta 
comprendida entre las penas aflictivas. 

Tanto el tratado existente con la República Argentina, como 
la prescripción general del art. 340 de la ley provisional sobre 
organización del poder judicial, que determina la competencia de 
nuestros Tribunales para la persecución de delitos cometidos en 
pais extranjero, se refieren á la calificación del delito con com. 
pleta independencia de la penalidad que por diversas circunstan- 
cias sea aplicable á los que por cualquier concepto aparezcan 
responsables del mismo, sin establecer limitación alguna al 
efecto. 

Partiendo cle esta base, no puede desconocerse la competen- 
cia de ese Tribunal para la persecución y castigo del delito de 
que se trata desde el momento en que concurren las circunstan- 
cias prescritas en el art. 339 de la ley citada, aunque no esté 
comprendido en ninguna de las categorias designadas en el ar- 
ticulo 2.' del tratado. Los delitos á que éste se refiere deben ser 
persegiiidos sin consicleración á su calificación de graves 6 me- 
nos graves, en cumplimiento del convenio internacional, con 



arreglo á lo prevenido en el art. 316 de la citada ley orghnica, 
sin que esta prescripción iiinite el alcance de lo dispuesto en el 
articulo 340 cuando especialmente las partes contratantes no ha- 
yan convenido nada en contrario. 

Resuelta esta cuestión, la única que pudiera o f r~ce r  duda es 
la relativa á si la procesada ..... , hoy española, puede ser peise- 
guida en España, siendo síibdita italiana en el momento de rea- 
lizar el delito, cuestión que como la anterior debe ser resuelta en 
sentido afirmativo, porque de otro modo el cambio de nacionali- 
tlad determinaría una exencidn de responsabilidad completainen- 
te  inaclnisible. Si el autor de un delito de los previstos en el tra- 
tado debe ser entregado al Gobierno del país en que delinquió, 
si es súbdito extranjero, 6 perseguido en España, si es español, 
no puede ser admisible que un cambio de iiacionalidacl prive á 
aquel Gobierno de la facultad de obtener su extradición, sin 
trasferir la competencia para que el delito no quede impune, 
principal objeto del tratado, á la Nación de la que el reo lia veni. 
do &ser súbdito con posterioridad. De otro modo el extranjero 
que se hiciera súbdito español gozaría de un privilegio sobre los 
españoles de nacimiento, que ley ninguna autoriza ni podía auto. 
rizar sin mengua de los principios de josticia y equidad en que se 
informan las leyes y las relaciones internacionales. 

Estima, por lo expuesto, esta Fiscalía que en la expresada 
causa, una vez formulada la querella por nuestro Ministerio á pe- 
tición del Gobierno Argentino y concurriendo las demás circuns. 
tancias á que se refiere el art. 339 de la ley pro\~isional sobre or- 
ganización del poder jiiclicial, debe proceder ese Tribunal en 
la forma ordinaria sin limitación alguna. 

Articulo 763 de la ley Orglnica del Poder judicial, en relación con el 
articulo 18 de la ley de Registro civil y el art. 483 de la de Enjuicia- 
miento civil. 

- Oportunamente se recibió en esta Fiscalía su comunicación 
fecha 29 del mes próximo pasado, en que consulta la forma y 
1)rocediniiento que debe adoptarse para corregir en el Registro 
civil del distrito cle ...,, de esa capital, el acta de inscripción de 
la defunción de ....., extendida á nombre de ....., hermano de 



aquél, bajo cuyo nombre ingresó en el Hospital provincial, donde 
ocurrió el fallecimiento. 

Como quiera que con arreglo al art. 1s de la ley de Registro 
civil no puede hacerse tal rectificación sino en virtud de ejecu- 
toria de Tribunil competente, debe utilizarse al efecto el juicio 
declarativo de mayor cuantía, en el que, conforme i lo prescrito 
en el art. 483 de la ley cle Enjuiciainiento civil, I~an de decidirse 
las demandas que versen sobre estado civil de las personas, jui- 
cio que deberá instar desde luego el Ministerio fiscal como en- 
cargado de promover la acción de la justicia en cuaiito concierne 
a1 interés público, al que cle modo tan especial afecta cuanto al 
estado civil de las personas se refiere en todo caso, y muy parti- 
cularmente cuando concurren lac circunstancias que V. S indica, 
en que el interés particular pudiera tratar de utilizar en prove- 
cho propio para eludir determinadas re.;ponsal~ilidades, el error 
que clebe ser rectificado. 

Asi. pues, teniendo en cuenta lo prescrito en el art. 763 de la 
ley provisional sobre organización del Poder judicial, 18 de la 
clel Registro civil y 453 de la de Enjuiciamiento, debe V. S. for- 
mular con arreglo á las prescripciones de esta iiltima la corres- 
poncliente demanda, dirigida contra el hermano del finado, cuyo 
nombre se ha consignado en el acta de inscripción y demás per- 
sonas interesadas, que deberán ser citadas en forma legal. 

8 de Mayo de i ~ I i .  

Artculo 838, nfim. 3.", de la ley Orgánica del Poder judicial, 
en relación con el art. 56 de la ley de Enjuiciamiento civil. 

Ilustrisimo Señor: Completamente de acuerdo con la doctrina 
que expone en su comunicación de 3 del corriente mes, relativa 
ri la competencia para conocer de las diligencias sobre declara- 
ción de herederos y demás actos judiciales en que, por afectar á 
los intereses públicos ó referirse á personas 6 cosas cuya protec- 
ción 6 defensa corresponda á la autoridad, está llamado á inter- 
venir el Ministerio fiscal, debe V. 1. seguir sosteniendo el crite- 
rio que con éxito mantuvo en el caso que cita y estimó esa Au- 
diencia en su sentencia de 25 de Junio de 1907. 

La simple consideración, aparte de las atinadamente expues- 
tas por V. l.,  ¡le que en esas actuaciones por ministerio de la ley 



es parte el Fiscal y está facultado para consentir 6 no la resolu- 
ción judicial, viene á resolver la cuesti6n en los propios términos 
en que lo hace V. I., pues aun cuando llegara á admitirse una 
amplia interpretaci6n del precepto contenido en el art. 5G de la 
ley cle Enjuiciamiento civil, no bastaria nunca la simple sumisión 
de una de las partes para fijar la competencia, puesto que exige 
la ,le todas, y en este concepto la del Ministerio fiscal, que s61o 
en casos inuy excepcionales, atendiendo á consideraciones que 
no puecleil dejarse R la iniciativa individiial de cada funcionario IK 
pnede prestar su sumisión á iin Tribunal excepcional, cuando 
precisamente está expresamente llamado por el art. S38 de laley 
provisional sobre organización del Poder judicial, á sostener la 
integridad de las atrib~iciones y competencia de los Juzgados y 
Tribunales, competencia que no puede eer otra que la que la ley 
determina para cada caso especial. 

Así, pues, en todos los asuntos en que la ley exige la inter- 
vención del Ministerio fiscal, no ha de consentir éste que de ellos 
conozcan otros Juzgados 6 Tribunales que aquellos á quienes por 
Expreso precepto legal les corresponda, y claro es que desde el 
momento en que no preste su aquiescencia á que :se prorrogue la 
jurisrlicción, no puede ser de aplicaci6n el texto del art. 56 de la 
ley que se invoca para sostener la competencia clel Juez á que e1 
actor interesado qniera acudir. 

/5 1"' , 
Articulo8 907 y 921 de la ley Orgánica del Poder judicial, 

en relación con los articulos 5.O, 16 y 62 de la adicional á la misma ley 

Para resolver la consulta formulada por V. S. en su comuni- 
cación fecha 3 del actual, relativa á las dudas á que, á su juicio. 
se prestan los artic~ilos 907, en relación con el 921 de la ley Or- 
gánica del Poder judicial, y 62 cle la Adicional á la misma, refe. 
rentes á la concesión de licencias á los Fiscales municipales, ya 
que no han llegado á constituirse los Tribunales de partido á 
quienes la primera de clichas leyes atribuía la facultad de otorgar- 
las, participo á V. S. que el art 62 de la Adicional orgánica del 
Poder juclicial, respondiendo á la necesidad de establecer reglas 
para la conce~ión de licencias á 10: f~incionarios de las Audien. 
cias de lo criminal, hoy provinciales, creailas por la citada ley, 



si bien coinprendió con la denominación general de Audiencias, 
indistintamente á las de lo criminal y territoriales, se refirió ex- 
clusivaineiite á los funcionarios que en ellas prestan sus servi- 
cios, como de modo iildiidal~le se desprende al mencionarlos con 
las denominaciones cle ~J'lagistrados y Auxiliares del Ministerio 
fiscal> sin que, por lo tanto, dicha disposici6n puecla haber limi- 
tado, eil modo alguno, las contenidas en la ley OrgBnica, que 
Iiacen relación á las licencias de Jueces y Fiscales municipales. 

Estatiiido por esta ley, en sus articulos 907 y 921, que los 
Jueces y Fiscales municipales, para ausentarse por mas de treinta 
días, deberán obtener licencia escrita del Presidente 6 Fiscal de 
las Audiencias, que entoiices eran territoriales, y cuando sólo sea 
por tiempo mayor de ocho y menor cle treinta clias, precisarán li- 
cencia del Presiclente ó Fiscal del Tribonal de partido, es evi- 
dente que se distinguió acerca de la Autoridad que habría de 
otorgar tales licencias en consideración al tiempo de su duración, 
y como aunque no se hayan llegado á constituir los Tribunales 
de partido. ninguna disposición legal Iia conferido expresamente 
el conceder las licencias menores de treinta dias á los Presiden- 
tes y Fiscales de las Audiencias territoriales, se hace preciso exa- 
minar los demás preceptos legales que se relacionan con la orga- 
nización actual de los Tribunales, para deducir si tal fac~iltad 
debe estiinarse atribuida á los Presidentes y Fiscales de las iilen- 
cionadas Aucliencias 6 B los de lo criminal, hoy provinciales. 

Abonan este último criterio, y por ello viene así practicándo- 
se, cle una parte el que las Aucliencias cle lo criminal, hoy pro- 
vinciales, lian venido á sustituir á los Tribunales de partido, asii- 
miento cuantas facultades se otorgarnn 5 éstos, y de otra, los 
preceptos contenidos en los articulos 5 . O  y 16 de la ley Adicional 
á la orgánica clel Poder judicial, según los cuales, y en lo que 
especialmente afecta á los Fiscales m~inicipales, los Fiscales de 
las Audiencias provinciales son Jefes y tienen jurisdicción disci- 
plinaria sobre los que ejercen el Ministerio fiscal en los Juzgados 

' municipales. 
A V. S., pues, puesto que de V. S. deptnde directamente y 

ninguna disposición legal se lo veda, corresponde otorgar á los 
Fiscales municipales de esa provincia cuantas licencias solici- 
ten y 1x0 excedan de treinta días. 

Del recibo de la presente-sírvase V. S. darme el debido aviso. 



Ley adirional L la OrgLnira 161 Poder jadicial. 

c. 1 ( , Articulo 68. 

En vista de lo establecido en el art. 38 cie la ley Adicional á 
la Orgánica del poder judicial, y en la Circular de esta Fiscalia 
de 24 de Octubre de 1593, no es posible que sica s~ibsistiendo el 
nombramiento de Delegado del Ministerio fiscal en el Juzgado 
de primera instancia de ....., hecho en 7 de Junio de 1892 á favor 
del Registrador de la Propiedad cle aquel partido, que sólo inte- 
rinamente podia hacerse cargo de dicha representación y que 
tampoco puede ser Delegado con otro carricter que el meramente 
circunstancial que atribuye la ley á estas delegaciones. 

Debe, pues, V. S., en cumplimiento de los preceptos iiidi- 
cados, dejar sin efecto clesde luego la expresacla Delegación y 
atender al servicio en la forma que las referidas prescripciones 
establecen, en el caso de que en el Fiscal municipal de aquel 
t8rinino no concurra la cualidad de letrado, 6 de que teniéndola, 
entienda V. S. que median circunstancias que aconsejen la desig- 
nación de otro abogado. 

Del recibo de la presente se servirá V. S. darme inmediato 
aviso. 

i6 de Enero de rorr. 



Ley de Enj~iicirmienlo criminal. 

Artículos 64, 96 y 99. c.kv/ 
Se ha recibido en esta Fiscalía la comunicación de V. S . ,  fe- 

cha 5 del corriente mes, en que consulta si debe abstenerse de 
intervenir en la causa instruida contra .. .. por parricidio, en 
atención á haber conocido cle la misma como Magistrado. 

Cualquiera que sea la interpretación que merezca el texto de 
los articulas 96 y 54 de la ley de Enjuiciamiento criminal, como 
esta misma, en su art. 99, encomienda á los Fiscales de las An 
diencias Territoriales la decisión, sin ulterior recurso, de las re- 
clamaciones que contra las resoluciones de los Fiscales de las 
Audiencias de lo criminal puedan deducirse, á clicha autoridacl, 
como superior jerárquico Jebe V. S. consultar cuantas dudas 
pudieren ocurrirle en la materia, por ser la llamada por la ley á 
resolver. 

io de Abril de Igrr. 

artículo 666. 

Se ha recibido en esta Fiscalia la consulta que acompaña á su 
comunicacióri de 1." del corriente mes, con relación 6 la causa 
número 37 de 1907 instruida por el Juzgado de .... , con motivo 
del articulo de previo pronunciamiento promovido por la defensa 
de ..... , solicitarclo que s e  estime la excepción de nulidad de la 
extradicidn del reo, solicitada y obtenida por nuestro Gobierno 
del de  la República Argentina, y en su consecuencia, que se re- 
ponga la causa, en cuanto á dicho procesado, al estado de rebel- 
día en que por su ausencia estuvo aiites constituido. 

La cuestión suscitada se refiere exclusivamente á la ejecución 



de un convenio internacional, que ni está comprendida en ningu- 
no de los artículos de previo y especial pronunciamiento autori- 
zados por la ley de Enjuiciamiento criminal, ni podía estarlo por 
razón de su materia, porque el cumplirnie~ito de los Tratados in- 
teriiacioiiales es una cuestidil excliisiva del Gobieiiio, indepen- 
diente clel enjuiciainieiito y fallo de la.; causas por los Tribunales 
de justicia, que carecen de competencia para hacer la cleclara- 
ción de nulidad pretendida, sobre la que ~610, eii su caso, el mis- 
mo Gobierno podría resolver. 

Así, pues, aparte de que los términos del Tratado que se invo- 
ca autorizan la extradición, resulta en absoluto y en todo caso 
improcedente el incidente promovido por la defensa del procesa- 
do, que debe V. S. solicitar que sea rechazado, cliindoine ciien- 
ta, con remisión de cop'a literal, de Ia resolución que adopte 
esa Audiencia. 

Del recibo de la presente y cle haberle prestado el debido 
rnmpliinieilto, se servir5 V. S. darme inmediato aviso. 

4 d e  Abril de  i g i t .  

Articulo 886 y 3 . O  del Convenio de extradici6n celebrado 
con la República Argentina. 

En vista de la colisulta formulada por V. S. respecto ii la 
procedencia del incidente de previo y especial pronunciaiiliento 
promovido por la representación de ..... , en cansa que se le  sigue 
por el delito de hurto, esta Fiscalía ha reclamado ciiai~tos antece- 
dentes se relacionaii con la situación del referido procesado, y de 
su examen, que confirma en lo esencial las alegaciones hechas á 
nombre del mismo, resulta: que al ser declarado rebelde en 19 
de Dicienibrc de 1393, en la causa de que Iioy se trata, se seguía 
contra él otro procedimiento por el delito de agresión d fuerza 
armada, cometido el 14 de Septiembre anterior, que se tramitaba 
por la jiirisdicci6n de Guerra; que noticiosa é ta de que el refe- 
rido reo se  encontraba en Buenos Aires, donde se logró su de- 
terici6n, forn>iiló la oportuna demanda de extradición, por virtud 
de la que fué e:itregado al Gobierno españo!, abriéndose el pro- 
ceso seguido ante la Autoridad militar, en que con fecha 5 de 
Abril del corriente año recay6 sentencia absolutoria, notificada 
en 24 del mismo mes al ....., que qued6 en I'bertad en esta fecha, 

3 



expidiéndosele el correspondiente pase para que marchara á Al- 
geciras para embarcar con rumbo á Buenos Aires; y que detenido 
á los cinco dias en 1.ucena y abierto contra el misino siiinario por 
uso de nombre supuesto, procedimien!~ en que recayó auto de 
sobreseimiento, frié puesto á disposicióii del J~izgado de Arclii- 
dona en virtud de las requisitoria.; publicadas al ser declaraclo 
rebelde, sin que haya forinulado reclaniacióti alguna contra la 
apertura de este procedimiento. 

La cuestión que hoy suscita la defensa del procesado se refie- 
re exclusivamente á la aplicación clel Trat,icto de extradición con 
la República Argentina, con arreglo al que el iiidivicluo eiitiega- 
do en virtud de dicho Tratarlo no pue le ser perseguido por iiin- 
gún crimen anterior. distinto al que haya motivado su extracli- 
ción, ámenos que, entre otros casos que no ion de aplicación al 
presente, después cle caqtigado, absuelto 6 perdonado del delito 
que motivó la entrega, permaneciera el reo en el país tres meses 
c3ntados desde la fecha de la sentencia absolutoria. 

Esta cuestión ni es ni puede ser objeto de ninguno c'e los in- 
cidentes cle previo y especial pron~inciainiento autorizados por el 
art. 666 de la ley de Eiijuiciainieiito criminal, ni, por otra parte, 
el promovido fuera del plazo que establece el art. 667 <le dicha 
ley, poclria ser admitido. Se trata de una aplicación de conveiiios 
internacionales que en ~iacla afecta al enjuiciamiento y fallo de 
las causai, por virtud de la que la acción de la justicia que esta 
encargado de promover el Ministerio fiscal, que la 1 ez tiene la 
representaciót, clel Gobierno en sus relaciones con el Poclcr judi- 
cial, lia de quedar I~aralizada durante u11 determinado periodo de 
tiempo, en cumplimiento (le un compromiso internacional con- 
traido por el Gobierno al que corresponde velar por la soberanía 
de la nación 5. que tales cuestiones pueden afectar. 

Asi, pnec, I esulta improcedente en absoluto el incidente pro- 
inovi 1 0  por la defensa del procesado, que debió acudir en vía 
gubernativa á demandar la ejecución de lo convenido para para- 
lizar el elercicio de 'a acción penal por el periodo de tiempo se- 
ñalado. Desde luego, el Ministerio fiscal se hubiera abstenido 
de  toda intervención de haber constado en el suniario la situa- 
ción especial drl presunto reo, y si esta falta de antecedentes y 
noticias ha determinado el que de otro modo se proceda, desde 
el  momento en que dichos extremos resultan comprobados, debe 
nuestro Mir~isterio abstenerse de toda gestión, secundando los 
compromisos internacionales contraidos por el Gobierno. 



En SII consecuencia, esa Fiscalía debe emitir dictamen en el 
sentirlo de que el incid-nte de previi y especial pronunciamiento 
promovido es en al~soloto iinprocedente, y al propio tiempo 
Iincer presente al Trik~iiial que, en ciimpliiniento de lo estable- 
ciclo en el art. 3.' del convenio cle extradición celebrado con la 
Repi~hlica Aigeiitiiin, firrnarlo en Biienos Aires el 7 de Mayo 
cle 1881, se abstiene por ahora del ejercicio de toda acción contra 
el procesaclo, que en su consecuencia deberá ser puesto en liber- 
tad, haciéndole entrega del pace que le fiié expedido por la Au- 
toridad tiii'itar después de hacer constar en él la fecha en que se 
verifique rí los efectos que procedan en lo sucesivo. 

Con tal nhjeto remito & V. S. el testimonio y pase expedidos 
por la Autoridad militar, que son adjoiitos, á fin de que los acom- 
pañe el escrito que Iia de formular. 

Articuloe 741 y 849, nitm. 2." 

Con la coinuiiicación de V. S. fecha 15 del actual, se ha reci- 
bido en esta Fiscalia una copia siinple de 19 sentencia absoliito- 
ria dictada por esa Audiencia en 4 del mismo mes, en la causa 
seguida por el Juzgado cle instrucción de ....., á D ....., por delito 
de retardo malicioso en la Administració~i de justicia, como Juez 
municipal de ....., y el informe emitido por V. S. en justificación 
de la procedencia del recurso de casación por infracción de ley, 
preparado por V. S. contra la expresada sentencia. 

De diclio recurso, no obstante el celo, digno de aplauso, de- 
mostrado por V. S. en su preparación, se ha desistido por esta 
Fiscalia, teniendo en cuenta que no podía prosperar, tanto por- 
que, omitiéndose en la sentencia la declaracióii de heclios pro- 
bados, que exige el nfim. 2." del art. 849 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal carecía el recurso de este imprescindible requi- 
sito para su aclmisión, como porque, constituyendo la malicia, e1 
elemento esencial del delito por V. S. acusado, y f~~ndándose el 
fallo al~solutorio en no haberse demostrado aquélla, contra tal 
apreciación de la prueba, hecha por el Tribunal sentenciador, 
usando de la oinniinoda facultad que le concede el art. 741 de la 
ley procesal citada, no puede recurrirse en casación. 

Encarezco á V.  S. para en lo sucesivo la necesidad de que, 



además de su informe y copia simple de las sentencias contra las 
que prepare V. S. el recurso de casación por infracci6n de ley, 
acompañe certificación 6 testimonio literal de la misma senten- 
cia, que es indispensable presentar en el caso de interponer cli- 
cho recurso y que exprese también V. S., si no constare en el 
mencionado testimonio, la fecha de su entrega y de la diligencia 
de emplazamiento. 

Por último, como quiera que, según se reconoce en el primer 
considerando de la sentencia que nos ocupa, despojado el heclio 
imputado al Juez municipal acusado por V. S., de la intención 
dolosa 6 malicia, queda reducido á una trasgresión de la ley co- 
rregible en la esfera disciplinaria de manera adecuada á su im- 
portancia y trascendencia, las que por la naturaleza misma y 
efectos de la falta, no permiten consentir el silencio que en este 
punto guarda la repetida sentencia, intereso de V. S. que, por 
los medios que la ley pone á su alcance, promueva su castigo, tan 
pronto como se le notifique haber quedado firme y consenti- 
da por el desistimiento cle esta Fiscalía la susodicha sentencia 
dándome V. S. cuenta á su debido tiempo de la resoluci6n que 
recaiga en el expediente de correcci611 disciplinaria. 

Lo que participo á V. S. para su conocimiento y efectos con- 
siguientes, esperando se sirva darme inmediato aviso del recibo 
de la presente. 



Ley del Jurado. 

Articulo 77, Último apartado. 

En la causa procedente de esa Audiencia, seguida contra ... .. , 
por hurto de nueve cuarlros, tres libros, cinco sillas y una cuarta 
arroba de lana, á Doña ....., la Sala segunda de este Tribunal 
casó la sentencia y cleclaró falta el Iiecho por haber contestado 
10s Jurados negativamente la pregunta de si los objetos sus- 
traídos se valoraban en 100 pesetas, pues no conteniendo el vere. 
dicto ninguna otra declaración relativa al valor de ellos, la Sec- 
ción de derecho no podía llenar este vacío estableciendo supues. 
tos que se ap~rtasen de los terrnioos de aqoél, como el de apre- 
ciar en más de 10 pesetas la cuantia del hurto, aunque existieseti 
en el proceso datos para deducirlo. Procure, pues, V. S. en lo 
sucesivo que las preguntas formuladas al Jurado abracen todos 
los elementos materiales y morales necesarios, para calificar con 
acierto el liecho justiciable, reclamando oportunamente la subsa- 
nación de todo defecto que observe en este sentido y ejercitando 
en su caso el recurso entablado en el iiltimo apartado del art. 77 
de la ley por que se rige este organismo. 

De la presente comunicación se servirá V. S. acusar recibo 
inmediatamente. 

a4 de Enero de igrr.  



l e y  clcl Noli~riadu. 

1: 17.) 
Articulo 16. 

Enterado de su comunicación de 27 del mes pr6ximo pasado, 
esta Fiscalía no encuentra inconveniente en que confiera la re- 
presentación del Ministerio fiscal en el Juzgado de ....., al Nota- 
rio D. ....., toda vez que la expresada representación, de carác- 
ter puramente circunstancial, no p u e d ~  estimarse comprendida 
entre los cargos á que se refiere el art. 16 de la ley del Nota- 
riado. 

i O ¿e Febrero ie xgrr. 



Ley de Caza. 

Ilustrisimo señor: Sin perjuicio de aplaudir el celo demostrado 
por V. 1. en la preparación del recurso de casación por infracción 
de ley, contra la sentencia clictada el 12 de Noviembre iiltimo, 
por la Sección segunda de esa Audiencia provincial en la causa 
seguida B ....., por delito de infracción de la ley de caza, ha acor- 
dado esta Fiscalia desistir del expresado recurso, en considera- 
ción á que si bien el hecho perseguiclo revestia, como acertada- 
mente entendió V. I., los caracteres del delito comprendido en 
el primer pBrrafo del art. 50 de la vigente ley de caza y no lo- 
de la falta del apartado 3." del propio artículo, aducido en la 
sentencia recurrida para exculpar cliclio delito, refiriéndose la 
intención punible del procesado á una suposición del Guarda- 
jnrado que le sorprendió, y no declarándose tampoco probado que 
el sitio fuese veda~lo, visiblemente cerrado 6 acotado, 6 que tu- 
viese pendiente cosecha, únicos casos en que es indispensable el 
permiso escrito del dueño 6 arrendatario para penetrar en pro- 
piedad ajena, la omision de tan esenciales eleinentos de justifica- 
ción del clelito, se  opon.lria fundadamente á qiie pudiese prospe 
rar la casación de la mencionada senteiicia. 

16 Diciembre de ,nro. 



by l e  23 l e  Marea de 4906. 

Articulo ' 11. < . t.-/ 1 

El  art. 11 de la ley de 23 de Marzo de 1906 prescribe de un 
modo terminante que en los procesos por delitos que dicha ley 
define, cuando sean cometidos por medio cle la imprenta, los Se- 
nadores y Diputados, mientras el respectivo Cuerpo Colegislador 
no haya dejaclo expedita 13 acción judicial, serAn equiparados á 
los exentos cle responsabilidad criiiiiiial A los efectos del art. 14 
del Código penal. Así, pues, conforme á este precepto no es po- 

- 

sible detener el curso de tales procesos, que deben dirigirse 
contra los subsidiariainente responsables, hasta dictar sentencia 
condenatoria. 

Este terminante precepto debe ser extrictaineiite cumplido en 
la causa seguida por la inserci6n en el periódico ....., de un es- 
crito firmado por D. ....., sin paralizar el proceilimietito hasta que 
recaiga sentencia 6 el Congreso de los Dip~itaclos deje expedita 
la acción judicial. 

Debe, pues, el proceso referido continuar el curso ordiiiario, 
sin perjiticio de qiie si llegare el caso, con cot.iocimieiito concreto 
de todos los anteceiites necesarios, se resuelva sol~re la actitud 
que entonces deba ndopiar el Ministerio fiscal, reproducien- 
do V. S., si lo creyere preciso, la consulta que formuló en 27 de 
Junio pasado. 

z j  de Enero d e  igt i .  



l e y  de En,jniciumienln civil. 

Articulo 56, en relación con el 63, en cuanto fija las reglas para deter- 
minar la competencia en los juicios de abintestato y actos de jurisdic- 
cion voluntaria. 

Coinpletamente de acuerdo con la doctrina que expone en su 
co~nunicación de 3 del corrieiite mes, relativa & l a  coinpetencia 
para conocer de las diligencias sobre declaracián de herederos y 
deinás actos judiciales en que, por afectar á los intereses públi- 
cos 6 referirse personas 6 cosa. cuya protecci6n 6 defensa co- 
rresponda i la autoridad, estA llamado á intervenir el Ministerio 
fiqcal, debe V. 1. seguir sosteniendo el criterio que con éxito 
inailt~ivo en el caso que cita y estimú esa Audiencia en su sen- 
tencia de 28 de Junio de 1907. 

La simple consideración, aparte de las atinadainente expues- 
tas por V. I., de que en esas actuaciones por inini~terio de la ley 
es parte el Fiscal, y está faciiltado para consentir 6 no la reso- 
lución judicial, viene á resolver la cuestión en 109 propios termi- 
nos en que lo hace V. 1.. pues aun cuando llesara ii admitirse 
una anplia interl~retacidn del precepto co~iteiiiclo en el ;irt. 56 
de la ley de Enjuiciamiento civil, no bastaría nunca la simple su. 
inisiún de una de las partes parn fijar la competencia que exige 
la de todas, y en este concepto la del RIinisterio fiscal, que sólo 
en cams inuy excepcionales, atencliendo A consideraciones que 
no pueden dejarse á la iniciativa individual de cada funcionario, 
puede prestar su sumis;6n 5 un Tribunal excepcional, cuando 
precisainente está expresamente Ilainaclo por el art. 838 de la ley 
provisional sobre organización del Poder juclicial A sostener la 
integriclad de las atribuciones y competeiicia de los Juzgados y 
Tribunales, competencia que no puede ser otra que la que la ley 
determina para caso especial. 

Así, pues, en todos los asuntos en que la ley exige la inter- 
vencián del hliilisterio fiscal no ha de consentir éste que de ellos 
conozcan otros Juzgarlos 6 Tribunales que aquellos á quienes por 



expreso precepto legal les corresponda, y claro es que desde el 
momento en que no preste su aquiescencia á que se prorrogue 
Ia jurisdicción, no puede ser de aplicaciún el texto del art. 56 de 
la ley que se invoca para sostener la competencia del Juez á que 
el actor interesado quiera acudir. 

I S  Noviembre 1910. 
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FISCAL~A DEL TRIBUNAL SIJPREhIO 

TOTAL 

Causas penllientes en las Audiellcias 1' J1l@adOs de su circunscripci6n en 1: de J,llio de 1910, incoadas desde esta feclia hasta 30 de I,lnio de 19,, 
y en ii-anlitació* el  1.' de Julio de 1911, clasificadas por Audiencias. 

DE INSTRUCCIC 
AUDIENCIAS 

la Aiidiencia. 

-- 

Madrid ............................. 
Barcelona . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Albacete ............................ 
Burgos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Cáceres . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Coruña. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Granada.. ......... . l . .  ............. 
Las Palmas.. ........................ 
Oviedo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

427 

623 

L O 3  

177 383 560 

160 224 ~ R A  

12 D 30 1 1 S9 

24 4 303 299 

23 336 1.845 2.181 

A76 714 . 1.140 

13 357 4 60 

5 645 848 

22 416 1.320 1 .736 

45 252 500 752 

14 107 82 189 

1 123 64 

--- 
Huesca ................................ 
Jaén.. ................................. 
León. ................................. 
L&rida ................................ 
Logroño .............................. 
Lugo 4 ................................. 126 206 332 

Málaga ............................... 30 366 714 1.080 

Murcia.. .............................. 
Orense:. .............................. 
Palencia . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Pontevedra.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  i 187 512 699 

Salamanca 115 91 4 26 42 ............................ 356 782 

San Sebastián.. ....................... 1 132 191 

Santander ............................ 140 

Segovia.. ............................. 
Soria. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Tarragona ............................ 
Teruel. ............................... 
Toledo.. .............................. 
Vitoria ............................... 
Zamora ............................... 

.- -- 

(1) Rectificado el error materlal padecido el ano anterior. 

Estado nnm. 1; 



Menos 
T." ,"c.- 

(1)  Rectificado el error material padecido el ano anterior. 

F 
Estado núm. 2 

FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREMO 
IP=m 

Causas pendientes en las Aiidiencias y Juzgaclos cle instrucciún el 1." cle Julio de 1910, incoaclas clescle esta feclia Iiasta 30 de Jiinio de 1911, 
y en tramitación el l." cle Jirlio cle 1911, c~asificaclas por la  natiiraleza de los Iieclios. - - - - - - - - --- %-- 

i 
lJendientes 

en 

Iticondlis 
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~ -- 

.- .- . - - 
P E N D I E N T E S  EN 1.'  D E  J U L I O  D E  1 9 1 0 .  

-- 
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~~p~ ~ ~- 

1.0 julio I ~ I I O  
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467 

316 
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17 802 

1.457 

1 584 

540 
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1.91 1 

30 .O46 

1.130 

82 

7.653 

506 

47 

18 

138 

_ 
70.224 

l." de Julio 

de 1910. 

89 

1 .E43 

1.112 

255 

124 

947 

11 086 

721 

1. 125 

30 1 

55 

1.031 

I8 571 

576 

50 

2.514 

659 

2 

3 

22 

41 08611) 

C A U S A S  

Delitos contra la Constituci6n.. ......... 

Delitos contra el orden público.. ........ 

Falsedades. ........................... 

Infracción de leyes sobre inhumaciones, 
violación de sepulturas y delitos contra 
la salud pública.. .................... 

Juegos y rifas.. ........................ 

Delitos de los empleados públicos en el 
ejercicio de sus cargos.. . . . . . . . . . . . . .  

Delitos contra las personas.. ........... 

Suicidios.. ............................ 

.......... Delitos contra la honestidad.. 

Delitos contra el honor (perseguibles de 
oficio). ............................. 

Delitos contra el estado civil de las per- 
sonas ................................ 

Delitos contra la libertad y seguridad.. .. 

Delitos contra la propiedad.. ........... 

Imprudencias.. ........................ 

Quebrantamiento de condena.. ......... 

Hechos por accidente. ................. 

T O T A L  

55 

620 

508 

t 

4 i 

360 

3.001 

202 

35 1 

179 

23 

383 

6.504 

177 

32 

1 .O59 

83 

En 

S, Q - - .- e 
E 
O 
C - 
E 

1 TOTA EMPO 

De uno -.. .s.--. a tres meses. 
- 

2 15 

En materia electoral.. .............. 

Cometidos por medio de explosivos 
(ley 10 Julio 1894). ............... 

TRANSCURRIDO DESDE LA INCOACION 

5 183 

pp -. 

i 

2 Contra la patria y el ejtrcito, previs- 

8 

10 

92 

- 

la Audiencia. 

61 

1 026 

456 

129 

84 

376 

5.865 

252 

558 

133 

26 

483 

8.523 

375 

22 

1.172 

127 

Mis  
de un ano. 

4 

3 1 

O6 

9 

A 

O 

9 

' 1808 
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7 

58 

93 

18 

1 

1 

8 

-- 
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246 

6 2 

.z, 

S, 0 

L 

E 

4 

It 4 

L.  8 

De sels meses 
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12 

41 

7 1 

244 

6 

27 

13 740 

tos en la de 23 Marzo 1906.. ...... 

Por infracción de la ley de 31 Di- 

111 310 

8 

45 
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16 

57 

41 

3 

33 

906 

10 

3 

113 

10 

T O T A L  

116 

1.646 

964 
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8.866 
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312 

49 
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54 
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i 

15 
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74 
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1 

-9 

5 

2 

2.090 

50 

16 
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26 
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1 

1 

2 

4 

65 
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S . .  ciembre 1907, sobre emigración.. 

TOTAL.. ................... 

_~-_-- 
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1 
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i> 

a 

- 
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I 1 1  6 ) 

7 53 
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6 
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13 

2 
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11 
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1 
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12 
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10 
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Estado niim. 2. 

F ISCALIA LLL T.RIBL A \TAL S U P R E M O  

Causas incoadas desde 1." de Julio de 1910 hasta 30 de Junio de 1911 por los Juzgados de instrucción correspon(-ientes 2 la c i r ~ u n s c r i ~ ~ i ~ i i  de cala una de las Audiencias provinciales, clasificadas por la naturaleza de los lie~hos. 
- 

-. 

I 

f i  

C A U S A S  
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.................. 

................ 

..................................... 
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de sus cargos.. ............................... 

Delitoscontralaspersonas ...................... 

Siiicidios.. ..................................... 
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Delitos contra el honor (perseguibles de oficio). ... 
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Delitos contra la libertad y seguridad.. ........... 
l 

Delitoscontralúpropiedad ...................... 

1 .................................... Imprudencias 
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l 
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-- 
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Estado ndm. 4. 

FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Caiisas pendientes en las Fiscalías de las Audiencias en 1." de Julio de 1910, ingresadas desde esta fecha liasta 30 de Junio de 1911, 
y pendientes de despacllo en l a  misma en 1: de Julio de 1911. 

1 Avila 

N Bada, 

Bilba 

Cádii 



Estado niirn. 5. 

FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Sego 

sotia 
l 

Jiucios orales ante el  T1-ibiiilal cle clereclio, lei-miriaclos clescle l." cle Jiilio clc 1910 á 30 de Jimio de 1911. 

A U D I E N C I A S  

-- 

Madrid ............................... 
Barcelona.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Albacete .............................. 
Burgos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

............................... Cáceres 

Valencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Valladolid.. ........................... 

l Zaragoza.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Alicante.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

( Almeria.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
. . . . . . . . .  1 Avila. ...................... :. 

Badajoz ............................... 

Cádiz ................................. 
Castellon.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ciudad Real .......................... 
Córdoba.. ............................ 
Cuenca ............................... 
Geroiia ............................... 
Guadalajard.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Huelva.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Huesca.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Jaén ................................... 
León . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
LCrida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Logroño . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Lugo .................................. 
Málaga.. ............................ 
Murcia.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

.............................. Orense.. 

Palencia.. . . . . . . . . . . .  .. .. . .  .... ... . .  
Pontevedra.. .......................... 
Salamanca.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
San Sebastian.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Santander.. .................. ... ... . .  

.................................. 
.... . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Tarragona 

Teruel ................................ 
Toledo.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Vitoria.. .............................. 
Zamora . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

TOTALES . . . . . . . . . . . . . . . . . .  



Estado núm. 6. 

FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREMO 

tu-aclo, celebrados clesde 1.0 cle Julio cle 1910 a 30 de Junio de 1911. 

TOTAL 

de sentencias 
--V-- 



Estado núm. 7. 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Res~iincn Ae .los asuntos sin dislillción de proccdilnienlos, dcspacliados por las Fiscalías de las Aiiilinicias desde 1: de Jiilio do 1910 

á 30 cle Jiiiiio de 1911. 



Estado núm. 8. 

FISCALÍA D E L  T R I B U N A L  SUPREMO'  

Resumen de los asuntos gubernativos en que ha intervenido la  Fiscalía desde l." cic Julio de 1910 á 30 de Junio de 19i.l. 

FUNCIONARIOS QUE LOS HAN DESP 

N.4TURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Informesal Gobierno ............................................................................... 
Informes emitidos en expedientes de la Sala de Gohierno y Presidencia de este Tribunal Supremo.. .................. 
Consultas d los efectos del art. 644 de la ley de Enjuiciamiento criminal.. ........................................... 
Causas por delitos graves en que se han dado instrucciones á los Fscales de las Audiencias.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Causas reclamadas d los efectos del art. 838, nhm. 15, de la ley Orgánica del Poder judicial.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Entrada 
Comunicaciones registradas. ... 

Salida .................................................................... 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Denuncias.. 

Consultas de los Fiscales.. ................................................................................... 
Juntas celebradas con los Sres. Teniente y Abogados fiscales del Tribunal.. ....................................... 

..................................................... TOTALES 



Estado núm . 

F I S C - A L ~ A  D E L  T R I B U N A L  SUPREMO 
~ . p.p . 

RESUMEN de los a.siiiitos despacliados desde l." de Jiflio de 1910 á 30 de Junio de 19í l  . 

N A T U R A L E Z A  DE LOS ASUNTOS 

. 
............................ i Interpuestos 

1 Recursos de casación preparados por los Fiscales .. 
Desistidos ................................. j 
Apoyados totalmente por la Fiscalia ........ 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  \ Apoyados en parte 

Recursos de casación interpuestos por las partes ... Adhesiones ............................... 
Combatidos en el fondo ................... 

Criminal ................ . 1 - en la admisión . . . . . . . . .  
................................................................ Cuestiones de competencia 

Recursos de casación admitidos de derecho en beneficio de los reos ............................ 
Informados fauorablemente . . . . . . . . . . . . . .  ......................... Expedientes de indulto .............. 1 - desfavorablemente 

Recursos de casación desestimados por tres Letra- Interpuestos por la Fiscalla . . . . . . . . . . . . . . .  i \ dos ......................................... Despachados con la nota de <visto, ........ 
................................... 

i 
Recursos de casación intkrpuestos por el Ministerio Fiscal 

......... I Despachados con la nota de  vistos ... Recursos de casación interpuestos por las partes 
Combatidos en la admisión .............. 

Civil .... . . . . . . .  .............................................................. í Cuestiones de competencia 

............................................. Recursos de revisión interpuestos por las partes 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Expedientes de ejecución de sentencias extranjeras 

. . . . .  Coatenoloso ! 

TOTALES 

36 

47 

18 

8 

10 

225 

35 

16 

10 

2 

11 

3 

306 

B . 

250 

113 

80 

3 

297 

73 

52 

289 

80 

48 

1 

1 013 

IUACIOIIRIOS QUE LOS HAN IIiiSPACUADO 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Recursosdeapelaci6n 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1 Contestaciones ..................... Demandas de clases pasivas 
Incidentes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Contestaciones 

i Demandas de todas clases ....................... Incidentes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Excepciones . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Demandas interpuestas en nombre de la Administración general del Estado 

El RsEa,, El 'Tenlente 

TOTALES . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
I . 

Los Abogados 1 f i s n ~  . 1 fiscales . 
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Prelimtnar. ........................................ 
Ministerio Fiscal: Imposibilidad de cumplir integramente 

su misi6n por lo reducido del personal y carencia de 
oficinas fiscales .................................. 

MATERIAS DE ORDEN PENAL: 

. . . . . .  Trabajos de los Tribunales y Ministerio fiscal.. 
Obaervaciones sobre la delincuencia: sus causas y re- 

......................................... medios 
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............................. Juzgados de instrucción.. 
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Orden en que han de modificarse las conclusiones des- 
. . . . .  pues de terminadas las pruebas del juicio oral 

l MATERIAS DE ORDEN CIVIL: 
I 

lmpoaibilidad de rendir cuenta exacta de la labor realizada 
1 por los Tribunales y el Ministerio fiscal en este orden 

Algunas cuestiones propuestas por los Fiscales de las Au- 
b diencias. Interpretacibn y alcance del art. 838, nb- 

mero 5 . O  de la ley provisional sobre organizacidn del 
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- 
Deficiencia de la legislación vigente en lo relativo á 

manicomios y casas de salud ...................... 
Juzgados competentes para conocer de las actuaciones 

sobre declaración de herederos y actos de jurisdic- 
............................ ción voluntaria.. 

................................. Legislación ubrera.. 
El bíinisterio fiscal debiera interponer su oficio en las 

reclamaciones entre patronos y obreros.. . . . . . . . .  
Competencia por razón del territorio para conocer de 

los juicios en reclamación por indemnización por ac- 
cidentes del trabajo: necesidad de aclarar las pres- 

.......................... cripciones de la ley.. 
Tribunales industriales: deficiencias de su funciona- 

miento: urgencia de la reforma de la ley que los esta- 
.......................................... bleció 

Ejesucion de sentencias dictadas por Tribunales extran; 
jeros: Tratado con Suiza: conveniencia de negociar la 
aclatacidn de una de sus c'áusulas.. ............... 
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LXIII 

LXlV 

LXV 

LXVII 

LXVIII 

................................ Tribunal Sopremo. ~xxxvz 
.............................. Tribunales provinciales. LXXXVII 

Observaciones más importantes expuestas por los Fisca- 
les de estos Tribunales.. ......:................... ~ x x x v 1 1  

Constitución del Tribunal.. .............:....... Lxxxv111  

Recibimiento de los pleitos A prueba. .............. LXXXIX 

Conclasión. ........................................ XCI 

F 

Apendice primero.- Instrucciones generales dadas á los Fisca- 
les de las Audiencias.. ............................ I 

Circular de 1 3  de Noviembre de 1910, excit ndo el celo del 
Rlinisterio fiscal para la persecucidn de la fraudulenta fa- E- 

que se refiere la ley de 
con el art. 356 del Códi- 

..................................... go penal.. ,. 3 , ,,, Idem de 14 de Noviembre de 1910, encargando á los Fis- 
\, .> cales de las Audiencias que ex emen su celo en la per- 

secucidn 6 investigación de las sustracciones de fondos e 
y desfalcos en las arcas d e b o s . .  ................. 5 

Idem de iz de Junio de 131 1, dictando las reglas á que ha 
u' . . %i( ae  ajustarse el Ministerio fiscal en sus relaciones con 



Paginas. 
f 

esta Fiscalia eii la preparacibn 6 interposici6n d recur el- .................................... sos de casación 
Apéndice segundo.-Instrucciones especiales dadas ií los Fis- 

.......................... cales de las Audiencias.. 
..................................... Código penal.. 

....................... Ley orgánica del Poder judicial. 
Ley adicional á la orgánica del Poder judicial.. .......... 

....................... Ley de Enjuiciamiento criminal.. 
Ley del Jurado.. ..................................... 
Ley del Notariado.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Ley de Caza. ...................................... 

.......................... Ley de 23 de Marzo de 1906.. 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Ley d e  Enjuiciamiento civil. 

Apendioe tercero -Esfndistic@: 

Estado núm. 1,-Causas pendientes en las Audiencias y Juzgados de 
su circunscripciiiii en 1.O de J~ilio de 1910, incoadas desde esta fecha 
hasta 30 de Junio de 1911, y eii tramitaciilin el I ."de Julio de 191 I 
clasificadas por Audiencias. 

Estado núm. 2.-Causas pendientes en las Audiencias y Juzgados de 
instrucción c1 1.O de Julio de 1910, incoadas desde esta fecha hasta 
30 d e  Junio de 191 I ,  y en tramitaci6n el [."de Julio de igr i ,  clasifi- 
cadas por la naturaleza de los hechos. 

Estado núm. 3.-Causas incoadas desde 1.O de Julio de 1910 hasta 30 
de Junio de I gi I ,  por los Juzgados de instrucción correspondientes 
d la circunscripcibn de cada una de las Audiencias provinciales, 
clasificadas por la naturaleza de los hechos. 

Estado núm. 4. -Causas pendientes en las Fiscalías de las Audieiicias 
eii i .O de Julio de 1910 incoadas desde esta fecha Iiasta 30 de Junio de 
191 i y pendientes de despacho en las mismas en 1." de Julio de 191 1. 

Estado núm. 5. -Juicios orales ante el Tribunal de derecho termina- 
doi  desde 1 . O  de Julio de 1910 á jo de Junio d e  1911. 

Estado núm. 6.- Juicios ante el Tribuiial del Jurado celebrados desde 
i .O de Julio d e  1910 A 30 de Junio de 1911. 

Estado nUm. 7.- Resumen de los asuntos sin distiiicióti de procedí 
mientos despachados por las Fiscalías de las Audiencias desde 1.O 

de Julio de 1910 A 30 de Junio de ¡gil.  
Estado núm. 8.-Resumeii de los asuntos gubernativos en que ha in- 

tervenido la Fiscalia del Tribunal Supremo desde 1.' de Julio de 
1910 á 30 de Junio de 191 1. 

Estado núm. 9.-Resumen d e  los asuntos despachados desde 1 .O de Jti 

liode igio B 30 de Jiiiiio de 191 I por la Fiscalia del Tribunal Supremo. 


